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I. RESUMEN 
 
Con motivo de la presidencia alemana del Comité de Ministros, la canciller alemana 
Angela Merkel y el ministro de Estado para Europa Michael Roth participarán en la 
sesión de primavera de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa (APCE) 
(19-22 de abril de 2021) que tendrá un formato semipresencial. 
 
El presidente del Parlamento Europeo, David Sassoli, la presidenta de la República 
de Moldova, Maia Sandu, y la secretaria general de la organización, Marija 
Pejčinović Burić, también tendrán una participación en esta reunión. 
 
En esta sesión, la Comisaria de Derechos Humanos, Dunja Mijatović, presentará su 
informe anual 2020, además la Asamblea otorgará el Premio Václav Havel de 
Derechos Humanos. 
 
Los temas de la agenda incluyen un diálogo acerca de la visión de la Asamblea 
sobre las prioridades estratégicas del Consejo de Europa y un debate conjunto 
sobre las violaciones de los derechos humanos y la necesidad de una reforma 
electoral en Belarús. 
 
De igual forma, se analizará el trabajo de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) sobre la tributación de la economía digital, para lo 
cual se contará con la participación de su secretario general, Ángel Gurría. También 
se discutirán temas como la discriminación de las personas con enfermedades 
crónicas y de larga duración, el diálogo post-seguimiento con Montenegro, la 
preservación de las minorías nacionales y una política europea sobre las diásporas. 
 
Se han solicitado debates urgentes sobre "El arresto y detención de Alexei Navalny 
en enero de 2021" y sobre "El funcionamiento de las instituciones democráticas en 
Turquía", así como un debate de asuntos de actualidad relativo a los certificados de 
vacunación anti-COVID y la protección de la salud y los derechos humanos. 
 
Respecto al debate sobre el trabajo de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), en la presente carpeta se ha incluido el Informe 
completo (traducción libre al español). Igualmente se ha incluido el documento 
“Relación entre la Asamblea y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE)”, en cuyo anexo se indica que la delegación mexicana 
participa en la votación sobre el proyecto de resolución en razón de la pertenencia 
de México a esa Organización. 
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Doc. 15241 prov 1 
1 de abril de 2021 
 

SEGUNDA PARTE DE LA SESIÓN ORDINARIA DE LA ASAMBLEA 
PARLAMENTARIA DEL CONSEJO DE EUROPA 

(19-22 de abril 2021) 
 
Proyecto de Agenda1 
La sesión será celebrada de una manera semipresencial 
 

LUNES  19 DE ABRIL DE 2021 
 
Sesión No. 8 (11:30-13:00) (Horario de México 4:30 a.m. – 6:00 a.m.) 
 
1. Apertura de la Sesión Parcial 
 

1.1. Declaración de la presidencia 
 

1.2. Acreditación de credenciales 
 

1.3. Aprobación de la Agenda 
 
1.4 Elección de un Vicepresidente de la Asamblea respecto a la 
República de Moldavia   
 
1.5 Cambios en las membresías de las Comisiones 
 
1.6 Aprobación de las minutas de la Comisión Permanente (19 de marzo 

de 2021) 
 
1.7 Solicitud (es) para el debate de temas de actualidad o de debate bajo 
procedimiento de urgencia  

 
1.7.1. Debate de procedimiento urgente: “El arresto y la detención de Alexei 

Navalny en enero de 2021”. 
 

1.7.2. Debate de procedimiento urgente: “El funcionamiento de las 
instituciones democráticas en Turquía”. 

 
1 Elaborado por el Buró de la Asamblea el 18 de marzo de 2021. 
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1.7.3 Debate de asuntos de actualidad: ”Pases o certificados de COVID: 

protección de los derechos fundamentales e implicaciones legales” 
 
1.7.4 Debate de asuntos de actualidad: “Prisioneros de guerra armenios y 

otros cautivos” 
 
2. Debate 
 
2.1. Informe de avances del Buró y la Comisión Permanente  
 

Presentado por: 
• Sr. Aleksander POCIEJ (Polonia, EPP/CD), Relator AS/Bur (Doc…) 
v Lista de oradores (fecha límite para registro: domingo 18 de abril, 11:30) 

(Horario de México 4:30 a.m.) 
 
3. Ceremonia de entrega de premio (12:30-13:00) (Horario de México 5:30 a.m. 
– 6:00 a.m.) 
 
3.1. Premio Václav Havel de Derechos Humanos2 
 
Sesión No. 9 (16:00-19:30) (Horario de México 9:00 a.m. – 12:30 p.m.) 
 
4. Discurso (16:00-17:00) (Horario de México 9:00 a.m. – 10:00 a.m.) 
 

4.1. Sra. Maia SANDU, presidenta de la República de Moldova  
Discurso (16:00-16:20) (Horario de México 9:00 a.m. – 9:20 a.m.) 
Preguntas y respuestas (16:20-17:00) (Horario de México 9:20 a.m. – 10:00 

a.m.) 
 

v Preguntas (Fecha límite para registro: domingo 18 de abril, 16:00) (Horario 
de México 9:00 a.m.) 

 
5. Debate 
 

5.1. Informe de avances del Buró y de la Comisión Permanente 
(continuación) 

v Lista de oradores (fecha límite para registro: domingo 18 de abril, 11:30) 
(Horario de México 4:30 a.m.) 

 
2 Ver el programa publicado por separado (AS/Inf (2021)) 
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v [Posible] votación  
 
6. Debate 
 
 6.1. Preservar las minorías nacionales en Europa 
 
 Presentado por: 

• Sra. Elvira KOVÁCS (Serbia, EPP/CD), Relatora AS/Ega (Doc. 15231) 
 

v Lista de oradores (fecha límite para registro: lunes 18 de abril, 16:00) 
(Horario de México 9:00 a.m.) 

v Enmiendas (fecha límite de presentación: jueves 15 de abril, 16:00) (Horario 
de México 9:00 a.m.) 

v Votación sobre un proyecto de resolución y un proyecto de recomendación 
(Doc. 15231) 

 
MARTES 20 DE ABRIL DE 2021 

 
Sesión No. 10 (9:00 – 13:00) (Horario de México 2:00 a.m. – 6:00 a.m. 
 
7. Elecciones (9:00-14:00) (Horario de México 2:00 a.m. – 7:00 a.m.) 
 

7.1. Jueces del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
 
8. Debate 
 

8.1. Diálogo de Post- seguimiento con Montenegro 
 

Presentado por: 
• Sr. Damien COTTIER (Suiza, ALDE), Co- relator AS/Mon (Doc. 15132, Doc. 

15132 Add) 
• Sr. Emanuelis ZINGERIS (Lituania, EPP/CD), Co- relator AS/Mon (Doc. 

15132, Doc. 15132 Add.) 
 
v Lista de oradores (fecha límite para registro: lunes 19 de abril, 9:00) (Horario 

de México 2:00 a.m.) 
v Enmienda (fecha límite de presentación: viernes 16 de abril, 9:00) (Horario 

de México 2:00 a.m.)  
v Votación sobre un proyecto de resolución (Doc. 15132) 
 

9. Discurso (10:00-11:00) 
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9.1. Sra. Angela MERKEL, Canciller Federal de Alemania 

 Discurso (10:00-10:20) 
 Preguntas y respuestas (10:20-11:00) (Horario de México 3:20 a.m. – 4:00 
a.m.) 
 

v Preguntas (fecha límite para registro: lunes 19 de abril, 9:00) (Horario de 
México 2:00 a.m.) 

 
10. Debate 
 

10.1. Visión de la Asamblea de las prioridades estratégicas del Consejo 
de Europa 

 
Presentado por: 

• Sr. Tiny KOX (Países Bajos, UEL), Relator AS/Pol (Doc. 15252) 
 

v Lista de oradores (fecha límite para registro: lunes 19 de abril, 9:00) (Horario 
de México 2:00 a.m.) 

v Enmiendas (fecha límite de presentación: viernes 16 de abril, 9:00) (Horario 
de México 2:00 a.m.) 

v Votación sobre un proyecto de resolución y un proyecto de recomendación 
(Doc. 15252) 

 
Sesión No. 11 (14:30- 17:30) (Horario de México 7:30 a.m. – 10:30 a.m.) 
 
11. Turno de preguntas (14:30- 15:00) (Horario de México 7:30 a.m. – 8:00 a.m.) 
 

11.1. Sra. Marija PEJČINOVIĆ BURIĆ, secretaria general del Consejo de 
Europa 

 
v Preguntas (fecha límite para registro: lunes 19 de abril, 14:30) (Horario de 

México 7:30 a.m.) 
 
12. Debate 
 

12.1. Lucha contra la injusticia fiscal: el trabajo de la OCDE sobre la 
fiscalidad de la economía digital 

 
Presentado por: 

• Sr. Georgios KATROUGKALOS (Grecia, UEL), Relator AS/Pol (Doc. 15251) 
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• Sra. Selin SAYEK BÖKE (Turquía, SOC), Relatora de opinión AS/Soc 
(Doc…) 

 
Declaración de: 
• Sr. Ángel GURRÍA, secretario general de la OCDE 

v Lista de oradores (fecha límite para registro: lunes 19 de abril, 14:30) 
(Horario de México 7:30 a.m.) 

v Lista de oradores (fecha límite de presentación: viernes 16 de abril, 14:30) 
(Horario de México 7:30 a.m.) 

v Votación sobre un proyecto de resolución (Doc. 15251) 
 

MIÉRCOLES 21 DE ABRIL DE 2021 
 
Sesión No. 12 (10:00-13:00) (Horario de México 3:00 a.m. – 6:00 a.m.) 
 
13. [Posible] Elecciones (2ª Ronda) (10:00- 15:00) (Horario de México 3:00 a.m. 
– 8:00 a.m.) 
 

13.1. Jueces del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
 
14. Discurso 
 

14.1. Sr. David SASSOLI, presidente del Parlamento Europeo 
Discurso 

 Preguntas y respuestas (10:20- 11:00) (Horario de México 3:20 a.m. – 4:00 
a.m.) 
 

v Preguntas (fecha límite para registro: martes 20 de abril, 10:00) (Horario 
de México 3:00 a.m.) 

 
15. Debate Conjunto  
 

15.1. Necesidad urgente de reforma electoral en Belarús  
 

Presentado por: 
• Sr. David BLENCATHRA (Reino Unido, EC/DA), Relator AS/Pol (Doc. 

15253) 
 

15.2.  Las violaciones de derechos humanos en Belarús requieren una 
investigación internacional 
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 Presentado por: 
• Sra. Alexandra LOUIS (France, ALDE), Relatora AS/Jur (Doc. 15256) 

 
v Lista de oradores (fecha límite para registro: martes 20 de abril, 10:00) 

(Horario de México 3:00 a.m.) 
v Enmiendas (fecha límite de presentación: lunes 19 de abril, 10:00) 

(Horario de México 3:00 a.m.) 
v Votación sobre un proyecto de resolución y un proyecto de 

recomendación (Doc. 15253) 
v Votación sobre un proyecto de resolución y un proyecto de 

recomendación (Doc. 15256) 
 
Sesión No. 13 (16:00- 19:30) (Horario de México 9:00 a.m. – 12:30 p.m.) 
 
16. Discurso (16:00-17:00) (Horario de México 9:00 a.m. – 10:00 a.m.) 
 

16.1.  Informe anual de actividades 2020 de la Comisaria de Derechos 
Humanos del Consejo de Europa 

 
 Presentado por: 

• Sra. Dunja MIJATOVIĆ, Comisaria de Derechos Humanos del Consejo de 
Europa 

 
v Preguntas (fecha límite para registro: martes 20 de abril, 16:00) (Horario de 

México 9: 00 a.m.) 
 
17. Debate  
 

17.1. Discriminación contra las personas que padecen enfermedades 
crónicas y de larga duración 

 
 Presentado por: 

• Sra. Martine WONNER (Francia, ALDE), Relatora AS/Soc (Doc. 15208) 
• Sra. Béatrice FRESKO-ROLFO (Mónaco, ALDE), Relatora de opinión 

AS/Ega (Doc. 15230) 
 

v Lista de oradores (fecha límite para registro: martes 20 de abril, 16:00) 
(Horario de México 9:00 a.m.) 

v Enmiendas (fecha límite de presentación: lunes 19 de abril, 16:00) (Horario 
de México 9:00 a.m.) 

v Votación sobre un proyecto de resolución (Doc. 15208) 
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JUEVES 22 DE ABRIL DE 2021 

 
Sesión No. 14 (9:00-13:00) (Horario de México 2:00 a.m. – 6:00 a.m.) 
 
18. Discurso (9:00 – 10:00) (Horario de México 2:00 a.m. – 3:00 a.m.) 
 
 18.1. Comunicación del Comité de Ministros 
 

Presentado por: 
• Sr. Michael ROTH, Ministro de Estado para Europa de la Oficina Federal de 

Asuntos Exteriores de Alemania, Representante Especial del Gobierno 
Federal para la Presidencia alemana del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa 

 
v Preguntas (fecha límite para registro: miércoles 21 de abril, 9:00) (Horario 

de México 2:00 a.m.) 
v Preguntas escritas (fecha límite de presentación: lunes 12 de abril, 11:30) 

(Horario de México 2:00 a.m.) 
 
19. [Posible] Debate bajo el procedimiento de urgencia o debate de asuntos 
actuales3 
 
20. Debate 
 

20.1. Por una política europea sobre las diásporas  
 
 Presentado por: 

• Sr. Paulo PISCO (Portugal, SOC), Relator AS/Mig (Doc. 15250) 
 

v Lista de oradores (fecha límite para registro: miércoles 21 de abril, 9:00) 
(Horario de México 2:00 a.m.) 

v Enmiendas (fecha límite de presentación: martes 20 de abril, 9:00) (Horario 
de México 2:00 a.m.) 

v Votación sobre un proyecto de resolución y un proyecto de recomendación 
(Doc. 15250) 

 
21. Clausura de la sesión 
 

 
3 Sujeto a una decisión de la Asamblea 
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III. Proyecto de Agenda de la Reunión 
de la Comisión de Asuntos Políticos 
y Democracia (19 de abril de 2021) 
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AS/Pol (2021) OJ 04 
8 de abril de 2021 
Apoj04_21 
 

COMISIÓN DE ASUNTOS POLÍTICOS Y DEMOCRACIA 

PROYECTO DE AGENDA DE LA REUNIÓN QUE SE LLEVARÁ A CABO EL -
LUNES 19 DE ABRIL DE 2021, 14:00-15:30, (07:00 AM – 08:30 AM HORA DE 

MÉXICO) 

 

Lunes 19 de abril de 2021, 14:00-15:30, sala 11 (07:00 am – 08:30 am hora de 
México) 

1. Agenda 
 [AS/Pol (2021) OJ 04] 
 
           Aprobación de la agenda 

2. Elección del presidente 
[Lista de los miembros de la Comisión] 
 

3. Minutas 
[AS/Pol (2021) PV 03] 
 
Aprobación de las minutas de la reunión celebrada por videoconferencia el 
30 de marzo de 2021 
 

4. La visión de la Asamblea sobre las prioridades estratégicas del Consejo 
de Europa  
Relator: Sr. Tiny Kox, Países Bajos, UEL 
[Doc. 15252, enmiendas] 
 
Fecha límite para las enmiendas: Viernes, 16 de abril de 2021, 9:00 (2:00 
am) 
Debate en la Asamblea: Martes, 20 de abril de 2021, de 11:00 a 13:00 (4:00 
am a 6:00 am) 
 

5. Lucha contra la injusticia fiscal: el trabajo de la OCDE sobre la fiscalidad 
de la economía digital  
Relator: Sr. Georgios Katrougkalos, Grecia, UEL 
[Doc. 15251, enmiendas] 
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Consideración de enmiendas 
 
Fecha límite para enmiendas: Viernes, 16 de abril de 2021, 14:30 (7:30 am) 
Debate en la Asamblea: Martes, 20 de abril de 2021, de 15:00 a 17:30 (08:00 
am a 10:30 am) 
 

6. Posible debate de urgente resolución 
(sujeto a remisión por el Buró y ratificación por la Asamblea) 
 
Nombramiento de un Relator  
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IV. El Consejo de Europa 
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Origen 
El Consejo de Europa se fundó en 1949.  

 
¿Qué es la APCE? 

Es considerada la Asamblea Parlamentaria 
internacional establecida con base en un 
acuerdo intergubernamental más antigua. 
Es uno de los dos órganos estatuarios del 
Consejo de Europa, organización dedicada 
a proteger los derechos humanos, la 
democracia pluralista y el estado de 
derecho; la consolidación de la estabilidad 
democrática en Europa apoyando la 
reforma política, legislativa y constitucional.  
 
*No es parte de las instituciones de la 
Unión Europea. 

Objetivos 
v Compartir y reforzar la 

democracia pluralista. 
v Proteger y mejorar el respeto a los 

derechos humanos y a las 
libertades individuales. 

v Buscar soluciones a los 
problemas de la sociedad. 

v Favorecer la toma de consciencia 
de la identidad cultural europea. 

v Ampliar la cooperación entre los 
miembros en los ámbitos social, 
cultural, científico, jurídico y 
administrativo. 

Temas que trata la APCE4 
 

v Desarrollo de la diversidad y la 
identidad cultural de Europa 

v Discriminación contra las 
minorías 

v Xenofobia 
v Intolerancia 
v Terrorismo 
v Tráfico de personas 
v Crimen organizado 
v Corrupción 
v Crimen cibernético  
v Violencia contra los niños 
v Democracia 
v Equidad de género 
v Desarrollo Sostenible 
v Migración 

 
Países Miembros5 (47) 

 
Miembros fundadores: Bélgica, Francia, 
Luxemburgo, Países Bajos, Reino Unido, 
Dinamarca, Noruega, Irlanda, Italia, 
Suecia, Grecia, Turquía, Alemania.  
 
Miembros incorporados 
posteriormente: Islandia, Austria, Chipre, 
Suiza, Malta, Portugal, España, 
Liechtenstein, San Marino, Finlandia, 
Hungría, Polonia, Bulgaria, Eslovenia, 
Estonia, Lituania, la República Checa, 
Eslovaquia, Rumania, Andorra, Letonia, 
Moldavia, Albania, Ucrania, la ex-
República Yugoslava de Macedonia, la 
Federación Rusa, Croacia, Georgia, 
Azerbaiyán, Armenia, Bosnia-Herzegovina, 
Serbia, Mónaco y Montenegro. 
 
Países Observadores: México, Canadá e 
Israel. 
 
Países con estatus de socios para la 
democracia: Kirguistán, Jordania, 
Marruecos y Palestina. 

 
Comisiones 

 
v Asuntos Políticos y Democracia 
v Asuntos Jurídicos y Derechos 

Humanos 
v Asuntos Sociales, Salud y 

Desarrollo Sostenible 
v Migración, Refugiados y Personas 

Desplazadas 
v Cultura, Ciencia, Educación y 

Medios de Comunicación 
v Igualdad y No Discriminación 
v Comisión de Cumplimiento de 

Obligaciones y Compromisos de 
los Estados Miembros del Consejo 
de Europa (Comisión de 
Seguimiento) 

v Reglamento, Inmunidades y 
Asuntos Institucionales 

v Elección de Jueces para el 
Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos  

 
Idiomas 

Oficiales6 
Inglés y 
francés 

 
Sede 

 
Estrasburgo, 

Francia 
 

Grupos Políticos 
 

v Grupo del Partido Popular 
Europeo (EPP/CD) 

v Grupo de los Socialistas, 
Demócratas y Verdes (SOC) 

v Grupo de los Conservadores 
Europeos y Alianza Demócratas 
(EC / DA) 

v Alianza de los Liberales y 
Demócratas por Europa (ALDE) 

v Grupo de la Izquierda Unitaria 
Europea (UEL) 
 

Presidente de la APCE 
 

Sr. Rik Daems 
Electo desde enero de 2020 

México en la APCE 
 

El Congreso Mexicano tiene 
estatuto de observador permanente 
desde el 4 de noviembre de 1999. 

 
  

 
4 La Asamblea no aborda temas económicos, sin embargo, revisa los informes anuales de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y del Banco Europeo de 
Reconstrucción y Desarrollo (BERD). 
5 Belarús es el único país europeo no miembro; ha presentado candidatura para solicitar su ingreso 
sin que por el momento ésta haya sido aceptada. 
6 La Asamblea tiene también como lenguas de trabajo: alemán, italiano, y ruso. 
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EL CONSEJO DE EUROPA7 
 
El Consejo de Europa es una organización intergubernamental dedicada a proteger 
los Derechos Humanos, la democracia pluralista y el estado de derecho. No es 
parte de las instituciones de la Unión Europea. 
 
Tiene su sede en Estrasburgo, Francia y agrupa a 47 países: Bélgica, Francia, 
Luxemburgo, Países Bajos, Reino Unido, Dinamarca, Noruega, Irlanda, Italia, 
Suecia, Grecia, Turquía, Alemania (miembros fundadores), Islandia, Austria, Chipre, 
Suiza, Malta, Portugal, España, Liechtenstein, San Marino, Finlandia, Hungría, 
Polonia, Bulgaria, Eslovenia, Estonia, Lituania, la República Checa, Eslovaquia, 
Rumania, Andorra, Letonia, Moldavia, Albania, Ucrania, la ex-República Yugoslava 
de Macedonia, la Federación de Rusia, Croacia, Georgia, Azerbaiyán, Armenia, 
Bosnia-Herzegovina, Serbia, Mónaco y Montenegro. Belarús es el único país 
europeo no miembro; ha presentado candidatura para solicitar su ingreso sin que 
por el momento ésta haya sido aceptada.8 
 

El Consejo de Europa está integrado por un Comité de Ministros, una 
Asamblea Parlamentaria y un Congreso de Autoridades Locales y 
Regionales. 
 
Aun cuando únicamente pueden ser miembros de pleno derecho Estados europeos, 
el Consejo de Europa ha aceptado la participación de Estados extrarregionales en 
calidad de observadores: Estados Unidos, Canadá, Santa Sede, Japón y México 
en el Consejo de Ministros; y Canadá, Israel y México en la Asamblea 
Parlamentaria. En ésta también participan el parlamento de Marruecos, la Autoridad 
Nacional Palestina y los parlamentos de Kirguistán y de Jordania con el estatuto de 
socio para la democracia. 
 
Los objetivos principales del Consejo de Europa son:  
• Compartir y reforzar la democracia pluralista. 
• Proteger y mejorar el respeto a los derechos humanos y a las libertades 

individuales. 
• Buscar soluciones a los problemas de la sociedad (intolerancia, medio ambiente, 

drogas, entre otros). 
• Favorecer la toma consciencia de la identidad cultural europea. 

 
7 Nota elaborada por el Centro de Estudios Internacionales Gilberto Bosques del Senado. 
8 La Asamblea Nacional de Belarús tenía status de invitado especial hasta que le fue suspendido el 
13 de enero de 1997, debido a que no atendió las observaciones sobre la elección presidencial. 
Desde 1994 se han llevado a cabo cuatro elecciones, Alexander Lukashenko es presidente desde 
ese año. 
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• Ampliar la cooperación entre los miembros en los ámbitos social, cultural, 
científico, jurídico y administrativo. 

Los temas económicos no son de su competencia, pero la Asamblea Parlamentaria 
revisa los informes anuales de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y del Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo (BERD). 
 
El Consejo de Europa cuenta con un acervo de más de 200 tratados, convenciones, 
cartas y códigos. La mayoría de las convenciones tienen disposiciones para la firma 
de los Estados no miembros, que pueden acceder a los instrumentos a invitación 
del Comité de Ministros. 
 
La firma y la ratificación de la Convención Europea de los Derechos Humanos son 
obligatorias para cualquier Estado que pretenda acceder al Consejo de Europa. Esta 
convención es uno de los pilares del organismo, y es reforzada por la Corte Europea 
de los Derechos Humanos, institución permanente desde el 1 de noviembre de 
1998.  
 
Comité de Ministros. 
 
Es la instancia de decisión del Consejo de Europa, representa directamente a los 
gobiernos de los Estados miembros y está compuesto por los 47 Ministros de 
Asuntos Exteriores o, en su defecto, por los Representantes Permanentes de los 
gobiernos ante el Consejo, quienes tienen el mismo poder de decisión que los 
Ministros y se reúnen por lo menos una vez al mes. Se reúne dos veces al año en 
el nivel ministerial –en abril o mayo, y en noviembre. El trabajo cotidiano del Comité 
es desarrollado por los Representantes Permanentes.  
 
Actualmente, la presidencia del Comité la tiene Alemania, hasta mayo de 2021.  

 
Asamblea Parlamentaria (APCE) 
 
La Asamblea Parlamentaria es el órgano deliberante del Consejo de Europa, y emite 
recomendaciones al Comité de Ministros. Cuenta con 324 integrantes. Las 
principales agrupaciones políticas de Europa están representadas en el seno de la 
Asamblea: Grupo de los Socialistas Demócratas y Verdes, Grupo del Partido 
Popular Europeo/Demócratas-Cristianos; Grupo de los Conservadores Europeos, 
Grupo Alianza de Liberales y Demócratas por Europa; y Grupo de la Izquierda 
Unitaria Europea. Se reúne cuatro veces al año en sesión plenaria. 

 
Esta Asamblea es considerada como la más antigua asamblea parlamentaria 
internacional con composición plural y democrática establecida con base en un 
tratado intergubernamental. 
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La APCE tiene las siguientes comisiones de trabajo: Asuntos Políticos y 
Democracia; Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos; Asuntos Sociales, de Salud 
y Desarrollo Sostenible; Migración, Refugiados y Personas Desplazadas; Cultura, 
Ciencia, Educación y Medios de Comunicación; Igualdad y No Discriminación; 
Cumplimiento de Obligaciones y Compromisos de los Estados miembros del 
Consejo de Europa (Comisión de Seguimiento); Elección de Jueces para el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos; y Reglamento, Inmunidades y Asuntos 
Institucionales. Los observadores pueden participar en las primeras seis de la lista 
con previa solicitud. 

 
En cada sesión plenaria, la Asamblea adopta resoluciones y recomendaciones, así 
como opiniones sobre proyectos de tratados o convenios promovidos por el Consejo 
de Europa. 
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SR. RIK DAEMS 
Presidente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 

Europa (APCE) 
 
Actividades parlamentarias: 
 
• Miembro de la Delegación de Bélgica en la Asamblea 

Parlamentaria del Consejo de Europa (APCE) y nombrado 
presidente de su delegación en 2015. 

• Líder de la Alianza de los Demócratas y Liberales para Europa (ALDE) en la 
Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa (2017). 

• Miembro del Parlamento Flamenco, delegado al Senado de Bélgica (2010-2014), 
donde presidió las siguientes Comisiones: 

o Relaciones Exteriores, y 
o Financiamiento Alternativo de la Inversión Pública. 

• Líder del Grupo Senatorial Open Liberales y Demócratas Flamencos (Open VLD) 
(ALDE). 

• Miembro de la Cámara de Representantes de Bélgica (1987-2010), donde fue: 
o Líder de la mayoría (2003-2006), 
o Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores (2006-2007), y 
o Cuestor (2007-2010). 

• Miembro de la Unión Europea del Occidental (WEU, por sus siglas en inglés). 
 
Actividades políticas: 

• Ministro de Telecomunicaciones, Empresas Públicas y Participaciones Públicas de 
Bélgica (2001 - 2003);  

• Miembro del “Gobierno Central'” (con un estatus equivalente a Viceprimer Ministro) 
• Presidente del Consejo Europeo de Ministros de Telecomunicaciones (2000) 
• Alcalde de la Ciudad de Aarschot (1989-1995). 

 
Actividades profesionales: 
 
De 2003 a 2019 se desempeñó en los siguientes cargos: 

• Asesor Senior de Fondos de Inversión Extranjera de la Compañía Federal de 
Participación e Inversión. 

• Vicepresidente de la Junta y Presidente del Comité de Supervisión de Inversiones 
del Fondo de Inversiones China-Bélgica. 

• Consultor en Desarrollo de Negocios Internacionales. 
• Enólogo profesional. 
• Artista-pintor contemporáneo. 

 
Partido Político: Alianza de los Liberales y Demócratas por Europa (ALDE) 
 
Fecha y lugar de nacimiento: 18 de agosto de 1959 en Aarshot, Bélgica. 
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Twitter: @PACE_President  
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ASAMBLEA PARLAMENTARIA DEL CONSEJO DE EUROPA 
 

PRESIDENCIAS DE LAS COMISIONES 
Comisión Presidente Foto 

• Comisión de Asuntos Políticos y 
Democracia. Pendiente 

 

• Comisión de Asuntos Jurídicos y 
Derechos Humanos. 

 
Sr. Boriss CILEVIČS  

(Letonia, Grupo de los Socialistas, 
Demócratas y Verdes (SOC))  

• Comisión de Asuntos Sociales, 
de Salud y Desarrollo 
Sustentable. 

Sr. Luís LEITE RAMOS 
(Portugal, Grupo del Partido 
Popular Europeo (EPP/CD)) 

 
• Comisión de Migración, 

Refugiados y Personas 
Desplazadas. 

Sr. Pierre-Alain FRIDEZ 
(Suiza, Grupo de los Socialistas, 

Demócratas y Verdes (SOC)) 
 

• Comisión de Cultura, Ciencia, 
Educación y Medios de 
Comunicación. 

Sr. Olivier BECHT 
(Francia, Alianza de los Liberales y 
Demócratas por Europa (ALDE)) 

 
• Comisión de Igualdad y No 

Discriminación. 

 

Sra. Petra BAYR 
(Austria, Grupo de los Socialistas, 

Demócratas y Verdes (SOC)) 
 

• Comisión de Cumplimiento de 
Obligaciones y Compromisos de 
los Estados miembros del 
Consejo de Europa (Comisión 
de Seguimiento). 

Sr. Michael Aastrup JENSEN  
(Dinamarca, Alianza de los 

Liberales y Demócratas por Europa 
(ALDE))  

• Comisión de Reglamento, 
Inmunidades y Asuntos 
Institucionales. 

Sra. Ingjerd SCHOU 
(Noruega, Grupo del Partido 
Popular Europeo (EPP/CD))  

 

• Comisión sobre la Elección de 
Jueces para el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos. 

Sr. Volker ULLRICH 
(Alemania, Grupo del Partido 
Popular Europeo (EPP/CD)) 
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ASAMBLEA PARLAMENTARIA DEL CONSEJO DE EUROPA 
 

PRESIDENTES DE LOS GRUPOS POLÍTICOS 

• Grupos de los Socialistas 
Demócratas y Verdes 

 
Sr. Frank SCHWABE  

(Alemania) 
 
 

• Grupos del Partido Popular 
Europeo  

Sr. Aleksander POCIEJ 
(Polonia) 

 

• Grupo de la Alianza de los 
Demócratas y Liberales por 

Europa (ALDE) 

 

 
 

Sr. Jacques MAIRE  
(Francia) 

 

• Grupo de los Conservadores 
Europeos y Alianza Demócratas 

(EC/DA)  
Sr. Ian LIDDELL-GRAINGER  

(Reino Unido) 
 

• Grupo de la Izquierda Unitaria 
Europea 

 

 
Sr. Tiny KOX 

(Países Bajos) 
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ESTATUTO DE OBSERVADOR PERMANENTE EN LA ASAMBLEA 
PARLAMENTARIA 

 
La Regla 63 sobre Procedimientos de la Asamblea estipula que la Asamblea puede 
admitir como observadores permanentes a representantes de Estados no miembros 
del Consejo de Europa, que acepten los principios de la democracia, el estado de 
derecho, el respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales, y que 
manifiesten su intención de cooperar con el Consejo de Europa. 
 
La Asamblea fija un número de miembros de las delegaciones de observadores. 
Éstas deben reflejar el equilibrio político en el seno de sus Parlamentos y considerar 
un equilibrio de género.  
 
Los observadores pueden estar presentes en la Asamblea y tienen el derecho a 
tomar la palabra con la autorización del Presidente de la Asamblea, pero no tienen 
derecho a voto. Asimismo, pueden participar, previa solicitud, en reuniones de las 
comisiones, salvo aquellas que se convoquen específicamente con carácter 
privado. No pueden participar en las reuniones de las Comisiones de Reglamento, 
Inmunidades y Asuntos Institucionales; y de Seguimiento. Pueden firmar propuestas 
de resolución y de recomendación, así como declaraciones escritas; sin embargo, 
sus firmas no son consideradas en el conteo de firmas necesarias. También pueden 
participar en los trabajos de los Grupos Políticos de acuerdo con modalidades 
establecidas por los mismos. 
 
Los países con estatuto de observadores en la Asamblea son: Israel (desde 1957) 
con tres asientos (más tres suplentes), Canadá (desde mayo de 1997) con 6 
asientos (seis titulares y seis suplentes), y México (desde noviembre de 1999) con 
6 asientos (seis titulares y seis suplentes). 
 
La Santa Sede ha acreditado a un observador permanente desde el 7 de marzo de 
1970 y mantiene relaciones privilegiadas con el Consejo de Europa.  
 
En 2009, la Asamblea aprobó el estatuto de socio para la democracia, que otorgó 
en 2011 a Marruecos (6 representantes y seis suplentes) y al Consejo Nacional 
Palestino (tres representantes y tres suplentes), en 2014 al Parlamento de 
Kirguistán (tres representantes y tres suplentes) y en enero de 2016 a Jordania (tres 
representantes y tres suplentes). 
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elaboradas por el Centro de Estudios 
Internacionales Gilberto Bosques del 
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Doc. 15231 
01 de marzo de 2021 
 
PRESERVAR LAS MINORÍAS NACIONALES EN EUROPA 
 
Informe9 
Comisión de Igualdad y No-Discriminación 
Relatora: Sra. Elvira KOVÁCS, Serbia, Grupo del Partido Popular Europeo 
 
Resumen 
 
El respeto por la diversidad lingüística, étnica y cultural, basado en el 
reconocimiento de derechos fundamentales para con la igualdad y la dignidad 
humana, es un pilar del sistema de protección de derechos humanos en Europa, y 
crucial para la preservación de nuestra democracia plural e inclusiva.  
 
Sin embargo, actualmente existen una serie de retos que ponen en peligro la 
capacidad de proteger los derechos de las personas que pertenecen a alguna 
minoría nacional en Europa. Éstas incluyen la reducción de apoyo por la agenda de 
derechos humanos, tensiones intra- e interestatales, conflictos ocasionales en los 
cuales las minorías se presentan como una amenaza a la seguridad, y un aumento 
en el discurso extremista nacionalista y en el discurso de odio que estigmatizan la 
diversidad. Problemas sociales, económicos o políticos más amplios podrían 
agravar esta situación. 
 
Las personas que pertenecen a las minorías nacionales tienen que ser capaces de 
tener una participación significativa en la vida cultural, social y económica, así como 
en los asuntos públicos del país en el que viven. De igual forma, las mismas 
minorías nacionales y las sociedades en su conjunto son diversas y cambian 
constantemente. Esto crea una necesidad para el diálogo continuo entre las 
autoridades y estos grupos.  
 
El reporte reafirma la importancia del Convenio Marco para la Protección de las 
Minorías Nacionales (ETS No. 157) como un instrumento crucial de derechos 
humanos. Invita a los Estados Miembros a tomar una serie de medidas para 
asegurar que sus estándares estén implementados de manera efectiva en toda 
Europa y que el mecanismo de la convención se mantenga firme. 
 

 
9 Referencia a la Comisión: Doc. 14553, Referencia 4390 del 25 de junio de 2018. 
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A. Proyecto de la resolución10 
 

1. Hace más de veinticinco años, en 1995, se abrió la firma del Convenio Marco 
para la Protección de las Minorías Nacionales (ETS Nº 157, "Convenio 
Marco"). Este instrumento crucial se basa en el entendimiento compartido de 
que preservar la estabilidad, la seguridad democrática y la paz en Europa 
requiere proteger a las minorías nacionales; que una sociedad pluralista y 
genuinamente democrática no sólo debe respetar la identidad étnica, cultural, 
lingüística y religiosa de cada persona perteneciente a una minoría nacional, 
sino también crear condiciones apropiadas que les permitan expresar, 
preservar y desarrollar esta identidad; y que se debe crear un clima de 
tolerancia y diálogo para permitir que la diversidad cultural sea una fuente y 
un factor, no de división, sino de enriquecimiento para cada sociedad. Es 
importante destacar que el Convenio Marco también reconoce que la 
protección de los derechos y libertades de las personas pertenecientes a 
minorías nacionales forma parte integrante de la protección internacional de 
los derechos humanos, incluido el derecho a la igualdad plena y efectiva. 

 
2. El Convenio Marco ha sido ratificado por 39 Estados miembros del Consejo 

de Europa y firmado por cuatro más. Desde su entrada en vigor en 1998, su 
aplicación, mediante la adopción de importantes medidas legislativas y 
políticas, ha beneficiado a las minorías nacionales de los Estados Miembros 
y ha contribuido a mantener sus identidades lingüísticas, étnicas y culturales. 
 

3. Hoy, sin embargo, una serie de desafíos están poniendo en peligro la 
capacidad de proteger los derechos de las personas pertenecientes a las 
minorías nacionales en Europa. El apoyo a la agenda de derechos humanos 
se está erosionando en muchos sectores, y la atención a los derechos de las 
minorías ha disminuido. Las tensiones intra e interestatales, y a veces los 
conflictos, han sacudido la estabilidad tanto de los Estados como de las 
instituciones europeas. Lamentablemente, esto ha llevado a que las minorías 
vuelvan a ser percibidas a veces, como en el pasado, como una amenaza 
para la seguridad y la integridad territorial de los Estados, y para la 
instrumentalización con fines políticos de los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías nacionales. También se han observado tensiones 
crecientes en torno al uso de lenguas minoritarias y la enseñanza en y de 
estas lenguas. 

 

 
10 Proyecto de Resolución adoptado por la Comisión el 27 de noviembre de 2020. 
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4. Paralelamente, el discurso nacionalista extremo, el populismo, el discurso de 
odio y los delitos de odio están en aumento en toda Europa, a menudo 
centrándose en la construcción exclusiva de la nación, estigmatizando la 
diversidad y apuntando a cualquier persona que sea percibida como 
diferente. Este discurso pone en peligro la cohesión social y la estabilidad 
democrática, al tiempo que designa a las personas pertenecientes a minorías 
nacionales como chivos expiatorios. Estas dinámicas a menudo se agravan 
cuando existen problemas o divisiones sociales, económicas o políticas más 
amplios. 
 

5. La Asamblea Parlamentaria observa que tanto las propias minorías 
nacionales como las sociedades en su conjunto son diversas y cambian 
constantemente. Los flujos migratorios dentro y entre Estados, por ejemplo, 
han tenido un profundo impacto en las personas pertenecientes a minorías 
nacionales y en la aplicación de sus derechos. Esta evolución constante crea 
la necesidad de un diálogo continuo entre las autoridades y las minorías, a 
fin de adaptarse rápidamente a las necesidades cambiantes de estas últimas. 

 
6. La Asamblea subraya que las personas pertenecientes a minorías nacionales 

sólo pueden ejercer eficazmente sus derechos cuando pueden participar 
significativamente en la vida cultural, social y económica y en los asuntos 
públicos del país donde viven. Por lo tanto, es esencial construir sociedades 
inclusivas y democráticas, en las que las personas pertenecientes a minorías 
tengan la oportunidad de participar activamente e influir en las decisiones 
que les afectan. El cambio de los panoramas de los medios de comunicación 
puede crear nuevas oportunidades de expresión en lenguas minoritarias, 
pero también nuevos desafíos, y los Estados deben velar por que estas 
dinámicas no obstaculicen arbitrariamente la libertad de expresión de las 
personas pertenecientes a minorías nacionales o su acceso a la información. 

 
7. Dada la multiplicación de los desafíos a los que se enfrenta actualmente la 

aplicación de los derechos de las minorías en Europa, la Asamblea considera 
que la integración de sus derechos es crucial para mantener su protección. 
El impacto de todas las políticas y decisiones gubernamentales en los 
derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales debe 
evaluarse antes de que se adopten y apliquen. Esto incluye ámbitos que 
pueden ir más allá de las disposiciones específicas del Convenio Marco, 
como la política de vivienda o la privatización de los servicios públicos, que 
pueden afectar indirectamente a la capacidad de las personas pertenecientes 
a minorías nacionales para disfrutar de la dimensión colectiva de sus 
derechos. 
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8. La Asamblea reafirma su apoyo al Convenio Marco. El respeto de la 

diversidad lingüística, étnica y cultural, basado en el reconocimiento de los 
derechos fundamentales a la igualdad y a la dignidad humana, es una piedra 
angular del sistema de protección de los derechos humanos en Europa y 
crucial para preservar las democracias pluralistas e inclusivas. Hace hincapié 
en la importancia del sistema multilateral de vigilancia establecido en virtud 
del presente Convenio y subraya que para que el Convenio Marco cumpla su 
propósito como instrumento vivo, se requiere tanto el compromiso 
institucional del Consejo de Europa como la voluntad política de sus Estados 
Miembros. 

 
9. A la luz de estas consideraciones, la Asamblea insta a todos los Estados 

miembros del Consejo de Europa que aún no sean partes en el Convenio 
Marco, a que completen el proceso de firma y ratificación, de conformidad 
con la Recomendación 1766 (2006) de la Asamblea, "Ratificación del 
Convenio Marco para la Protección de las Minorías Nacionales por los 
Estados miembros del Consejo de Europa" y la Resolución 2262 (2019) 
"Promoción de los derechos de las personas pertenecientes a minorías 
nacionales", y alienta también a los que no forman parte de la Carta Europea 
de lenguas regionales o minoritarias (ETS Nº 148) a que ratifiquen este 
instrumento. 

 
10. La Asamblea hace un llamado a los Estados Miembros de la Convención 

Marco para que aumenten sus esfuerzos por promoverla y aplicarla en la 
práctica, y en particular, para: 

 
10.1 garantizar que las normas consagradas en el Convenio Marco se incorporen 

efectivamente a la legislación nacional y se dieran efecto en la práctica, 
absteniéndose de retirar los derechos de las minorías ya adquiridas y 
completando, cuando sea necesario, la adopción de marcos legislativos 
integrales para la protección de los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías nacionales, en plena consulta con sus 
representantes; 
 

10.2 considerar, en el caso de los Estados Miembros que han ratificado la 
Convención Marco con declaraciones restrictivas y/o reservas, retirarlas; 

 
10.3 fomentar sociedades pluralistas e inclusivas, en las que las personas 

pertenecientes a minorías nacionales puedan expresar tanto sus múltiples 
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identidades como su lealtad a los principios constitucionales democráticos, 
contribuyendo así a una Europa unida en la diversidad; 

 
10.4 fortalecer el diálogo con las personas pertenecientes a minorías nacionales 

y ponerlo en una base continua, en particular mediante la creación de 
mecanismos permanentes de consulta, cuando esto aún no se ha hecho, 
teniendo en cuenta que la composición y el funcionamiento de esas 
estructuras deben permitir la participación plena y efectiva de las minorías 
nacionales en todas las cuestiones que puedan afectar a sus derechos, y 
darles la oportunidad de influir en los resultados de manera tangible; 

 
10.5  garantizar que las políticas y prácticas con respecto a las minorías 

nacionales tengan en cuenta la diversidad existente en las minorías y las 
cuestiones interseccionales que puedan afectarles, a fin de que todas las 
personas pertenecientes a estos grupos puedan gozar de una igualdad 
plena y efectiva garantizada por el Convenio Marco; 

 
10.6  considerar seriamente las amenazas planteadas por los discursos de odio 

promovidos por los actores estatales y los parlamentarios, que 
deshumaniza a las personas pertenecientes a minorías y las hace más 
vulnerables a la estigmatización, a la discriminación y a la violencia, pidan 
a los representantes del Estado y a los políticos que se abstengan de hablar 
de odio e instiguen medidas adicionales para combatir el discurso de odio o 
los crímenes de odio perpetrados contra personas pertenecientes a 
minorías; 

 
10.7  consultar y comprometerse sistemáticamente con los representantes de las 

minorías nacionales sobre los mejores medios para aplicar las 
recomendaciones dirigidas a los Estados Miembros en el marco del 
mecanismo de supervisión del Convenio Marco, y aplicarlas rápidamente 
sobre la base de estas consultas; 

 
10.8  considerar la elaboración de indicadores para ayudar a medir y evaluar los 

resultados en este ámbito, en particular en lo que respecta a la integración 
social; 

 
10.9  desarrollar estrategias adicionales de divulgación para comunicarse sobre 

el Convenio Marco y difundir al público las conclusiones de su Comité 
Consultivo, incluso en el idioma estatal y las lenguas de las minorías 
nacionales; estas estrategias deben aprovechar al máximo la creciente 
disponibilidad de nuevas tecnologías. 
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11. Además, pide a los Estados que no sean Miembros de la Convención Marco 

que apliquen medidas en consonancia con las establecidas en los párrafos 
10.2, 10.3, 10.4 y 10.5 supra, a fin de fortalecer su propio diálogo con las 
personas pertenecientes a minorías nacionales dentro de su territorio y 
promover su plena y efectiva igualdad. 

 
12. La Asamblea invita a todos los Estados Miembros a que refuercen su diálogo 

multilateral sobre la protección de los derechos de las minorías y lo coloquen 
en una base más continua. Recuerda en este contexto el importante papel 
que también pueden desempeñar los mecanismos complementarios 
existentes en este ámbito, en particular el papel de prevención de conflictos 
del Alto Comisionado sobre las Minorías Nacionales de la Organización para 
la Seguridad y la Cooperación en Europa. Dada la estrecha relación que 
existe entre el respeto de los derechos humanos y el buen funcionamiento 
del Estado de Derecho y de las instituciones democráticas, también podrían 
reforzarse las sinergias existentes con la Unión Europea en este ámbito. 

 
13. La Asamblea invita a los Estados miembros a que exploren todos los medios 

para garantizar que las normas del Consejo de Europa se incorporen 
efectivamente a la legislación nacional y se apliquen en la práctica, ayudando 
a las instituciones europeas a elaborar su reglamento con miras a 
salvaguardar las minorías nacionales europeas. 
 

14. Por último, teniendo en cuenta que los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías nacionales no pueden aplicarse adecuadamente 
sin un marco sólido para proteger y promover la igualdad plena y efectiva, la 
Asamblea insta a los Estados miembros que aún no son partes en el 
Protocolo Nº 12 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (RCDE Nº 
177) a que completen el proceso de firma y ratificación sin demora. 
 

 
B. Proyecto de recomendación11 

 
1. La Asamblea Parlamentaria se refiere a su Resolución ... (2020) titulada 

"Preservación de la diversidad lingüística, étnica, cultural y nacional de 
Europa", en el que pide a los Estados miembros del Consejo de Europa que 
refuercen su compromiso con el Convenio Marco de Protección de las 
Minorías Nacionales (ETS Nº 157, "convenio marco") y que apliquen sus 

 
11 Proyecto de recomendación adoptado por la comisión el 27 de noviembre de 2020. 
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normas, que forman parte integrante de la protección internacional de los 
derechos humanos. 

 
2. La Asamblea recuerda que el diálogo entre los representantes de las 

minorías nacionales y las autoridades, así como entre las autoridades y el 
mecanismo de supervisión establecido en virtud del Convenio Marco, es un 
medio crucial para alcanzar los objetivos de esta Convención y subraya la 
importancia de una participación multilateral continua en este ámbito. 
 

3. Por consiguiente, la Asamblea pide al Comité de Ministros que: 
 

3.1 alienten a los Estados Miembros a que inviertan esfuerzos renovados en 
la aplicación plena de las recomendaciones de los órganos de 
seguimiento del Consejo de Europa como forma de preservar la 
diversidad lingüística, étnica y cultural y construir sociedades en las que 
las minorías no sean meramente toleradas, sino respetadas y percibidas 
como parte igual e integral; 
 

3.2 intensifiquen sus esfuerzos para garantizar la rápida adopción de sus 
resoluciones para concluir el ciclo de seguimiento con respecto a cada 
Estado Miembro, de conformidad con el procedimiento establecido en la 
Resolución CM/ Res(2019)49 sobre las disposiciones revisadas de 
supervisión en virtud de los artículos 24 al 26 del Convenio Marco para 
la Protección de las Minorías Nacionales, adoptada por el Comité de 
Ministros el 11 de diciembre de 2019; 
 

3.3 examinen formas de garantizar una cooperación regular y formal entre el 
Comité Asesor del Convenio Marco y la Comisión Europea para la 
Democracia a través del Derecho (Comisión de Venecia) al evaluar el 
cumplimiento de las normas y estándares del Consejo de Europa de la 
legislación nacional relacionadas con la protección de las minorías 
nacionales en los Estados miembros; 
 

3.4 considerar la posibilidad de establecer una cooperación más 
multifacética con la sociedad civil a través del establecimiento de una 
plataforma pública en línea que permita recopilar más datos y detectar 
serias preocupaciones sobre los derechos de las personas 
pertenecientes a minorías nacionales en una etapa anterior, en una línea 
similar a la Plataforma para la Protección del Periodismo y la Seguridad 
de los Periodistas ya establecida por el Consejo de Europa. 
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Doc. 15132 
2 de septiembre de 2020 
 
DIÁLOGO DE POST SEGUIMIENTO CON MONTENEGRO 
 
Informe12 
Comisión de Cumplimiento de Obligaciones y Compromisos de los Estados 
Miembros del Consejo de Europa (Comisión de Seguimiento) 
Co-relatores: Sr. Anne MULDER, Países Bajos, Alianza de los Demócratas y 
Liberales por Europa, y Sr. Emanuelis ZINGERIS, Lituania, Grupo del Partido 
Popular Europeo  
 
Resumen  
 
La Comisión de Seguimiento reconoció los avances sustanciales realizados desde 
la adopción del último informe sobre el diálogo posterior al seguimiento en 2015. 
Montenegro ha introducido una legislación que cumple con las normas del Consejo 
de Europa y ha abordado varias preocupaciones formuladas por la Asamblea 
Parlamentaria y otros mecanismos de supervisión del Consejo de Europa. En los 
ámbitos en los que se suele considerar a Montenegro como un socio cooperativo o 
un buen ejemplo para la región, como los derechos de las minorías, los derechos 
de las personas LGBTI o la situación de los refugiados y los desplazados internos, 
la situación siguió mejorando. 
 
Sin embargo, se logró un progreso limitado en las cuatro áreas clave identificadas 
por la Asamblea en la Resolución 2030 (2015). Incluso cuando se pudieron observar 
mejoras, como en la independencia del poder judicial o en la situación de los medios 
de comunicación, por ejemplo, se contrarrestaron con tendencias negativas 
opuestas. En las cuatro áreas clave, Montenegro parece haber alcanzado un techo 
de cristal. En cada uno de ellos, se hizo un gran esfuerzo para establecer un marco 
legal que, a pesar de algunas posibles mejoras adicionales, debería ser 
completamente viable, pero que, en realidad, resultó no serlo. Ha llegado el 
momento de que Montenegro demuestre que existe la voluntad política para romper 
este techo de cristal, aunque las autoridades montenegrinas no son las únicas 
capaces de hacerlo. La oposición debe desempeñar la función que le corresponde 
dentro del parlamento y abstenerse de tener una actitud de boicot, que no es la 
forma europea de competir.  
 
Por lo tanto, la Comisión de Seguimiento recomienda la continuación del diálogo 
posterior al seguimiento con Montenegro en las cuatro áreas clave, así como sobre 

 
12 Relativo a la Comisión con la Resolución 1115 (1997). 
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la Ley de Libertad de Religión, un tema que la Asamblea había querido seguir ya en 
2015. La Comisión propuso evaluar el progreso en estas áreas después de las 
elecciones generales que se celebraron en 2020.   
 
Proyecto de Resolución13 
 

1. Montenegro se incorporó al Consejo de Europa en 2007. Estuvo sujeto al 
procedimiento de seguimiento completo hasta 2015. La Asamblea 
Parlamentaria se remite a su Resolución 2030 (2015) sobre el cumplimiento 
de las obligaciones y compromisos de Montenegro, en la que decidió cerrar 
el procedimiento de seguimiento y abrir un diálogo posterior al seguimiento 
sobre cuatro cuestiones clave, a saber, la independencia del poder judicial, 
el fideicomiso en el proceso electoral, la lucha contra la corrupción y la 
situación de los medios. La Asamblea también se encomendó a sí misma 
hacer un seguimiento de la evolución en la esfera de los derechos de las 
minorías y la lucha contra la discriminación, así como en la esfera de la 
situación de los refugiados y los desplazados internos. 
 

2. La Asamblea elogia a las autoridades montenegrinas por demostrar su 
voluntad política sostenida y su compromiso de respetar plenamente sus 
obligaciones, como lo confirma su cooperación continua con los mecanismos 
de supervisión del Consejo de Europa, los expertos jurídicos y la Comisión 
Europea para la Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia). La 
Asamblea también acoge con satisfacción el nivel de su participación en el 
diálogo posterior al seguimiento. 
 

3. La Asamblea reitera que Montenegro sigue desempeñando un papel positivo 
en la estabilización de la región y es un asociado confiable y constructivo que 
participa en varias iniciativas regionales y multilaterales. 
 

4. A la luz de los acontecimientos que se han producido desde 2015, la 
Asamblea ha evaluado el progreso realizado en las cuatro áreas clave y otras 
áreas de preocupación pendientes identificadas en ese año.  
 

5. En cuanto a la independencia del poder judicial, la Asamblea: 
 
5.1. acoge con satisfacción la aplicación por parte de las autoridades 

montenegrinas de las enmiendas constitucionales relacionadas con el 
poder judicial, que fueron adoptadas en julio de 2013, y el 
establecimiento de un marco jurídico integral que regula los tribunales, 

 
13 Proyecto de resolución aprobado por unanimidad por la Comisión el 22 de junio de 2020. 
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las fiscalías estatales, el Consejo Judicial y los jueces, el Consejo 
Fiscal y el Tribunal Constitucional; reconoce la importancia de los 
cambios introducidos por este marco en el poder judicial y que, en su 
mayoría, se aplicaron de conformidad con las recomendaciones de la 
Comisión de Venecia; 
 

5.2. felicita a las autoridades montenegrinas por la auténtica mejora de la 
formación de las profesiones judiciales, en particular gracias al Centro 
de Formación en el Poder Judicial y a la Fiscalía del Estado, que 
deberá tener efectos duraderos en la profesionalidad de los nuevos 
magistrados y, por tanto, en la eficiencia del sistema judicial; 

 
5.3. lamenta profundamente las reelecciones por parte del Consejo de la 

Judicatura en 2019 y 2020 de varios presidentes de tribunales básicos 
y el presidente de la Corte Suprema, que ya cumplió dos mandatos o 
más. La limitación de las elecciones a dos mandatos, consagrada en 
la Constitución desde 2013 y en la ley, y que tenía como objetivo evitar 
la concentración excesiva de poderes dentro del poder judicial, ha sido 
violada en su espíritu, y no en su letra; 

 
5.4. observa que, después de que se enviaran señales equivocadas en 

2018 con respecto a la transparencia de la selección y el 
nombramiento de los jueces, el Consejo Judicial parecía haber 
mejorado su procedimiento de selección en 2020; 

 
5.5. lamenta profundamente, como también lo hicieron la Comisión 

Europea y el Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO), que 
no se haya avanzado en la revisión del marco disciplinario de jueces 
y fiscales.  

 
6. En cuanto a la confianza en el proceso electoral, la Asamblea: 

 
6.1. le preocupa que, aparte del censo electoral, no se hayan realizado 

avances en la aplicación de los cinco requisitos establecidos en la 
Resolución 2030 (2015); 
 

6.2. enfatiza firmemente que el parlamento es el escenario donde debe 
tener lugar la competencia política, que boicotear su trabajo no se 
ajusta a la forma europea de competir y que la reforma del marco legal 
sobre las campañas electorales no puede tener lugar de manera 
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inclusiva, si los partidos principales de la oposición no participan en 
ella; 

 
6.3. recuerda que todos los grupos políticos del parlamento comparten la 

responsabilidad de crear un ambiente y una cultura de democracia 
parlamentaria. 

 
7. En cuanto a la lucha contra la corrupción, la Asamblea: 

 
7.1. toma nota de la instrumentación de la Ley de Prevención de la 

Corrupción y la Ley de Prevención de Conflictos de Intereses, así 
como de las políticas preventivas establecidas por la Agencia para la 
Prevención de la Corrupción; 
 

7.2. lamenta que la Ley de Financiamiento de Entidades Políticas y 
Campañas Electorales haya tenido efectos limitados en la prevención 
y sanción de donaciones ilegales, como lo manifestaron las 
Comisiones ad hoc de la Mesa de la Asamblea para la observación de 
las elecciones parlamentarias de 2016 y la elección presidencial en 
2018; 

 
7.3. acoge con satisfacción la aprobación de la Ley del Ministerio Público 

Especial, que se encarga de combatir la corrupción y el crimen 
organizado, el continuo aumento de sus medios, así como los de la 
Unidad Especial de Policía, y los recientes resultados obtenidos contra 
los grupos criminales montenegrinos gracias al aumento de la 
participación en la cooperación policial internacional; 

 
7.4. toma nota del “historial inicial”, según lo declarado por la Comisión 

Europea, de investigaciones, enjuiciamientos y condenas definitivas 
en casos de corrupción; 

 
7.5. felicita a las autoridades montenegrinas por haber instrumentado 

satisfactoriamente 12 de las 14 recomendaciones formuladas por el 
Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO, por sus siglas en 
inglés) en la Tercera Ronda de Evaluación sobre la transparencia de 
la financiación de los partidos y 8 de las 11 en la Cuarta Ronda de 
Evaluación sobre la prevención de la corrupción con respecto a 
parlamentarios, jueces y fiscales, concluida en diciembre de 2019; 
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7.6. expresa, no obstante, su preocupación por la evaluación de la 
Comisión Europea de que el sistema de justicia penal parece en 
general indulgente, con sentencias, multas y recuperaciones de 
activos desproporcionadamente bajas en comparación con la 
gravedad del delito. 

 
8. En cuanto a la situación de los medios de comunicación, la Asamblea: 

 
8.1. acoge con satisfacción los esfuerzos visibles tanto de los fiscales 

como de los jueces para hacer frente a los ataques contra periodistas; 
además, acoge con satisfacción los esfuerzos de las fuerzas policiales 
para detener a los autores y sospechosos de tales ataques, así como 
el apoyo público del gobierno a la Comisión para el seguimiento de la 
actuación de las autoridades competentes en la investigación de 
casos de amenazas y violencia contra periodistas, asesinatos de los 
periodistas y ataques a la propiedad de los medios, y la reciente y 
adecuada participación del parlamento en el debate de los informes 
de esta Comisión; 
 

8.2. sigue muy preocupado, no obstante, por las amenazas y la violencia 
contra los periodistas, demostradas recientemente en varios casos; 

 
8.3. acoge con gran satisfacción los esfuerzos que están realizando las 

autoridades montenegrinas para revisar el marco jurídico de los 
medios de comunicación en estrecha cooperación con el Consejo de 
Europa; 

 
8.4. lamenta los despidos en 2017 y 2018 de miembros de los Consejos 

de la Radiodifusión Pública Nacional (RTCG) y de la Agencia de 
Medios Electrónicos, por parte del parlamento a raíz de las 
investigaciones dirigidas por la Agencia para la Prevención de la 
Corrupción, que podrían considerarse injerencias políticas; 

 
8.5. expresa su especial preocupación por la tendencia de las entidades 

públicas a restringir el acceso a los documentos públicos, lo que 
contradice la aguda necesidad de transparencia en Montenegro y el 
acceso a la información para los medios de comunicación; la 
Asamblea reconoce plenamente que es necesario regular la libertad 
de expresión, pero subraya que este reglamento debe estar en 
consonancia con las normas europeas y que el concepto de “abuso 
del derecho a la información” no es apropiado. 
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9. En cuanto a los derechos de las minorías y la lucha contra la discriminación, 

la Asamblea: 
 
9.1. acoge con satisfacción la instrumentación del mecanismo para la 

prevención de la tortura en virtud del Protocolo Facultativo de la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes de las Naciones Unidas y el mecanismo de 
protección contra la discriminación en virtud de la Convención sobre 
la Eliminación de Todos Formas de discriminación racial. También 
observa que, para este último, en 2017 se aclararon las competencias 
del Protector de Derechos Humanos y Libertades (Defensor del 
Pueblo); 
 

9.2. acoge con satisfacción la aprobación en 2017 de la Ley de derechos 
y libertades de las minorías, que cumplió con cuatro de las cinco 
recomendaciones de la Comisión de Venecia; 

 
9.3. expresa su satisfacción por la opinión muy positiva sobre Montenegro 

del Comité Consultivo sobre el Convenio Marco para la protección de 
las minorías nacionales del Consejo de Europa en marzo de 2019 y 
pide a las autoridades montenegrinas que emprendan esfuerzos 
urgentes hacia los romaníes y egipcios mencionados en la opinión;  

 
9.4. felicita a Montenegro por dar un buen ejemplo para toda la región en 

lo que respecta al nivel de protección brindado a las personas LGBTI, 
aún cuando el parlamento no aprobó la ley que autoriza la unión de 
dos personas del mismo sexo en julio de 2019. 

 
10. En cuanto a la situación de los refugiados y las personas desplazadas 

internamente, la Asamblea toma nota de la opinión positiva del Comité 
Consultivo sobre los avances realizados por Montenegro para la solución de 
la cuestión de las personas desplazadas, en su mayoría romaníes y egipcios, 
que llegaron a Montenegro a finales de la década de 1990 y que casi han 
completado la regularización de su estatus legal. 
 

11. En cuanto a la Ley de Libertad de Religión o Creencias y del Estatus Legal 
de las Comunidades Religiosas (Ley de Libertad de Religión) aprobada en 
diciembre de 2019, la Asamblea:  
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11.1. enfatiza que la regulación de las comunidades religiosas es una 
cuestión de soberanía nacional, que debe ejercerse sin ninguna 
injerencia extranjera; 
 

11.2. lamenta que la parte de la Ley relacionada con “los derechos de 
propiedad” haya creado un clima muy divisivo, mientras que la 
mayoría de las disposiciones constituyen un avance genuino en 
comparación con el marco jurídico anterior, tal como afirmó la 
Comisión de Venecia en su opinión sobre el proyecto de ley;  

 
11.3. es plenamente consciente de las preocupaciones entendibles de los 

miembros de la Iglesia Ortodoxa Serbia, teniendo en cuenta la gran 
cantidad de posibles transferencias de propiedad de la Iglesia al 
Estado de Montenegro, sobre la base de que se trata de bienes de 
“patrimonio cultural”, que son posiblemente la mayoría de las 
edificaciones religiosas construidas antes de 1918; 

 
11.4. recibe con beneplácito el hecho de que el diálogo entre las autoridades 

montenegrinas y el Metropolitano de Montenegro y del litoral nunca se 
interrumpió y los invita a alcanzar a una solución que respete la 
democracia y el Estado de derecho, lo que implica respetar el proceso 
legislativo y utilizar los tribunales adecuados para defender los 
derechos legales de cada uno. 

 
12. En este contexto, la Asamblea resuelve continuar un diálogo de post-

seguimiento con Montenegro en las siguientes áreas: 
 

13. En lo que respecta a la independencia del poder judicial, la Asamblea 
supervisará de cerca: 

 
13.1. la instrumentación de la recomendación v. formulada en el marco de 

la Cuarta Ronda de Evaluación del GRECO y, en particular, la 
implementación del espíritu de los cambios constitucionales y 
legislativos relacionados con la limitación de dos mandatos para los 
presidentes de los tribunales; la aplicación de este criterio podría 
lograrse mediante una modificación del marco legal o de un cambio 
en las prácticas iniciadas por el propio sistema judicial; 
 

13.2. que se respete la transparencia en los procesos de selección y 
nombramiento de los magistrados;  
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13.3. que se mejore la aplicación del código de ética y de responsabilidad 
disciplinaria de los magistrados.  

 
14. En cuanto a la confianza en el proceso electoral, la Asamblea monitoreará 

los avances en: 
 
14.1. la celebración de elecciones generales de acuerdo con las 

recomendaciones de la Comisión de Venecia y de la Oficina de 
Instituciones Democráticas y Derechos Humanos de la OSCE 
(OIDDH), a pesar de la ausencia de un marco legal revisado antes de 
las elecciones; 
 

14.2. el reinicio, justo después de las elecciones, de un proceso integral e 
inclusivo para la reforma del marco electoral, acorde con las 
recomendaciones de la OSCE/OIDDH y de la Comisión de Venecia, y 
acorde con las recomendaciones del Congreso de Autoridades 
Locales y Regionales, especialmente en relación con la celebración 
de elecciones locales en un solo día y al menos en un plazo de seis 
meses de las elecciones parlamentarias. 

 
15. En cuanto a la lucha contra la corrupción, la Asamblea hará un seguimiento 

de los avances: 
 
15.1. para remediar las lagunas del sistema de justicia penal que lo hacen 

parecer generalmente indulgente;   
 

15.2. para abordar los riesgos, señalados tanto por la Comisión de Venecia 
como por la Comisión Europea, sobre un control de facto del poder 
ejecutivo en las investigaciones dirigidas por la Unidad Especial de la 
Policía bajo la supervisión de la Oficina Especial de la Fiscalía, dado 
el vínculo jerárquico entre los miembros de la Unidad antes 
mencionada, incluido su jefe, y la Dirección de la Policía;  

 
15.3. para consolidar los primeros resultados obtenidos en la lucha contra 

la corrupción y el crimen organizado. 
 

16. En cuanto a la situación de los medios de comunicación, la Asamblea seguirá 
de cerca los avances:  
 
16.1. para poner un fin definitivo al clima de impunidad en torno a los 

ataques contra los periodistas, al continuar abordando directamente 
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este problema, pero también al imponer la transparencia en los casos 
en los que las autoridades competentes no investigaron 
adecuadamente y en tiempo oportuno; 
 

16.2. para abstenerse de restringir el acceso a la información; 
 
16.3. para revisar los mecanismos que actualmente están abordando las 

injerencias políticas en los medios de comunicación, incluida la 
composición de los consejos de administración de RTCG y de la 
Agencia de Medios Electrónicos. 

 
17. En cuanto a la Ley de Libertad de Religión, la Asamblea supervisará 

atentamente si: 
 
17.1. la instrumentación de la Ley de Libertad de Religión respeta las 

normas europeas y, en particular, el artículo 1 del Protocolo 1 del 
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales (ETS No. 5), así como las 
recomendaciones de la Comisión de Venecia, especialmente cuando 
se trate de los elementos de prueba que pueden usarse para probar 
los derechos de propiedad; 
 

17.2. la transferencia de propiedad no tendrá repercusiones en el uso que 
de ésta hace la comunidad religiosa. 

 
18. La Asamblea resuelve evaluar los avances logrados en las áreas antes 

mencionadas después de la celebración de las elecciones generales en 
2020. 
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Doc. 15252 
31 de marzo de 2021 
 
VISIÓN DE LA ASAMBLEA DE LAS PRIORIDADES ESTRATÉGICAS PARA EL 
CONSEJO DE EUROPA 
 
Informe14 
Comisión de Asuntos Políticos y Democracia 
Relator: Sr. Tiny KOX, Países Bajos, Grupo de la Izquierda Unificada Europea 
 
 
Resumen 
 
El objetivo del informe es contribuir a la reflexión en curso sobre las prioridades 
estratégicas para los próximos años para el Consejo de Europa. Ofrece la 
oportunidad de reiterar las opiniones de la Asamblea Parlamentaria, como órgano 
estatutario y fuerza impulsora de la Organización, sobre cuestiones prioritarias que 
considera de importancia estratégica para el Consejo de Europa. 
 
El informe señala que la prioridad general del Consejo de Europa es seguir siendo 
el garante de los derechos humanos y el Estado de Derecho, la independencia de 
la justicia, el pilar de la seguridad democrática, proporcionar una plataforma única 
para la cooperación multilateral en Europa y preservar y reafirmar su propia 
identidad como foro independiente para un diálogo político y una cooperación 
amplios e inclusivos. El sólido marco jurídico previsto por el Consejo de Europa debe 
aplicarse eficazmente, incluida la ejecución de las sentencias del Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, y reforzar el papel de la Asamblea a este respecto. Acoge 
con satisfacción el enfoque estratégico de cuatro años presentado por el Secretario 
General, pero subraya la necesidad de una flexibilidad suficiente y los recursos 
necesarios para hacer frente a los desafíos futuros imprevistos. 
 

A. Proyecto de resolución15 
 

1. El objetivo del Consejo de Europa es "lograr una mayor unidad entre sus 
miembros con el fin de salvaguardar y realizar los ideales y principios que 
son su patrimonio común y facilitar su progreso económico y social" (artículo 
1.a) del Estatuto de 1949 del Consejo de Europa, ETS Nº 1). 

 

 
14 Referencia a la comisión: Buró de decisión, Referencia 4562 del 19 de marzo de 2021. 
15 Proyecto de resolución adoptado por la comisión de manera unánime el 30 de marzo de 2021.  
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2. En el transcurso de siete décadas, el Consejo de Europa se ha convertido en 
la mayor organización europea basada en tratados, en la que están 
representados todos los Estados europeos (excepto Belarús y la Santa 
Sede). Todos los Estados miembros se han comprometido con el Convenio 
Europeo de Derechos Humanos (ETS Nº 5, "el Convenio"), contribuyendo así 
a una mayor unidad tal como se formula en el artículo 1 del Estatuto. Durante 
las últimas siete décadas se han celebrado más de 220 convenios del 
Consejo de Europa en el ámbito de aplicación del artículo 1 del Estatuto, en 
beneficio de los Estados miembros y de los ciudadanos, incluida la Carta 
Social Europea (ETS Nº 35). Este sistema convencional único jurídicamente 
vinculante debe promoverse y mejorarse aún más como la mejor base del 
orden jurídico público democrático en Europa, ahora y en el futuro. Se creó 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos "para garantizar el cumplimiento 
de las contrataciones emprendidas por las Altas Partes Contratantes en el 
Convenio y los Protocolos de la Convención" (artículo 19 del Convenio) y se 
han establecido otros mecanismos para supervisar la aplicación de los 
compromisos de éstos, así como para identificar esferas prioritarias de 
acción. 

 
3. Todos los Estados miembros están obligados a estar representados tanto en 

los órganos estatutarios de la Organización -la Comisión de Ministros como 
en la Asamblea Parlamentaria- para debatir "cuestiones de interés común" y 
desarrollar "acuerdos y acciones comunes" en la realización del objetivo de 
la Organización, tal como se formula en el artículo 1 del Estatuto. En 
consecuencia, la Asamblea considera que su deber es contribuir a la reflexión 
en curso sobre las prioridades estratégicas para los próximos años para el 
Consejo de Europa, a fin de permitirle desempeñar plenamente su papel 
estatutario y utilizar el potencial de la organización más antigua y más grande 
de Europa basada en tratados. 

 
4. La Asamblea se refiere a su trabajo reciente relevante: en particular la 

Resolución 2277 (2019) "Papel y Misión de la Asamblea Parlamentaria: 
principales desafíos para el futuro", Resolución 2186 (2017) "Convocatoria a 
una cumbre del Consejo de Europa para reafirmar la unidad europea y 
defender y promover la seguridad democrática en Europa", y la 
Recomendación 2114 (2017) "Defensa del acervo del Consejo de Europa: 
preservar 65 años de cooperación intergubernamental exitosa", basada en 
una amplia consulta con las delegaciones nacionales y en la que se identificó 
a la Asamblea, en particular, así como al Consejo de Europa en general. 
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5. La Asamblea también toma en cuenta las orientaciones políticas de los Jefes 
de Estado y de Gobierno en la 3ª Cumbre (Varsovia, mayo de 2005), las 
decisiones políticas del Comité de Ministros en su 129º período de sesiones 
en Helsinki (mayo de 2019) y la Declaración de Atenas de la Presidencia del 
Comité de Ministros (noviembre de 2020). 

 
6. La Asamblea acoge con particular satisfacción el compromiso reafirmado con 

la unidad en Europa y con una mayor solidaridad entre las naciones, así 
como el compromiso inquebrantable con los principios del Estado de Derecho 
y el disfrute por todas las personas dentro de la jurisdicción de los Estados 
miembros de los derechos humanos y las libertades fundamentales, como se 
indica en la Declaración de Atenas. 

 
7. La prioridad general del Consejo de Europa es seguir siendo el pilar de la 

seguridad democrática, el garante de los derechos humanos y el Estado de 
Derecho, así como la plataforma para un multilateralismo eficaz en Europa y 
preservar y reafirmar su propia identidad como foro independiente para un 
diálogo y cooperación política amplio e inclusivo. Debería seguir 
desarrollando una cooperación eficaz y sostenible con otras organizaciones 
multilaterales, tanto en Europa como a nivel mundial, reforzando así el papel 
del Consejo de Europa como piedra angular de la arquitectura política 
europea. 

 
8. Los derechos humanos deben permanecer en el núcleo mismo del marco 

estratégico del Consejo de Europa con la aplicación del Convenio en todos 
los Estados miembros como máxima prioridad. Para apoyar a los Estados 
miembros a que lo hagan, la Organización debe priorizar sus programas de 
ejecución y reunir experiencias y prácticas prometedoras. La autoridad del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos debe ser confirmada por todos los 
Estados miembros y por el Consejo de Europa en su conjunto, su eficacia 
debe mejorarse aún más, en particular mejorando la ejecución de sus 
sentencias por todos los Estados miembros. Esto es particularmente vital en 
tiempos de crisis, como las pandemias. 

 
9. La adhesión de la Unión Europea al Convenio es una prioridad estratégica. 

Reforzará la credibilidad de la Unión Europea y la pertinencia del Consejo de 
Europa y del Convenio para todos sus ciudadanos y sus Estados miembros. 

 
10. Haciéndose eco de las decisiones del período de sesiones del Comité de 

Ministros en Helsinki en mayo de 2019, la Asamblea destaca la necesidad de 
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poner un mayor énfasis en la protección de los derechos sociales y 
económicos en la labor del Consejo de Europa. 

 
11. La Asamblea se une además al Comité de Ministros para pedir a los Estados 

miembros que aún no lo hayan hecho que consideren la posibilidad de firmar 
y/o ratificar la Carta Social Europea Revisada (ETS Nº 163) y su Protocolo 
Adicional por el que se prevé un Sistema de Reclamaciones Colectivas 
(RCDE Nº 158). También considera de gran importancia promover la 
adhesión de la Unión Europea al sistema de la Carta Social Europea. 

 
12. El Consejo de Europa debe priorizar el logro de una verdadera igualdad, 

inclusión y respeto de la dignidad humana. Debe seguir defendiendo la 
igualdad y eliminar la discriminación por cualquier motivo. Posee normas y 
herramientas innovadoras para hacerlo, en particular a través del Convenio 
del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
las mujeres y la violencia doméstica (CETS Nº 210) -la norma oro-, el 
Convenio del Consejo de Europa sobre la acción contra la trata de seres 
humanos (CETS Nº 197), sus normas en el ámbito de la no discriminación, 
incluidas las minorías, combinadas con órganos de control independientes y 
comités de expertos multidisciplinarios para traducir estas normas en 
políticas nacionales. La posición de la Organización como líder único en este 
ámbito a nivel mundial debe reforzarse aún más. A este respecto, la 
Asamblea lamenta profundamente cualquier intento de debilitar el marco 
internacional de protección de los derechos humanos puesto en marcha por 
los convenios del Consejo de Europa. 

 
13. El papel de la Organización en la construcción de una Europa para y con los 

niños debe reforzarse, en particular garantizando el mejor interés del niño, y 
con especial atención a proporcionar a todos nuestros niños una vida libre de 
violencia, en particular a través del Convenio del Consejo de Europa de 
protección de los niños contra la explotación sexual y el abuso sexual (CETS 
Nº 201). 

 
14. El Consejo de Europa tiene que hacer frente a las amenazas existentes y 

emergentes a las sociedades democráticas y a la seguridad democrática, 
promoviendo una visión contemporánea y holística de los derechos 
humanos, incluidos los derechos de nueva generación, como el derecho a un 
medio ambiente seguro, saludable y sostenible, y evaluando el impacto de la 
relación inherente entre los derechos humanos y el desarrollo. Como norma 
internacional reconocida en el ámbito de la protección de los derechos 
humanos, el Consejo de Europa debería centrarse en elaborar respuestas 
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comunes y establecer nuevas normas para proteger los derechos humanos 
frente a los nuevos y cambiantes desafíos. 

 
15. Es necesario responder con firmeza a los desafíos a la libertad de expresión 

y a la libertad de reunión, ya que sin ese diálogo significativo, incluso con 
aquellos que no están de acuerdo, no es posible. 

 
16. En este contexto, la Asamblea subraya la importancia estratégica de 

proporcionar respuestas adecuadas a los desafíos relacionados con la 
aparición de nuevas tecnologías, en particular la inteligencia artificial (IA), a 
fin de mejorar su contribución al progreso en nuestras sociedades, pero 
también para prevenir el impacto potencial negativo y amplificador que su 
uso puede tener en los derechos humanos, el Estado de Derecho y la 
democracia. Se refiere a sus resoluciones y recomendaciones pertinentes 
adoptadas en octubre de 2020 – Resolución 2341 (2020) y Recomendación 
2181 (2020) "Necesidad de gobernanza democrática de la inteligencia 
artificial"; Resolución 2342 (2020) y Recomendación 2182 (2020) "Justicia 
por algoritmo – El papel de la inteligencia artificial en los sistemas policiales 
y de justicia penal"; Resolución 2343 (2020) y Recomendación 2183 (2020) 
"Prevención de la discriminación causada por el uso de la inteligencia 
artificial"; Resolución 2344 (2020) y Recomendación 2184 (2020) "La interfaz 
cerebro-computadora: ¿nuevos derechos o nuevas amenazas a las 
libertades fundamentales?"; Recomendación 2185 (2020) "Inteligencia 
artificial en la atención de la salud: desafíos médicos, jurídicos y éticos por 
delante"; Resolución 2345 (2020) y Recomendación 2186 (2020) 
"Inteligencia artificial y mercados laborales: amigo o enemigo?"; Resolución 
2346 (2020) y Recomendación 2187 (2020) "Aspectos jurídicos de los 
vehículos "autónomos"; y reitera su opinión de que el Consejo de Europa está 
en una posición estratégica para proporcionar la orientación y el apoyo 
necesarios, en estrecha cooperación con otras instituciones y organizaciones 
europeas e internacionales, para la creación de un marco normativo mundial 
para la IA. 

 
17. La Asamblea es consciente de la amenaza a los principios democráticos del 

Consejo de Europa planteados por las empresas mundiales de tecnologías 
de la información, que a menudo descuidan el derecho de los ciudadanos a 
acceder y difundir información jurídica en favor de sus políticas de mercado, 
y expresa su disposición a debatir mecanismos convencionales para 
contrarrestar esos enfoques. 
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18. La Asamblea apoya la conclusión en la Declaración de Atenas de que la vida 
y el bienestar en nuestro planeta están supeditados a la capacidad colectiva 
de la humanidad para garantizar tanto los derechos humanos como un 
entorno saludable para las generaciones futuras. Acoge con beneplácito la 
firma del Acuerdo de las Partes de París de 2015 de la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático por los 47 Estados Miembros, 
comprometiéndose así a fortalecer la respuesta mundial a la amenaza del 
cambio climático que pone en riesgo el ejercicio de los derechos humanos. 
Considera de gran importancia trabajar hacia nuevos instrumentos jurídicos 
destinados a garantizar el derecho a un medio ambiente seguro, saludable y 
sostenible para las generaciones presentes y futuras, y convertirlo en una 
obligación legal. 

 
19. La Asamblea reitera además su firme apoyo a la consecución de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), tal como se establecen en la 
Agenda de las Naciones Unidas para el Desarrollo Sostenible para 2030, y 
acoge con satisfacción la importante contribución del Consejo de Europa a 
tal fin, incluso por parte de la Asamblea y los parlamentos nacionales. 
Refiriéndose a sus textos pertinentes: Resolución 2271 (2019) y 
Recomendación 2150 (2019) "Fortalecimiento de la cooperación con las 
Naciones Unidas en la aplicación de la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible" y la Resolución 2272 (2019) "Aplicación de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible: sinergia necesaria por parte de todas las partes 
interesadas, de los parlamentos a las autoridades locales" – señala la 
necesidad de que las Naciones Unidas y el Consejo de Europa mejoren su 
cooperación , dentro de sus respectivos mandatos, acelerar el ritmo de 
aplicación de los ODS hacia el cumplimiento del Programa 2030. 

 
20. La Asamblea comparte plenamente la prioridad de la Presidencia alemana 

del Comité de Ministros en lo que respecta a la necesidad de acercar la 
Organización al pueblo. En este contexto, apoya firmemente la decisión del 
Comité de Ministros de examinar nuevas opciones para reforzar el papel y la 
participación significativa de las organizaciones de la sociedad civil, así como 
de las instituciones nacionales de derechos humanos, en la Organización. 
También cree que se debe hacer hincapié específicamente en participar de 
manera significativa con los jóvenes y los niños. 

 
21. El Consejo de Europa también debe seguir manteniendo en su agenda 

estratégica la búsqueda de respuestas comunes a los problemas sociales 
que desafían el Estado de Derecho, en particular la corrupción, el blanqueo 
de capitales, el terrorismo y el extremismo violento, mediante la aplicación 
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efectiva de los instrumentos y mecanismos jurídicos pertinentes o 
estableciendo otros nuevos, en su caso. Además, la Asamblea insiste en la 
necesidad de garantizar una protección adecuada de los parlamentarios y 
periodistas. 

 
22. La Asamblea reitera su llamado, respaldado por el Comité de Ministros de 

Helsinki (mayo de 2019), para una coordinación más fuerte y estructurada 
entre las actividades de seguimiento de la Asamblea, el Comité de Ministros, 
el Secretario General y el Comisionado para los Derechos Humanos, así 
como de los diversos órganos y mecanismos especializados de supervisión 
y asesoramiento de la Organización, sin perjuicio de su independencia. En 
términos más generales, considera que vale la pena considerar formas de 
coordinar actividades de supervisión más eficientes con otras organizaciones 
internacionales, incluidas las Naciones Unidas, a fin de lograr una mayor 
sinergia, evitar duplicidades innecesarias y aliviar la carga de presentación 
de informes para los Estados Miembros. Está dispuesta a entablar un diálogo 
institucional constructivo sobre este asunto y evaluará sus propias 
actividades de seguimiento. 

 
23. La Asamblea destaca la importancia de consolidar el papel del Consejo de 

Europa como pilar del orden regional cooperativo en Europa, promover la 
divulgación de sus instrumentos jurídicos más allá de las fronteras europeas 
y mejorar las asociaciones con los Estados y las organizaciones tanto en la 
vecindad geográfica como en la proximidad política. 

 
24. El papel de la Asamblea en la promoción de los convenios clave del Consejo 

de Europa y los valores fundamentales de la Organización debe reconocerse 
y reforzarse aún más. 

 
25. La Asamblea considera que es una prioridad estratégica llevar a cabo su 

labor de forma independiente pero, en la medida de lo posible, en 
complementariedad efectiva con las actividades del Comité de Ministros y la 
parte intergubernamental de la Organización, aumentar el impacto de la 
acción de los demás. El desarrollo de un "diálogo a tres bandas" regular, 
significativo y eficaz entre el Comité de Ministros, el Secretario General y la 
Asamblea debe considerarse como un medio para garantizar la pertinencia 
estratégica de la Organización. Las recomendaciones de la Asamblea al 
Comité de Ministros deben abordarse de manera transparente y significativa. 

 
26. La Asamblea subraya la importancia del nuevo procedimiento conjunto 

complementario, que adoptó en enero de 2021, que permite a los órganos 
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estatutarios del Consejo de Europa, actuar conjuntamente en caso de 
infracción flagrante por parte de un Estado miembro de sus obligaciones en 
virtud del Estatuto. 

 
27. La Asamblea considera necesario hacer más visible el significado de la 

adhesión al Consejo de Europa, tanto en términos de ventajas tanto para un 
Estado miembro determinado como para todos sus ciudadanos, como para 
las obligaciones de todos los Estados miembros. Proteger y promover el 
Estado de Derecho, los derechos humanos y la democracia es claramente 
en beneficio de todos los Estados miembros y de todos sus ciudadanos. 

 
28. La Asamblea reitera su llamado a los gobiernos de los Estados miembros 

para que consideren todas las opciones para garantizar la sostenibilidad 
financiera de la Organización a fin de que pueda seguir siendo plenamente 
eficaz y políticamente pertinente. Acoge con satisfacción el compromiso de 
los Estados miembros de una política de "crecimiento real cero" para el bienio 
actual, incluso si esto no implica un "crecimiento", pero reitera su posición de 
larga data de que los Estados miembros deben invertir más en seguridad 
democrática, tal como lo encarna el Consejo de Europa, y, por lo tanto, 
garantizar una mejor financiación de la misma. 

 
29. La Asamblea expresa su apoyo a una perspectiva estratégica de cuatro años 

orientada al futuro, tal como propone el Secretario General del Consejo de 
Europa, que debería permitir un enfoque prospectivo en la programación de 
las actividades de la Organización, al tiempo que proporciona la flexibilidad 
necesaria para adaptarse a los nuevos desafíos emergentes. 

 
30. La Asamblea decide continuar su reflexión estratégica sobre el futuro del 

Consejo de Europa y las formas de aumentar aún más su relevancia política 
y su posición prominente como institución política europea líder. 

 
B. Proyecto de Recomendación16 

 
1. La Asamblea Parlamentaria considera su deber contribuir a la reflexión en 

curso sobre las prioridades estratégicas para los próximos años para el 
Consejo de Europa, a fin de permitirle desempeñar plenamente su papel 
estatutario y ayudar a utilizar el potencial de la organización más antigua y 
más grande de Europa basada en tratados, tal como se formula en el 
Estatuto. 

 
 

16 Proyecto de recomendación adoptado de manera unánime por la comisión el 30 de marzo de 2021. 
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2. A tal fin, la Asamblea pide al Comité de Ministros que tenga en cuenta, en 
sus debates en vísperas del próximo período de sesiones ministeriales de 
mayo de 2021, las opiniones contenidas en la Resolución ... (2021) "La visión 
de la Asamblea sobre las prioridades estratégicas del Consejo de Europa". 

 
3. La Asamblea continuará su reflexión estratégica sobre el futuro del Consejo 

de Europa y las formas de aumentar aún más su relevancia política, 
preservar y reafirmar su propia identidad como foro independiente para un 
diálogo y cooperación político amplio e inclusivo, y garantizar que siga siendo 
el pilar de la seguridad democrática y el multilateralismo exitoso y eficaz en 
Europa, así como una piedra angular de la arquitectura política europea. Está 
dispuesta a entablar un diálogo institucional constructivo con el Comité de 
Ministros sobre este asunto. 
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Doc. 15251 
30 de marzo de 2021 
 
LUCHA CONTRA LA INJUSTICIA FISCAL: EL TRABAJO DE LA OCDE SOBRE 
LA FISCALIDAD DE LA ECONOMÍA DIGITAL 
 
Informe17 
Comisión de Asuntos Políticos y Democracia  
Relator: Sr. Georgios Katrougalos, Grecia, Grupo de la Izquierda Europea Unificada 
 
Resumen  
 
La Comisión de Asuntos Políticos y Democracia subraya que la tributación, cuando 
es justa y redistributiva, es a la vez una herramienta esencial para que los gobiernos 
recauden los fondos necesarios para el buen funcionamiento de los servicios 
públicos y un ancla fundamental para la democracia. 
 
Las frecuentes revelaciones de planificación fiscal agresiva, elusión fiscal y 
prácticas como el traslado artificial de los beneficios, combinadas con el deterioro 
de las finanzas públicas desde la crisis mundial de 2008 y exacerbadas por la 
pandemia de COVID-19 han hecho que sea necesario contar con respuestas 
políticas coordinadas a nivel internacional para abordar la injusticia fiscal de manera 
más urgente que nunca.   
 
De acuerdo con el informe, el auge la economía digital, que implica que la mayor 
parte del valor se crea por medio de plataformas virtuales y apátridas, administradas 
por gigantes tecnológicos, exige un replanteamiento del modelo tradicional de 
distribución de la base impositiva internacional alejado del concepto de 
“establecimiento permanente” que lo sustenta desde la década de 1920. 
 
La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 
desempeña una función clave en este campo y su trabajo relativo al Marco Inclusivo 
sobre Erosión de la Base Impositiva y el Traslado de Beneficios (BEPS, por sus 
siglas en inglés) es fundamental para alcanzar un consenso global sobre cómo 
hacer que el sistema tributario internacional sea más justo y estable.  
 
  

 
17 Relativo a la Comisión con el Doc. 14976 de la Resolución 4477 del 29 de noviembre de 2019. 
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Contenidos   

A. Proyecto de Resolución   
B. Exposición de motivos del Sr. Georgios Katrougalos, 

ponente  

1. Introducción   
2. La OCDE y la fiscalidad de la economía digital  
3. Pilar uno: un enfoque unificado y un nuevo derecho tributario  

3.1. Comparación del enfoque unificado del primer pilar con 
iniciativas europeas similares  

3.2. Desarrollos recientes en el Pilar uno  
4. Pilar dos: una tasa impositiva mínima  
5. Camino a seguir   
6. Las consecuencias de la pandemia de COVID-19 y el trabajo 

relevante de la OCDE  

7. Observaciones finales   
 

A. Proyecto de resolución18 
 

1. La Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, ampliada para incluir a 
las delegaciones de los parlamentos nacionales de los Estados miembros de 
la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) que 
no son miembros del Consejo de Europa y una delegación del Parlamento 
Europeo, subraya que la capacidad de los gobiernos para recaudar fondos 
por medio de los impuestos necesarios para el financiamiento de los servicios 
públicos es un ancla fundamental para la democracia.  
 

2. La digitalización de la economía y el surgimiento de los gigantes tecnológicos 
(incluidos GAFA, es decir, Google, Amazon, Facebook, Apple), la 
planificación fiscal agresiva, la elusión fiscal y las prácticas de transferencia 
artificial de beneficios, adoptadas por numerosas corporaciones 
multinacionales, la mayor conciencia del público en general sobre estas 
prácticas y el empeoramiento de las finanzas públicas causado por la crisis 
económica mundial de 2008 y la pandemia de COVID-19 han hecho que la 
necesidad de respuestas políticas coordinadas internacionalmente sea más 
urgente que nunca.  

 
3. Si bien la mayor parte del valor en la economía digital se crea por medio de 

plataformas virtuales y apátridas, la Asamblea Ampliada considera que es 
necesario que los Estados cuenten con una base imponible más amplia 
nuevamente para cubrir sus necesidades de financiamiento público, en 
particular alejándose del concepto de “establecimiento permanente” que 

 
18 Proyecto de resolución adoptado por la Comisión el 30 de marzo de 2021.  
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sustenta el modelo tradicional de distribución de la base imponible 
internacional. 

 
4. La Asamblea Ampliada acoge con agrado el trabajo de la OCDE relativo al 

Marco Inclusivo sobre la Erosión de la Base Impositiva y el Traslado de 
Beneficios (BEPS, por sus siglas en inglés). Señala que la primera de las 
muchas acciones del Marco Inclusivo se refiere a las respuestas políticas 
para los desafíos fiscales que surgen de la economía digital, y respalda el 
desglose de las propuestas de políticas en dos pilares: el primer pilar aborda 
las cuestiones más amplias de la tributación de la economía digital y se 
centra en cómo se determinan los derechos tributarios (es decir, los nexos) 
y cómo se asignan las ganancias imponibles entre las jurisdicciones. El 
segundo pilar aborda las cuestiones restantes de la BEPS relacionadas con 
la planificación fiscal, mediante el establecimiento de un impuesto mínimo 
global. 

 
5. Acoge con satisfacción el papel instrumental de la OCDE en este contexto y 

los progresos realizados en el trabajo sobre el Pilar 1 y la adopción de una 
declaración conjunta en la que se esboza el marco general de los debates 
sobre los dos pilares. Alienta a los Estados participantes a continuar este 
trabajo con miras a lograr un acuerdo consensuado sobre ambos pilares.  

  
6. La Asamblea Ampliada destaca que el multilateralismo, siempre que sea 

realmente inclusivo, es el mejor medio para lograr resultados tangibles. 
Considera que lograr un consenso a nivel internacional es la mejor manera 
de reformar el sistema tributario internacional, restaurar la estabilidad del 
marco tributario internacional y evitar el riesgo de nuevas medidas tributarias 
unilaterales no coordinadas que podrían desencadenar en sanciones 
comerciales.  

 
7. Para garantizar una tributación justa de las ganancias corporativas globales, 

la Asamblea Ampliada insta a la OCDE y a los Estados miembros a: 
 
7.1. apoyar y promover aún más el Marco Inclusivo sobre la Erosión de la 

Base Impositiva y el Traslado de Beneficios (BEPS, por sus siglas en 
inglés) para alcanzar un acuerdo basado en el consenso que incluya los 
Pilares 1 y 2 dentro de los plazos previstos. 

7.2. facilitar la aplicación del instrumento multilateral acordado a los 
tratados fiscales existentes. 

7.3. evitar y revertir una carrera hacia el fondo de los sistemas tributarios 
nacionales, que podría socavar la capacidad financiera legítima de los 
gobiernos para mantener unas finanzas públicas saneadas y servicios 
sociales de alta calidad para todos. 

7.4. adoptar normas sobre transparencia e intercambio automático de 
información con fines fiscales entre todos los países a fin de garantizar la 
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equidad fiscal y el cumplimiento tanto por parte de las personas morales 
como de las personas físicas. 

7.5. desarrollar reglas de divulgación obligatorias con respecto a 
transacciones, acuerdos o estructuras agresivas o abusivas. 

7.6. proponer medidas para contrarrestar las prácticas fiscales nocivas de 
manera más eficaz, con prioridad en la mejora de la transparencia, 
incluido el intercambio espontáneo obligatorio de resoluciones relativas a 
los regímenes preferenciales (resoluciones fiscales) y la exigencia de una 
actividad sustancial para el otorgamiento de cualquier régimen 
preferencial. 

7.7. promover la coherencia internacional en la tributación de las ganancias 
corporativas, de modo que el diseño de la política tributaria cuente con 
mejor información por la creciente interconexión de las economías y las 
brechas que pueden crearse por las interacciones entre las leyes 
tributarias nacionales. 

7.8. hacer más para tener en cuenta las necesidades e intereses de los 
países en desarrollo en el diseño de un nuevo sistema fiscal internacional 
posterior al de la BEPS.  

 
B. Exposición de motivos del Sr. Georgios Katrougalos, ponente 

 
1. Introducción  
 
1. El último informe de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, 

ampliado para incluir las delegaciones de los parlamentos nacionales de los 
Estados miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) que no son miembros del Consejo de Europa y del 
Parlamento Europeo (Asamblea Ampliada) data de octubre de 2017 y cubre 
las actividades de la OCDE para el período 2016-2017 (ver Resolución 2181 
(2017)). 
 

2. Tras la reunión entre el ex presidente de la Asamblea, el Sr. Michele Nicoletti, 
y el Secretario General de la OCDE, el Sr. Ángel Gurría, en febrero de 2018, 
y tras los contactos entre las respectivas Secretarías, se acordó en enero de 
2019, un enfoque renovado de las relaciones entre la Asamblea y la OCDE 
con el objetivo de alcanzar una relación institucional más sólida y eficiente, 
agilizando los procedimientos y haciendo un mejor uso de las fortalezas de 
ambas Organizaciones.   
 

3. En línea con este acuerdo19, cada dos años se llevan a cabo 3 debates de la 
Asamblea Ampliada sobre las actividades de la OCDE, basados en un 

 
19 Véase AS / Pol (2019) 04, desclasificado el 24 de enero de 2019. 
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informe presentado por la Comisión de Asuntos Políticos y Democracia, con 
la participación de delegaciones de los parlamentos nacionales de los 
Estados miembros de la OCDE que no son miembros del Consejo de Europa, 
del Parlamento Europeo y de la Secretaría General de la OCDE. Los informes 
se centrarán en temas específicos que serán definidos por el Relator en 
colaboración con la OCDE. Durante el mismo año, se organizará un 
intercambio de opiniones con expertos de la OCDE como parte de la agenda 
de la Comisión, en el contexto de la preparación del informe de la Comisión 
sobre las actividades de la misma.    
 

4. Durante el año en que no haya un debate en la Asamblea Ampliada sobre 
las actividades de la OCDE, una delegación de la Asamblea, posiblemente 
encabezada por el Presidente de la Asamblea o el Presidente de la Comisión 
de Asuntos Políticos y Democracia, participa como socio institucional de la 
Red Parlamentaria Global de la OCDE. Durante el mismo año, la Comisión 
de Asuntos Políticos y Democracia celebra, en principio, una reunión en la 
Sede de la OCDE, con el objetivo de intercambiar opiniones con expertos de 
la OCDE. 
 

5. Como resultado, una delegación de la Asamblea, encabezada por la ex 
Presidenta de la Asamblea, la Sra. Liliane Maury Pasquier, participó en la 
Red Parlamentaria Global de la OCDE en octubre de 2019, por primera vez 
como socio institucional. 
 

6. A raíz de una propuesta de resolución acordada por la Comisión de 
conformidad con las nuevas modalidades, en enero de 2020 fui nombrado 
ponente del presente informe. 
 

7. En cuanto al alcance del informe, me propongo centrarme en un tema de 
actualidad en el que la OCDE ha estado trabajando durante los últimos años 
y que es de particular relevancia política en todos los Estados miembros del 
Consejo de Europa: los desafíos que plantean las pruebas de injusticia fiscal 
en el curso de la actual crisis económica y de empleo, especialmente la 
tributación de la economía digital, como parte del trabajo en curso de la 
OCDE sobre la Erosión de la Base Imponible y el Traslado de Beneficios 
(BEPS, por sus siglas en inglés). También incluiré un capítulo relacionado 
con el trabajo reciente de la OCDE sobre respuestas de política tributaria a 
la pandemia de COVID-19,20 que incluye su base de datos21 sobre medidas 

 
20 “Política tributaria y fiscal en respuesta a la crisis del coronavirus: fortalecimiento de la confianza 
y la resiliencia”. 
21 www.oecd.org/tax/tax-policy/covid-19-tax-policy-and-other-measures.xlsm. 
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instrumentadas por los gobiernos en respuesta a la crisis, la cual proporciona 
una orientación útil a los gobiernos y parlamentos de los Estados miembros.  
 

8. La capacidad de los gobiernos para recaudar fondos por medio de los 
impuestos necesarios para la financiación de los servicios públicos es un 
ancla fundamental para la democracia. Cuando las estrategias de elusión 
fiscal de empresas e individuos socavan la capacidad de financiación 
legítima de los gobiernos, los fundamentos de la democracia, la justicia y la 
equidad se ven amenazados.22 En el marco de las actividades de la OCDE, 
la Asamblea Ampliada ya reconoció la importancia de abordar las 
inequidades sociales e instrumentar medidas adecuadas para paliar los 
problemas de empleo, como parte del logro de un crecimiento sostenible e 
inclusivo, que ayuden a restablecer la confianza en nuestro sistema de 
gobernanza.23 También me refiero a una serie de informes relevantes 
preparados por la Comisión de Asuntos Sociales, Salud y Desarrollo 
Sostenible sobre paraísos fiscales; sobre impuestos sobre transacciones 
financieras; los papeles de Panamá (Panama papers); y más recientemente 
en la economía de plataformas.24  
 

9. Varios estudios proporcionan evidencia de competencia entre países para 
reducir la tasa del impuesto sobre la renta de las empresas, lo que podría 
resultar en una carrera a la baja: en 1980, las tasas de impuestos 
corporativos en todo el mundo promediaban el 40.38% y el 46.67% 
ponderadas por el PIB, mientras que en 2019 el promedio era del 24.18% y 
26.30 ponderadas por el PIB. Los paraísos fiscales y otras prácticas de 
evasión fiscal, como el uso artificial de sociedades extraterritoriales, socavan 
los ingresos públicos y contribuyen a la percepción por parte de los 
ciudadanos de la existencia de la injusticia en el sistema fiscal.25 Sin 
embargo, el diseño de políticas fiscales por parte de los gobiernos y los 
parlamentos también puede generar señales contradictorias sobre la 
fiscalidad, que a veces se utilizan como incentivo y, por lo tanto, los 
planificadores y evasores fiscales abusan de ellas.  
 

 
22 Resolución 1951 (2013), “Las actividades de la Organización de Cooperación y Desarrollo 
Económicos (OCDE) en 2012-2013”, párr. 2. 
23 Ibid., párr. 9. 
24 Resolución 1881 (2012), Resolución 1905 (2012), Resolución 2130 (2016) y Resolución 2312 
(2019). 
25 La riqueza extraterritorial mundial se estima en 7.8 billones de dólares estadounidenses en 2016 
(7.5 billones de euros) que equivale al 10.4% del PIB mundial. La participación de la Unión Europea 
está valorada en 1.6 billones de dólares (1.5 billones de euros), que equivale al 9.7% del PIB de la 
UE. Véase Comisión Europea, “Estimación de la evasión fiscal internacional por personas”, Taxation 
Papers, Documento de trabajo núm. 76 (2019).   
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10. A medida que el mundo se ha vuelto más interconectado y digital en las 
últimas décadas, un creciente conjunto de evidencia ha demostrado que 
muchas empresas multinacionales han adoptado prácticas agresivas de 
planificación y elusión fiscales, lo que hace que la coordinación internacional 
sea de suma importancia para preparar una respuesta contra la erosión de 
las bases impositivas y la caída de los ingresos fiscales. De acuerdo con 
algunas estimaciones, cerca del 40% de los beneficios de las multinacionales 
se destinan a paraísos fiscales, siendo los países europeos los más 
afectados.26 Según otras estimaciones, los países están perdiendo a nivel 
mundial un total de más de 427 mil millones de dólares en impuestos cada 
año debido al abuso en cuanto a los impuestos corporativos internacionales 
y la evasión de impuestos privados, lo que les cuesta a los países en total el 
equivalente a casi 34 millones de salarios anuales de enfermeras cada año.27 
 

11. Con la digitalización de la economía y el auge de los gigantes tecnológicos 
(GAFA, es decir, Google, Amazon, Facebook, Apple), la necesidad de 
multilateralismo y respuestas políticas coordinadas a nivel internacional es 
más urgente que nunca. Las obligaciones tributarias tradicionales, basadas 
en conceptos como “establecimiento permanente”, así que están en gran 
medida desactualizadas en la economía digital, donde la mayor parte del 
valor se crea por medio de plataformas virtuales y sin estado. En este 
contexto, el trabajo en curso de la OCDE es de suma importancia y debe 
seguir desempeñando un papel de liderazgo en los esfuerzos internacionales 
para lograr una mayor equidad en la política fiscal en todo el mundo.  
 

12. A la luz de la crisis económica en curso causada por la pandemia de COVID-
19, abordar estos problemas y proporcionar a los gobiernos una base 
impositiva más amplia para cubrir sus necesidades de financiamiento público 
se vuelve más urgente que nunca. De acuerdo con el comunicado, aprobado 
por el Marco Inclusivo de la OCDE/G20 sobre la BEPS en octubre de 2020, 
“[l]a crisis de la COVID-19 ha exacerbado estos desafíos fiscales aún más al 
acelerar la digitalización de la economía, aumentando las presiones sobre 
las finanzas y la tolerancia pública para las empresas multinacionales (EMN) 
rentables que no pagan su parte justa de impuestos”.  

 
2. La OCDE y la fiscalidad de la economía digital 

 

 
26 Thomas R. Tørsløv, Ludvig S. Wier, Gabriel Zucman, “Las ganancias perdidas de las naciones” 
(No. w24701), Oficina Nacional de Investigación Económica (2018).  
27 “The State of Tax Justice 2020”, coeditado por: Global Alliance for Tax Justice and Public Services 
International, 2020. 
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13. Durante la reunión del Comité Permanente de la Asamblea, celebrada el 12 
de octubre de 2020, el Secretario General de la OCDE, Ángel Gurría, declaró: 
“La OCDE ha trabajado arduamente para construir un sistema tributario 
internacional más justo y transparente, abordando la BEPS [Erosión de la 
Base Imponible y el Traslado de Beneficios (BEPS, por sus siglas en inglés)], 
así como los cuellos de botella que enfrentan los países en desarrollo cuando 
se trata de gravar a las multinacionales. También estamos haciendo un gran 
progreso en la entrega de una solución global a los desafíos fiscales que 
presentan nuestras economías digitalizadas”. 
 

14. Por medio del Marco Inclusivo sobre BEPS, el trabajo en la OCDE ha 
encabezado y coordinado los esfuerzos de países de todo el mundo para el 
desarrollo de un marco integral para abordar cómo se debe gravar a las 
empresas multinacionales altamente digitalizadas y cómo se deben asignar 
las ganancias imponibles entre jurisdicciones. El Marco Inclusivo reúne a un 
grupo de 137 jurisdicciones que trabajan juntas de forma igualitaria para 
instrumentar las 15 acciones BEPS acordadas en 2015.28 Más allá de esto, 
el Marco Inclusivo ahora está diseñando nuevas reglas tributarias 
internacionales, enfrentando los desafíos tributarios derivados de la 
digitalización. 
 

15. El costo por la planificación fiscal agresiva para las autoridades fiscales y el 
uso de tecnología y propiedad intelectual por parte de la mayoría de las 
empresas multinacionales digitales exacerba los desafíos que plantea la 
reforma de la fiscalidad internacional. La importancia económica y social de 
esas multinacionales las coloca en una posición de “creadoras de precios”, 
es decir, que tienen poca o ninguna competencia.  
 

16. Entre las variadas acciones incluidas en el Proyecto BEPS de OCDE/G20, la 
Acción 1 está dedicada a las respuestas políticas para los desafíos fiscales 
que surgen de la economía digital. El trabajo reciente en el desarrollo de tales 
propuestas de políticas ha logrado un progreso significativo al abordar la 
forma en que los derechos tributarios deben asignarse entre países en 
respuesta a acuerdos comerciales y transacciones que involucran 
jurisdicciones de impuestos altos y bajos.  
 

17. Las propuestas de política se dividen en dos pilares. El primer pilar aborda 
los desafíos más amplios de la tributación de la economía digital y se centra 
en cómo se determinan los derechos tributarios (es decir, los nexos) y cómo 

 
28 Para el mandato inicial y el plan de acción para el alcance BEPS, ver OCDE (2013), “Plan de 
acción sobre la erosión de la base y el cambio de ganancias”, OECD Publishing, París. 
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se asignan las ganancias imponibles entre las jurisdicciones. El segundo pilar 
aborda las cuestiones restantes de la BEPS relacionadas con la planificación 
fiscal, mediante el establecimiento de un impuesto mínimo global.29 
 

18. El trabajo en el Pilar Uno ha avanzado en los últimos años, con un 
compromiso creciente de los países participantes para lograr una solución 
basada en el consenso a mediados de 2021. Las posiciones convergentes 
de los países dieron lugar a una declaración conjunta en enero de 2020 en 
la que se esboza el marco general de las discusiones en los dos pilares.30 Si 
bien las posiciones, acciones y opiniones unilaterales de los países siguen 
siendo sólidas entre los participantes, en 2021 se ha continuado el trabajo 
para lograr un acuerdo basado en el consenso sobre ambos pilares. 
 

19. Con el fin de contribuir a las acciones de BEPS en materia de fiscalidad 
digital, la Comisión Europea publicó, en 2018, su propia propuesta sobre el 
Consejo Directivo por la que se establecen normas para las empresas con 
una presencia digital significativa en los Estados miembros de la Unión 
Europea. La Directiva, concebida para establecer una solución integral para 
la tributación de los servicios digitales en la Unión Europea, tenía como 
objetivo contribuir al trabajo en curso del Marco Inclusivo que la Unión 
Europea reconoció que sería esencial para alcanzar un consenso global.31 
Las propuestas de la Comisión describen los criterios para establecer un 
nexo imponible de una empresa digital.32 
 

20. En la Directiva se propusieron tres criterios alternativos que representan los 
sustitutos de la actividad de una multinacional en los Estados miembros. 
Estos tenían por objeto determinar la “huella digital” de las empresas que 
operan en los Estados miembros. Se basaban en el gravamen de impuestos 
según la ubicación del establecimiento permanente, pero buscaban reasignar 
la participación de las ganancias derivadas de la creación de valor por medio 
de la participación de los usuarios (por ejemplo, la recopilación de datos 
mediante la calificación de bienes y servicios en las plataformas 
electrónicas).  

 
29 “Abordar los desafíos fiscales que surgen de la digitalización de la economía”, Highlights, OCDE 
2020, incluida la declaración de portada del marco inclusivo de la OCDE/G20 sobre BEPS en los 
planos del primer y segundo pilar. 
30 Véase la Declaración del Marco Inclusivo de la OCDE/G20 sobre BEPS sobre el "Enfoque de dos 
pilares para abordar los desafíos fiscales derivados de la digitalización de la economía", 29-30 de 
enero de 2020. 
31https://ec.europa.eu/taxation_customs/sites/taxation/files/proposal_significant_digital_presence_2
1032018_en.pdf. 
32 Para obtener información sobre la propuesta de la Comisión Europea sobre el Consejo Directivo, 
consulte “Tributación justa de la economía digital”. 
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21. Además de lo contemplado en la Directiva, las propuestas de la Comisión 

Europea incluían un impuesto provisional del 3% sobre los ingresos de las 
actividades digitales.33 El impuesto tiene como objetivo generar ingresos 
inmediatos para los Estados miembros a partir de empresas que realizan 
actividades digitales en jurisdicciones donde no tienen obligaciones 
tributarias en virtud de las actuales “reglas de establecimiento permanente”. 
La Comisión estableció un ámbito para el impuesto propuesto basado en 
criterios cualitativos (consumo de servicios digitales) y cuantitativos 
(empresas con ingresos anuales en todo el mundo superiores a 750 millones 
de euros e ingresos de la Unión Europea superiores a 50 millones de 
euros).34 
 

22. A nivel de la Unión Europea, los Ministros de Finanzas debatieron las 
propuestas de la Comisión Europea en diciembre de 2018, pero no pudieron 
llegar a un acuerdo a pesar del apoyo de la mayoría de los Estados 
miembros.  
 

23. Las diferencias en las propuestas entre países, evidenciadas por los puntos 
de vista alternativos al otro lado del Atlántico sobre cómo tratar la tributación 
de la economía digital, revelan las dificultades para llegar a una solución 
consensuada a través del Marco Inclusivo. 
 

24. Es evidente que los avances a nivel mundial en los modelos de negocio de 
las corporaciones multinacionales altamente digitalizadas, junto con el 
aumento de la planificación fiscal y las prácticas de elusión fiscal, exigen un 
cambio en los principios y normas de la fiscalidad internacional. Reformar la 
tributación internacional a nivel de la OCDE/G20 es particularmente 
importante dado que la existencia de leyes tributarias nacionales en conflicto 
dan lugar a litigios, inseguridad jurídica para el contribuyente corporativo y 
costos administrativos significativos para las autoridades tributarias. Como 
afirmó el Secretario General de la OCDE, Ángel Gurría, en la reunión del 
Comité Permanente del 12 de octubre de 2020, “[…] los 137 miembros del 
Marco Inclusivo OCDE/G20 sobre BEPS publicaron los Planos del enfoque 
de dos pilares, el Plano del Pilar Uno y el Plano del Pilar Dos. Estamos 
acercándonos a la meta, pero todavía no lo hemos logrado, quedan por 
salvar las diferencias políticas y más trabajos técnicos deben terminarse, por 

 
33 Para obtener más información sobre la propuesta provisional de la Comisión Europea, consulte 
“Consejo Directivo sobre el sistema común de un impuesto a los servicios digitales sobre los ingresos 
resultantes de la prestación de determinados servicios digitales”.  
34 Propuesta de la Comisión Europea sobre el Consejo Directivo 2018/0073 (CNS), cap. 1 (4), pág. 
25. 
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lo tanto, se necesitan compromisos políticos, de modo que se pueda lograr 
un consenso pleno a mediados de 2021”. 
 

25. Complementario a la necesidad de alcanzar un acuerdo consensuado para 
fortalecer las finanzas públicas en la actual crisis pandémica,35 la declaración 
de portada del Marco Inclusivo de la OCDE/G2O sobre BEPS en los Planos 
del Pilar Uno y del Pilar Dos, aprobada del 9 al 10 de octubre de 2020, habla 
también de la necesidad continua de mejorar la equidad fiscal, por medio del 
diseño de una asignación más equitativa de la responsabilidad fiscal entre 
empresas y ciudadanos y un campo de juego más efectivo entre los países 
de la OCDE/G20.36 

 
3. Pilar uno: un enfoque unificado y un nuevo derecho tributario 

 
26. Tras las discusiones sobre varias propuestas de los miembros del Marco 

Inclusivo, se acordó utilizar un enfoque unificado de la arquitectura del Pilar 
Uno como base para las negociaciones que comenzaron en enero de 2020. 
En el centro de este enfoque está un cambio hacia la asignación de algunos 
derechos a las jurisdicciones del mercado.  
 

27. El enfoque unificado implica un nuevo derecho tributario que se aplicará a las 
empresas independientemente de su presencia física en las jurisdicciones de 
operación. En cambio, el nuevo derecho busca asignar una parte de las 
ganancias residuales a las jurisdicciones del mercado utilizando un enfoque 
formulado.37 Estados Unidos ha sugerido una pausa en las conversaciones 
de la OCDE sobre impuestos internacionales mientras los gobiernos de todo 
el mundo se centran en responder a la pandemia de COVID-19 y reabrir sus 
economías de forma segura.38 Algunos temen que la presidencia de Joe 
Biden no marque un punto de inflexión en la postura de colaboración de 
Estados Unidos con respecto al proyecto BEPS debido a la “naturaleza 
fundamental de las empresas estadounidenses y la noción de defender [a 
sus] campeones nacionales”,39 ya que muchas de las multinacionales 
afectadas por el primer pilar tienen su sede en Estados Unidos. 
 

 
35 Consulte el párrafo 12 anterior. 
36 Véase también “Abordar los desafíos fiscales derivados de la digitalización de la economía”, op. 
cit. 
37 www.oecd.org/tax/beps/statement-by-the-oecd-g20-inclusive-framework-on-beps-january-
2020.pdf. 
38 Consulte el extracto del Tesoro de EE. UU. También vale la pena señalar que el Tesoro de los EE. 
UU. Continuó las discusiones sobre el Pilar Uno a lo largo de 2020, que culminaron con la publicación 
del Plan del Pilar Uno en octubre de 2020. 
39 “El impacto de las elecciones estadounidenses de 2020 en los impuestos internacionales”. 
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28. La necesidad de crear un derecho impositivo para las corporaciones con 
presencia digital se deriva de la forma en que los modelos comerciales han 
evolucionado a lo largo de los años para volverse cada vez más globales, 
más digitales en su funcionamiento y con un enfoque cada vez mayor en el 
usuario. En particular, la participación de diferentes usuarios en forma de 
plataformas, ya sean consumidores o proveedores de productos y servicios, 
ha modificado la naturaleza de la producción, de tal manera que los 
beneficios imponibles ya no pueden seguir siendo asignados por normas 
basadas exclusivamente en la presencia física dentro de una jurisdicción. 
 

29. Según las prácticas fiscales internacionales actuales, una empresa no 
residente tributa en una jurisdicción solo si tiene un establecimiento 
permanente en forma de presencia física en ese país o en la forma de un 
agente que realiza negocios en nombre de la empresa no residente. La 
digitalización limita gravemente la capacidad de los países de gravar a una 
empresa en función de su presencia. En el caso de que la tributación de estas 
empresas se base solo en la presencia física, la mayoría de los países no 
tendrían solo un derecho limitado a gravar las ganancias de sus actividades, 
a pesar de que estas empresas pueden estar generando sus ganancias en 
sus jurisdicciones, aunque de forma remota. Por ejemplo, una empresa no 
residente puede llevar a cabo actividades de marketing y negociaciones a 
través de intermediarios que eviten quedar bajo el alcance de la definición de 
establecimiento permanente, al tiempo que concluye contratos en filiales en 
el extranjero residentes en paraísos fiscales o países con impuestos bajos. 
El aumento de la digitalización afecta la movilidad de las empresas y favorece 
la planificación fiscal y las prácticas de asignación de impuestos por parte de 
las empresas, que a menudo resultan en la atribución de beneficios limitados 
a las jurisdicciones del mercado. El alcance del nuevo derecho tributario 
intenta abordar este tipo de actividades en la economía digital. 
 

30. En particular, el nuevo derecho tributario se aplicará a dos grandes conjuntos 
de empresas. En primer lugar, a las empresas multinacionales que brindan 
servicios digitales automatizados en todo el mundo. Muchas de estas 
empresas dependen de los usuarios para la prestación de servicios, como, 
por ejemplo, de sus datos personales, de la optimización personal del 
contenido y del contenido que los propios usuarios suministran a la 
plataforma. Las empresas que caen dentro de esta categoría incluyen 
grandes plataformas de redes sociales, motores de búsqueda y servicios de 
transmisión que, a lo largo de los años, han crecido en tamaño e importancia 
en el mercado convirtiéndose en las más valiosas en los mercados bursátiles 
mundiales. Más allá de las empresas que interactúan con los usuarios, el 
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nuevo derecho tributario, tal como se define en el Plan, también se aplicaría, 
por ejemplo, a la computación en la nube. El segundo grupo de negocios son 
aquellos orientados al consumidor, es decir, las empresas multinacionales 
que generan ingresos vendiendo bienes y servicios tanto en línea como 
directamente al consumidor. Estos negocios son capaces de interactuar con 
los consumidores de una manera significativa más allá de tener una 
presencia física local al confiar en la tecnología digital para llegar a los 
consumidores con el fin de vender sus productos, establecer contactos 
comerciales y dirigirse a grupos específicos de consumidores. El alcance 
preciso del nuevo derecho tributario para el último grupo de empresas se está 
determinando como parte del trabajo en curso del Marco Inclusivo. 

 
3.1. Comparación del enfoque unificado del primer pilar con iniciativas 

europeas similares 
 

31. El nuevo derecho tributario difiere en varios aspectos de la propuesta 
Directiva de la Comisión Europea sobre tributación de las empresas con una 
presencia digital significativa en 2018. Actualmente, las jurisdicciones 
pueden cobrar impuestos sobre la base de las ganancias declaradas por las 
empresas que tienen presencia física en su jurisdicción. La Directiva 
determina la atribución de un impuesto digital en función de la ubicación de 
los usuarios finales, pero no separa los beneficios obtenidos en ubicaciones 
específicas por los usuarios finales. La novedad del nuevo derecho tributario 
pone de manifiesto que una parte del beneficio residual del grupo 
multinacional se asigna a las jurisdicciones del mercado utilizando un 
enfoque formulado. Este nuevo derecho impositivo puede aplicarse 
independientemente de la existencia de presencia física. Además, el método 
para determinar las multinacionales en el ámbito de aplicación también es 
diferente, ya que la Directiva tiene tres umbrales, al menos uno de los cuales 
debe cumplirse para que las multinacionales estén en el ámbito de aplicación: 
las empresas están sujetas a pagar impuestos en los Estados miembros en 
los que declaran ingresos de al menos 7 millones de euros; o cuando tengan 
al menos 100 000 usuarios; o al menos 3 000 contratos comerciales.  
 

32. También se hace una distinción entre el Pilar Uno y la solución provisional 
propuesta por la Comisión Europea para un impuesto a los servicios digitales, 
una versión similar a la adoptada en 2019 por Francia en forma de Impuesto 
a los servicios digitales. La propuesta de la Comisión sobre un impuesto 
digital se dirige a empresas que prestan servicios en los que “la participación 
de un usuario en una actividad digital constituye un insumo esencial para la 
empresa que lleva a cabo esa actividad y que permite a esa empresa obtener 
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ingresos de la misma. En otras palabras, los modelos de negocio capturados 
por esta Directiva son aquellos que no podrían existir en su forma actual sin 
la participación de los usuarios”.40 Este enfoque es bastante diferente del que 
tiene el Marco Inclusivo cuya aplicación es a los servicios digitales 
automatizados, así como a las empresas orientadas al consumidor. 
 

3.2 Desarrollos recientes en el Pilar uno 
 

33. En general, el trabajo que queda por hacer en el Marco Inclusivo de BEPS 
incluye un acuerdo sobre las reglas, fórmulas y umbrales de beneficios que 
rigen el nuevo derecho tributario, así como el acuerdo sobre la asignación de 
beneficios entre jurisdicciones en función de la obtención de ingresos. Es 
necesario alcanzar un acuerdo internacional para abordar rápidamente los 
problemas restantes con miras a llevar el proceso a una conclusión exitosa, 
resolver problemas técnicos y desarrollar un borrador de legislación y 
directrices modelo que permitan a las jurisdicciones instrumentar una 
solución basada en el consenso para el Pilar Uno a mediados de 2021.  
 

34. Las opiniones de los miembros del Marco Inclusivo cayeron inicialmente, es 
decir, en el momento del Informe Provisional de 2018, dentro de tres grupos, 
lo que refleja no solo divergencias políticas e ideológicas, sino también 
intereses nacionales en conflicto. Un primer grupo, que incluye a la mayoría 
de países europeos, consideró los modelos de negocio altamente 
digitalizados, en particular los que se basan en el uso de datos y la 
participación de los usuarios, como una fuente de desalineación entre la 
ubicación de los beneficios gravados y la creación de valor. Para este grupo, 
el valor creado por estas empresas se debe en parte al usuario y tiene lugar 
en jurisdicciones alejadas del lugar de establecimiento de la compañía. Un 
segundo grupo de países, predominantemente emergentes y en desarrollo, 
afirmó que la evolución de la economía digital debería seguir las tendencias 
más generales de la globalización y abordarse como un todo, en lugar de 
centrarse por completo en un sector específico, como un problema de 
asignación de beneficios y erosión de la base imponible. Consideraron la 
economía global cambiante, incluido el surgimiento de modelos de negocios 
digitales, como el principal impulsor de la transferencia de ganancias. Por 
último, un tercer grupo más pequeño de países consideró que las normas 
tributarias internacionales existentes eran adecuadas para las empresas y no 
previeron la necesidad de reforma. 
 

 
40 “Propuesta del Consejo Directivo sobre el régimen común de un impuesto sobre los servicios 
digitales sobre los ingresos derivados de la prestación de determinados servicios digitales”.  
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35. Varios países europeos sostienen que los gigantes tecnológicos se 
benefician enormemente del mercado europeo al tiempo que realizan 
contribuciones mínimas a las arcas públicas. Estados Unidos, bajo la 
administración de Trump, siguió oponiéndose a los impuestos a los servicios 
digitales y medidas unilaterales similares e intentó establecer el Pilar Uno 
como un "puerto seguro" para las empresas multinacionales. A pesar de la 
ausencia de un acuerdo internacional para finales de 2020, siguiendo el 
ejemplo de Francia, Italia, España, Austria y el Reino Unido han anunciado 
planes para aplicar impuestos a los servicios digitales. En respuesta, Estados 
Unidos ha amenazado con imponer aranceles en represalia sobre algunos 
productos importados de los países europeos que han promulgado un 
impuesto a los servicios digitales. En este sentido, Robert Lighthizer, el 
representante comercial de EE. UU., dio a conocer que se elaboraría una 
investigación para determinar si estas medidas fiscales digitales equivalen a 
una práctica comercial desleal.  
 

36. Estados Unidos sigue comprometido con las conversaciones globales sobre 
un nuevo marco fiscal global para las empresas de tecnología. Además de la 
divergencia de opiniones, los miembros del Marco Inclusivo señalan que 
alcanzar una resolución basada en el consenso para mediados de 2021 sigue 
siendo de suma importancia.  

 
4. Pilar dos: una tasa impositiva mínima 

 
37. Las propuestas del segundo pilar, que establecen una tasa impositiva 

mínima, están diseñadas para reducir la presión sobre los países en 
desarrollo para que otorguen incentivos fiscales, limitando así las prácticas 
de evasión fiscal de las empresas.  
 

38. La medida principal del Pilar Dos es la propuesta global contra la erosión de 
bases (GloBE), que se basa en la necesidad de coordinación entre los países 
para evitar una carrera dañina que conduzca al declive. El alcance de la 
propuesta no se limita a las empresas altamente digitalizadas, sino que 
también prevé una solución sistemática para la transferencia de beneficios y 
la erosión de la base imponible al acordar un nivel mínimo de impuestos a 
nivel mundial. 
 

39. El trabajo sobre el Pilar Dos ha progresado en los grupos de trabajo 
pertinentes del Marco Inclusivo durante el año pasado. Se ha acordado un 
enfoque general de los temas del segundo pilar y el informe sobre el plan del 
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segundo pilar41 proporciona una base sólida para un futuro acuerdo sobre 
varios aspectos de la reforma. El Pilar Dos propone una tasa impositiva 
mínima que se aplicará a los ingresos de las empresas cuando la tasa 
impositiva actual sea más baja que el mínimo acordado. Básicamente, esto 
asegura que los ingresos de cualquier gran empresa multinacional se graven 
a una tasa mínima en cada jurisdicción donde ésta opera, reduciendo así los 
incentivos para trasladar las ganancias a jurisdicciones de impuestos bajos y 
erosionar las bases impositivas de otras jurisdicciones. El diseño general de 
las reglas del Pilar Dos es una parte esencial para un acuerdo basado en 
consenso en 2021. 

 
5. Camino a seguir 
 
40. Al proporcionar una evaluación de los desarrollos recientes y trazar un 

camino a seguir, un punto de partida debe ser el reconocimiento de la 
naturaleza digital cambiante de las prácticas comerciales, la aceleración de 
la globalización y la creciente conciencia de la evasión fiscal por parte de las 
empresas multinacionales. 
 

41. Los modelos de negocios globales y las prácticas digitales han evolucionado 
rápidamente desde la ubicación hasta estar cada vez más alejados de los 
países de operación, con profundas consecuencias para los acuerdos 
centenarios de doble imposición. Está claro que el acuerdo de la década de 
1920, diseñado para evitar prácticas de doble imposición entre países y 
gravar a las empresas en función de su establecimiento legal, ya no puede 
capturar la base imponible completa y asignar ganancias a los países donde 
se genera la riqueza. Esto se debe a que las disposiciones de esos mismos 
tratados de doble imposición son utilizadas por los contribuyentes que 
participan en estrategias de elusión fiscal (por ejemplo, cláusulas sobre 
retención de impuestos). Por lo tanto, el establecimiento de nuevas normas 
tributarias internacionales es una respuesta largamente esperada por la 
comunidad internacional al modelo digitalizado en rápida evolución de las 
empresas multinacionales. Al mismo tiempo, el mantenimiento de los 
tratados establecidos sobre la doble imposición y la introducción de nuevas 
prácticas para garantizar la plena imposición de los beneficios no deben 
excluirse mutuamente. El éxito radica en encontrar un consenso que 
incorpore las nuevas normas tributarias y las integre a las prácticas tributarias 
internacionales establecidas que eviten la doble tributación entre países.  
 

 
41 “Desafíos fiscales derivados de la digitalización - Informe sobre el plan del segundo pilar”. 
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42. El apetito político de todos los países por un acuerdo sobre una nueva norma 
para los impuestos corporativos internacionales se ha visto impulsado, en 
primer lugar, por una mayor conciencia del público en general sobre los casos 
de elusión fiscal y transferencia de beneficios y, en segundo lugar, por el 
empeoramiento de las finanzas públicas que la crisis económica global dejó 
consigo desde 2008, lo que socava las capacidades keynesianas y la 
integridad de los servicios de los estados de bienestar. Los diversos casos 
de grandes multinacionales que utilizan prácticas de evasión fiscal, que 
aparecieron en los medios de comunicación durante los últimos años, han 
desplazado a la opinión pública (especialmente entre los votantes europeos) 
hacia la necesidad de una fiscalidad más justa de los beneficios 
empresariales. Esquemas de evasión fiscal como los de Luxembourg Leaks, 
los Panama Papers y, más recientemente, la investigación de Openlux, han 
expuesto actitudes de planificación fiscal agresiva de los contribuyentes más 
poderosos del mundo. Los recientes Paradise Papers (finales de 2017) son 
un recordatorio de que las prácticas de elusión fiscal son un problema 
sistémico y resurgente. Para los votantes europeos en particular, una base 
impositiva más baja en los ingresos corporativos se asoció con una mayor 
carga de impuestos más altos sobre los ingresos laborales y el consumo, ya 
que los gobiernos buscaron aumentar las fuentes de ingresos del gobierno 
durante la crisis.  
 

43. Si bien será necesario superar las discordancias entre los países europeos y 
Estados Unidos sobre el derecho a imponer un impuesto digital para llegar a 
un acuerdo internacional, se estima que un enfoque unificado es la solución 
más eficiente para la economía global. Los dos pilares implicarían un 
aumento relativamente pequeño en los costos de inversión promedio de las 
multinacionales. Se estima que el efecto negativo en el PIB mundial derivado 
del aumento esperado de los ingresos fiscales asociado a las propuestas 
será inferior al 0.1% a largo plazo, ya que afectaría a empresas de alta 
rentabilidad. Por el contrario, la ausencia de una solución consensuada 
conduciría, como ya lo han declarado varios países europeos, a una 
proliferación de medidas fiscales unilaterales y no coordinadas, provocando 
un aumento de las disputas fiscales y comerciales perjudiciales. Esto 
inevitablemente socavaría la certeza fiscal y generaría costos adicionales de 
cumplimiento y administración, lo que reduciría aún más el PIB mundial en 
más del 1%. 
 

6. Las consecuencias de la pandemia de COVID-19 y el trabajo relevante de 
la OCDE 
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44. A la luz de los recientes impactos macroeconómicos provocados por la 
pandemia, ambos factores mencionados anteriormente seguirán 
presionando a los países para que alcancen un acuerdo sobre impuestos 
corporativos internacionales en los próximos años. Esto se debe, en primer 
lugar, a que la pandemia exacerbará aún más la necesidad de aumentar los 
ingresos fiscales. El mayor gasto público en estabilizadores fiscales 
automáticos, en programas de apoyo a los ingresos y en garantías 
comerciales deberá compensarse con fuentes de ingresos adicionales 
después de la pandemia. Además, la gran contracción de la actividad 
económica reducirá los ingresos del Estado y aumentará las necesidades de 
financiación bruta para el servicio de la deuda en los países emergentes y en 
desarrollo.42 
 

45. En segundo lugar, la suspensión de varias actividades económicas como 
respuesta a la pandemia han provocado una mayor aceleración de la 
economía digitalizada. Muchas de las grandes empresas multinacionales que 
dependen de los servicios digitalizados han registrado ventas adicionales en 
los últimos meses, mientras que la mayoría de las pequeñas y medianas 
empresas que operan con prácticas digitalizadas limitadas dentro de las 
jurisdicciones de los países tuvieron que suspender sus operaciones. A 
medida que los hábitos digitales se afianzan durante la pandemia, el mundo 
ha experimentado más que nunca un aumento en los servicios digitales. 
Combinada con el empeoramiento de las finanzas públicas en todos los 
países, la tendencia digital proporcionará una causa renovada entre las 
fuerzas políticas para un acuerdo internacional sobre impuestos corporativos 
en la economía digital. 
 

46. De acuerdo con una investigación de la OCDE, durante 2019, los ingresos 
fiscales cayeron en la organización por primera vez en una década. Por otro 
lado, las ganancias de las empresas digitales multinacionales han alcanzado 
récords históricos, especialmente en 2020, en medio de la crisis de COVID-
19. Por ejemplo, las acciones de Apple han subido más del 1200% en la 
última década y se han convertido en la primera empresa estadounidense en 
superar una valoración de mercado de 2 billones de dólares.43 Las acciones 
de Amazon.com se han incrementado en un solo día un 7.9%, sumando así 
13,000 millones de dólares al valor neto de los activos de su director 
ejecutivo, el mayor salto en un día para un individuo desde que se creó el 

 
42 “Informe fiscal del Secretario General de la OCDE para los ministros de finanzas y los 
gobernadores de los bancos centrales del G20” (octubre de 2020), Arabia Saudita. 
43 "Apple se convierte en la primera empresa estadounidense con un valor de más de 2 billones de 
dólares". 
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Índice de multimillonarios de Bloomberg en 2012.44 Las multinacionales 
digitales estadounidenses tienen ahora una capitalización de mercado total 
de más de 9.1 billones de dólares, que es más que todo el mercado de 
valores europeo, incluidas la Unión Europea, el Reino Unido y Suiza.45 Se 
registrará una disminución aún mayor de los ingresos fiscales para 2021: tras 
los bloqueos y el cierre forzoso de muchas empresas debido a la pandemia 
de COVID-19, la actividad económica y los ingresos por impuestos al 
consumo se redujeron. A principios de diciembre de 2020, Pascal Saint-
Amans, Director del Centro de Política y Administración Tributaria de la 
OCDE, declaró: “Esperamos ver disminuciones mucho más pronunciadas el 
próximo año cuando el impacto de la COVID-19 comience a ser más 
evidente. En algún momento, cuando la crisis de salud haya pasado y la 
recuperación económica esté en marcha, los gobiernos deberán reconsiderar 
si sus sistemas tributarios están a la altura de los desafíos del entorno 
pospandémico”.46 Ángel Gurría también destacó que, después de la crisis de 
COVID-19, los países recurrirán a las empresas que están marcando el ritmo 
de la economía digital y han aumentado sus ingresos durante las crisis o 
debido a las crisis para buscar ingresos estatales adicionales.47 La mayoría 
de GAFA, por su parte, reconocen cuánto tienen en juego y afirman su 
preferencia por la seguridad jurídica que conlleva tener un marco acordado 
internacionalmente para la tributación de sus actividades digitales. 
 

47. La OCDE está proporcionando datos y análisis valiosos sobre la crisis 
económica debido a la pandemia de COVID-19. La magnitud de esta 
contracción se revela en el pronóstico de la OCDE sobre la tasa de 
crecimiento anual del PIB real para el año 2020, que va desde el -14.4% para 
España y el -9.8% para Grecia, hasta una recesión global del PIB real global 
del -7.6%.48 La OCDE ha complementado estos pronósticos con un detallado 
rastreador de políticas, que enumera las acciones que los países han tomado 
durante la crisis. La OCDE ha identificado respuestas políticas específicas 
para apoyar a los países, abogando por un mayor gasto en atención médica, 
complementado con varias políticas de bienestar que mitigan el impacto de 
la crisis en las empresas y el trabajo. Estas políticas incluyen pagos de 
asistencia social más generosos, apoyo a los ingresos para los empleados y 

 
44 "Jeff Bezos agrega un récord de $ 13 mil millones en un solo día a Fortune", 20 de julio de 2020. 
45 “Las acciones tecnológicas de EE.UU. ahora valen más de $ 9 billones, eclipsando a todo el 
mercado de valores europeo”. 
46 “Los ingresos fiscales de la OCDE caen ligeramente antes de la pandemia de Covid-19, pero los 
países se enfrentan a descensos mucho mayores en el futuro, sobre todo por los impuestos al 
consumo”, 3 de diciembre de 2020. 
47 Comisión Permanente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, reunión del 12 de 
octubre de 2020. 
48 Para más datos, véase OCDE (2020), “Pronóstico del PIB real (indicador)”. 
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pagos diferidos para las empresas. Por último, la OCDE ha puesto a 
disposición una serie de recursos que describen las mejores prácticas y 
propuestas en cada área de políticas. 
 

48. La instrumentación de la evidencia y el análisis de la OCDE es crucial para 
los gobiernos a fin de amortiguar los efectos más dramáticos de la crisis 
actual, especialmente para las personas más vulnerables, y allanar el camino 
hacia una recuperación sin problemas e inclusiva. La acción dirigida y puntual 
evitará mayores costos para los gobiernos con el tiempo. Para lograr los 
mejores resultados, el curso óptimo de las políticas tributarias y fiscales sería 
apoyar acciones prioritarias en áreas como la salud, el comercio, el mercado 
social y laboral. 

49. En este marco, hemos identificado, junto con la relatora de opinión sobre este 
informe de la Comisión de Asuntos Sociales, Salud y Desarrollo Sostenible, 
Sra. Selin Sayek Böke (SOC, Turquía), las siguientes recomendaciones 
prioritarias:49  
 
i. mejorar los pagos de asistencia social y el apoyo a los ingresos (de 

forma temporal) para todos los trabajadores, con énfasis en los 
hogares de menores ingresos y los trabajadores independientes y en 
condiciones precarias.50   
 

ii. ampliar la cobertura y la duración de las redes de seguridad social, así 
como los planes de prestaciones del seguro de desempleo. 
 

iii. aplicar una desgravación fiscal para los trabajadores de la salud y 
otros sectores relacionados con emergencias. 
 

iv. reducir impuestos sobre bienes y servicios de consumo esenciales. 
 

v. suspender las contribuciones a la seguridad social de empleadores y 
trabajadores independientes, impuestos relacionados con la nómina 
y, cuando corresponda, impuestos seleccionados sobre artículos 
importados esenciales (destinados a salvar vidas). 
 

vi. instrumentar ambiciosos programas de estímulo, con mayor apoyo a 
las pequeñas y medianas empresas e inversión verde. 

 

 
49 “Covid-19: los relatores de PACE detallan la hoja de ruta para la recuperación económica, post-
virus”. 
50 Véase también la Resolución 2197 (2018). 
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vii. aplicar un mejor uso de los mecanismos y políticas de respuesta 
rápida que ajustan automáticamente las tasas impositivas y 
transfieren los pagos para estabilizar los ingresos, el consumo y el 
gasto empresarial durante el ciclo económico (estabilizadores 
automáticos). 
 

viii. promover políticas, normas y mecanismos de apoyo al teletrabajo. 
 
7. Observaciones finales 

 
50. La principal prioridad del Marco Inclusivo es abordar los desafíos fiscales que 

surgen de la digitalización de la economía reformando el sistema fiscal 
internacional, restaurando la estabilidad del marco fiscal internacional y 
evitando el riesgo de nuevas medidas fiscales unilaterales no coordinadas 
que podrían desencadenar en sanciones comerciales. El marco destaca el 
papel del multilateralismo y la inclusión. La crisis de COVID-19 ha 
exacerbado estos desafíos aún más al acelerar la digitalización de la 
economía, aumentar las presiones sobre las finanzas públicas y disminuir la 
tolerancia pública hacia las empresas multinacionales rentables que no 
pagan su proporción justa de impuestos. El Secretario General de la OCDE, 
Angel Gurría sostiene “Necesitamos hacer esto sobre una base multilateral. 
[…]. [Necesitamos] tratar con ellos a nivel mundial, tenemos que tratar con 
ellos de manera multilateral, de lo contrario no avanzaremos mucho. La 
pandemia de COVID-19 es un recordatorio inicial de los cambios 
transformacionales necesarios para reconstruir mejor. Pero solo podemos 
cambiar de rumbo si actuamos juntos. Poner en práctica el poder 
transformador de las acciones colectivas para crear mejores políticas para 
una vida mejor”.51 
 

51. La cooperación de la OCDE con el G20 para abordar la fiscalidad de la 
economía digital y el establecimiento del Marco Inclusivo con la participación 
de 137 países fomentó la inclusión en la toma de decisiones y la pluralidad 
de opiniones. Es importante destacar que las soluciones dentro de este 
marco no se limitan a un grupo selectivo de países, sino que se extienden a 
la mayoría de los países del mundo, que pueden desarrollar una política 
igualitaria. En ese sentido, el acuerdo dentro del Marco Inclusivo incorpora la 
opinión de los países emergentes y en desarrollo, las naciones frágiles y los 
países pequeños, lo que hace que las decisiones sean más inclusivas. Dado 
que las lagunas fiscales a menudo surgen de medidas nacionales 

 
51 Comisión Permanente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, reunión del 12 de 
octubre de 2020. 
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unilaterales, la participación más amplia proporcionada por el Marco Inclusivo 
contribuye al éxito futuro de las políticas convenidas y al fomento de las 
normas internacionales acordadas. Es en este marco de multilateralismo e 
inclusión donde se encuentra el éxito de un futuro acuerdo.  
 

52. Hasta ahora, el papel de la OCDE ha sido fundamental para facilitar los 
debates y proporcionar soluciones en complejas negociaciones 
multinacionales. La delimitación de políticas en los dos pilares, el programa 
de trabajo, la Declaración de enero de 2020, así como la última evaluación 
de impacto económico de los desafíos fiscales derivados de la digitalización, 
publicada en octubre de 2020, y la Declaración de portada del Marco 
Inclusivo de la OCDE/G20 sobre BEPS relativa a los proyectos del pilar uno 
y del pilar dos proporcionan una base concreta para el debate.  
 

53. Si bien quedan por resolver un número importante de cuestiones, se debe 
dar crédito a lo que se ha logrado hasta ahora. Los países han aumentado 
su cooperación y se han ceñido a principios comunes de tributación. Además, 
el flujo de información entre las autoridades fiscales ha aumentado 
drásticamente en los últimos años, lo que limita las oportunidades de evasión 
y elusión fiscal. En cuanto a la tributación de la economía digital, los países 
dentro del Marco Inclusivo han dado pasos importantes para promover la 
tributación total de las ganancias como norma internacional. 
 

54. A pesar de los avances logrados en los últimos años, varias cuestiones aún 
requieren más trabajo técnico y decisiones políticas para ser resueltas. Hasta 
ahora, los países no han logrado llegar a un entendimiento común sobre la 
asignación de beneficios en la economía digital. El fuerte desacuerdo y la 
oposición a los impuestos a los servicios digitales y un intento de establecer 
un enfoque de "puerto seguro" para el Pilar uno por parte de Estados Unidos, 
podrían conducir a posibles escaladas de acciones unilaterales y continuar 
influyendo en el resultado final. 
 

55. Además, un gran número de países emergentes y en desarrollo prefieren 
abordar el nuevo derecho tributario con un enfoque más amplio en lugar de 
"delimitar la economía digital". Temas más específicos que aún esperan ser 
resueltos se relacionan con los detalles de la propuesta, como los montos de 
ganancias en el Pilar Uno, el mecanismo de resolución para garantizar la 
certeza fiscal y los problemas prácticos en el Pilar Dos para un impuesto 
mínimo a nivel global. 
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56. Indudablemente, queda mucho trabajo por hacer para que los países logren 
un acuerdo basado en el consenso a mediados de 2021. Es por esta razón 
que el trabajo del Marco Inclusivo no ha escapado a las críticas de la 
academia, los expertos en impuestos y el mundo empresarial. El resultado 
es una combinación de diferentes propuestas, construidas sobre tratados 
centenarios. Sin embargo, es importante que el trabajo restante avance, que 
se resuelvan las cuestiones pendientes y se llegue a un acuerdo, en lugar de 
volver a cualquier otra alternativa.  
 

57. En la teoría de juegos, un resultado bien conocido en el dilema del prisionero 
muestra que la coordinación entre los jugadores es necesaria para alcanzar 
el resultado más eficiente. En ausencia de un acuerdo entre los miembros 
del Marco Inclusivo, el mundo corre un mayor riesgo de sufrir acciones 
unilaterales y guerras comerciales intensificadas. Tales acciones pueden 
surgir como una amenaza o como una respuesta a corto plazo a las acciones 
de otro país. Una posible escalada de acciones puede poner en peligro el 
bienestar de los ciudadanos y conducir a una mayor erosión de las bases 
impositivas en todo el mundo. Por lo tanto, la coordinación de acciones es 
clave para abordar la erosión de las bases impositivas, ya que el beneficio 
de un país a menudo se obtiene a expensas de otro. Asimismo, Angel Gurría 
advirtió que la alternativa de no acuerdo en torno a las propuestas de la 
OCDE, sobre el Pilar Uno y el Pilar Dos, provocará una multiplicación de 
muchos países que irán solos y luego enfrentarán represalias por parte de 
otros países que sienten que esto va en contra de sus propias empresas. 
Además, expresa: “Lo último que queremos en el mundo de hoy es revivir las 
tensiones comerciales que se agruparon ya incluso antes de la COVID, 
mucho crecimiento, mucho bienestar, mucho trabajo y muchas inversiones. 
Creo que Estados Unidos se encuentra entre los 137 países que han estado 
trabajando con nosotros. Con su sabiduría, no están de acuerdo, pero 
continúan trabajando hacia la solución técnica y todo eso está sobre la 
mesa”.52  
 

58. Mantener el impulso y encontrar soluciones a los problemas pendientes a 
través del Marco Inclusivo es fundamental para todos los países e 
instituciones que participan en el proceso. La divergencia de posiciones 
mantenidas en las negociaciones, los intereses de países específicos y las 
diferencias ideológicas en las normas tributarias plantean grandes riesgos 
para llegar a un acuerdo dentro del plazo previsto. Al mismo tiempo, las 
crecientes tendencias hacia la digitalización, la tensión en las finanzas 
públicas debido a la pandemia mundial y la mayor conciencia de la opinión 

 
52 Comité Permanente, Acta de la reunión del 12 de octubre de 2020. 
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pública sobre los problemas de la fiscalidad internacional, hacen necesario 
un acuerdo oportuno. 
 

59. Dado el papel de la OCDE en el apoyo al Marco Inclusivo, el papel de las 
instituciones colaboradoras, como el Consejo de Europa, debería ser apoyar 
la construcción de consenso entre sus miembros, al tiempo de ofrecer apoyo 
para tender puentes entre las diferencias diplomáticas. Las políticas 
integrales que tienen en cuenta no solo los desafíos fiscales sino todos los 
aspectos de la realidad económica de los países son la clave para una 
respuesta eficiente. 
 

60. En un momento en que la crisis y sus consecuencias han socavado la 
confianza de los ciudadanos en las instituciones democráticas, los 
responsables políticos deben dar un salto de fe para reconstruir la confianza 
en el gobierno, a través de instituciones transparentes y más abiertas, altos 
estándares de integridad, particularmente en áreas de alto riesgo como el 
cabildeo, la contratación pública y el financiamiento político. Tomar medidas 
enérgicas contra la elusión y la evasión fiscales agresivas, garantizar una 
fiscalidad justa y unos ingresos fiscales adecuados, para mantener unas 
finanzas públicas saneadas y unos servicios sociales de alta calidad para 
todos los ciudadanos es una parte esencial de este esfuerzo. 
 

61. Para asegurar una tributación justa de las ganancias corporativas globales, 
la Asamblea Ampliada debería instar a la OCDE y a los Estados miembros 
a: 
 
i. seguir apoyando y promoviendo el Marco Inclusivo sobre Erosión de 

la Base Imponible y el Traslado de Beneficios (BEPS) para alcanzar 
un acuerdo basado en el consenso, que incluya los Pilares Uno y Dos, 
dentro de los plazos previstos. 
 

ii. facilitar la aplicación del instrumento multilateral acordado a los 
tratados fiscales existentes.  
 

iii. evitar y revertir una carrera que conduzca al declive en los sistemas 
fiscales nacionales, lo cual podría socavar la capacidad financiera 
legítima de los gobiernos para mantener unas finanzas públicas 
saneadas y unos servicios sociales públicos universales de alta 
calidad para todos.  
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iv. adoptar normas de transparencia e intercambio automático de 
información con fines fiscales entre todos los países con el fin de 
garantizar la equidad fiscal y el cumplimiento tanto por parte de 
personas morales como de personas físicas.  
 

v. desarrollar reglas de divulgación obligatoria con respecto a 
transacciones, acuerdos o estructuras agresivas o abusivas, con un 
enfoque en los esquemas fiscales internacionales. 
 

vi. proponer medidas para contrarrestar las prácticas fiscales nocivas de 
manera más eficaz, con prioridad en mejorar la transparencia, 
mediante el intercambio espontáneo obligatorio de resoluciones 
relacionadas con los regímenes preferenciales y la exigencia de una 
actividad sustancial para cualquier régimen preferencial. 
 

vii. promover la coherencia internacional de la tributación sobre la renta 
de las empresas, de modo que el diseño de la política tributaria esté 
mejor informado por la creciente interconexión de las economías y las 
brechas que pueden crearse por las interacciones entre las leyes 
tributarias nacionales. 
 

viii. hacer más para tener en cuenta las necesidades e intereses de los 
países en desarrollo a este respecto. 

 
62. La voluntad de los países de comprometerse con los principales temas de 

las propuestas, como la definición del nuevo derecho tributario, la asignación 
de beneficios entre jurisdicciones y el nivel del impuesto mínimo corporativo, 
facilitará las discusiones y contribuirá a concretar una normatividad tributaria 
internacional renovada. A pesar de los problemas enfrentados para lograr 
una solución común, este enfoque multilateral e inclusivo puede ofrecer una 
mejor perspectiva para abordar los problemas pendientes en la tributación de 
la economía digital.    
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Doc. 15253 
31 de marzo de 2021 
 
NECESIDAD URGENTE DE REFORMA ELECTORAL EN BELARÚS 
 
Informe53 
Comisión de Asuntos Políticos y Democracia  
Relator: Sr. David Blencathra, Reino Unido, Grupo Conservadores Europeos y 
Alianza Democrática 
 
Resumen  
 
Las elecciones en Belarús nunca han cumplido las normas internacionales de 
libertad e imparcialidad. Tras la elección presidencial del 9 de agosto de 2020 que, 
una vez más, no fue ni libre ni justa, el país ha caído en una profunda crisis, 
caracterizada por una ola de violencia sin precedentes contra opositores políticos, 
defensores de derechos humanos, periodistas, trabajadores de los medios de 
comunicación y ciudadanos de Belarús.  
 
El informe surge de la voluntad y disposición de la Asamblea para apoyar un 
proceso político nacional pacífico y democrático en Belarús, en caso de que se lleve 
a cabo. Partiendo de la premisa de que las reformas fundamentales allanarán el 
camino para un nuevo Belarús basado en los derechos humanos, la democracia y 
el estado de derecho, el informe pide una reforma electoral integral, que contribuiría 
a la estabilidad a largo plazo del país, así como su acercamiento -y finalmente su 
adhesión- al Consejo de Europa sobre la base de los valores y principios de la 
Organización. Con este fin, identifica las principales áreas de preocupación que 
deben abordarse como cuestión prioritaria para que el sistema electoral pueda 
volverse transparente, responsable y, en última instancia, “creíble”, y los ciudadanos 
bielorrusos puedan recuperar la confianza en el proceso electoral. 
 
Proyecto de resolución54 
 

1. La Asamblea Parlamentaria destaca que las elecciones libres y justas 
constituyen la base de un gobierno democrático y una piedra angular de la 
democracia representativa. Lamenta profundamente que las elecciones en 
Belarús nunca hayan cumplido las normas internacionales de libertad y 
equidad y que este sistema electoral fallido haya sido un factor determinante 
de la actual crisis política, económica y de derechos humanos que afecta al 
país desde las elecciones presidenciales del 9 de agosto de 2020. 
 

 
53 Relativo a la Comisión: Doc. 15131, Referencia 4528 del 15 de septiembre de 2020. 
54 Proyecto de resolución adoptado por la Comisión el 30 de marzo de 2021. 
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2. Durante más de dos décadas, la Asamblea, la Oficina de Instituciones 
Democráticas y Derechos Humanos de la Organización para la Seguridad y 
la Cooperación en Europa (OSCE/OIDDH), la Comisión Europea para la 
Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia), así como la sociedad civil 
de Belarús han señalado los problemas sistémicos del sistema electoral y ha 
recomendado, en vano, que se enmiende la legislación y la práctica 
electorales.  
 

3. La Asamblea recuerda que, por motivos ajenos a su voluntad, tuvo que 
declinar la invitación para observar las elecciones presidenciales del 9 de 
agosto de 2020. No obstante, con base en la evaluación de observadores 
locales independientes que concluyeron que se habían producido graves 
violaciones a las normas internacionales relacionadas con elecciones 
democráticas y sabiendo que el sistema electoral que se ha ganado las 
críticas en Belarús en el pasado permanece sin cambios, la Asamblea 
también concluye que las elecciones presidenciales de 2020 no fueron libres 
ni justas. 
 

4. La Asamblea cree firmemente que una reforma electoral completa, orientada 
a aplicar todas las recomendaciones anteriores de la Asamblea, la OSCE/ 
OIDDH y la Comisión de Venecia, sigue siendo esencial para sentar las 
bases de futuras elecciones democráticas, libres y justas que puedan reflejar 
de manera significativa la voluntad del pueblo de Belarús y permitirle 
recuperar la confianza en el proceso electoral. No solo una reforma del marco 
legal, sino también la instrumentación de la legislación de buena fe, por una 
administración electoral independiente e imparcial que goce de la confianza 
pública, son primordiales en este contexto. 
 

5. A la luz de lo anterior, la Asamblea insta a las autoridades de Belarús a llevar 
a cabo una reforma integral del sistema electoral teniendo en cuenta el 
conjunto completo de recomendaciones de la Asamblea, la OSCE/OIDDH y 
la Comisión de Venecia, en estrecha consulta con todas las partes 
interesadas pertinentes, en particular la sociedad civil. En este contexto, les 
insta a que pongan la legislación y la práctica electoral de conformidad con 
las normas internacionales de elecciones democráticas y, en particular, a: 
 
5.1. Garantizar la independencia e imparcialidad de la administración 

electoral haciéndola suficientemente representativa y sentando las 
bases para una composición políticamente equilibrada de las 
comisiones electorales en todos los niveles, comenzando por la 
Comisión Electoral Central (CEC, por sus siglas en inglés), 
incluyendo: 
 

5.1.1. introducir un requisito para que la Comisión Electoral Central 
(CEC, por sus siglas en inglés) incluya representantes nominados 
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por actores políticos clave, incluidos diferentes partidos políticos y 
representantes de la sociedad civil, con pleno derecho a voto. 
 

5.1.2. establecer reglas claras que rijan el proceso mediante el cual los 
miembros de las comisiones electorales bajo el nivel de la 
Comisión Electoral Central (CEC, por sus siglas en inglés) sean 
nombrados por las autoridades locales, contemplando el requisito 
de incluir miembros de la comisión nombrados por todos los 
concursantes.  
 

5.2. crear una lista nacional de votantes disponible públicamente con miras 
a aumentar la transparencia y la responsabilidad del proceso de 
registro de votantes. 
 

5.3. regular la votación anticipada de manera integral mediante la 
introducción de medidas para garantizar su integridad, transparencia 
y carácter excepcional, entre ellas: 
 

5.3.1. especificar en detalle mecanismos claros para garantizar la 
seguridad y protección de las urnas mediante la votación 
anticipada. 
 

5.3.2. limitar el número de colegios electorales para la votación 
anticipada. 
 

5.3.3. autorizar la votación anticipada solo en casos específicos y a 
aquellos votantes que puedan acreditar que no pueden estar 
presentes en el lugar de residencia el día de las elecciones. 
 

5.4. tomar medidas para garantizar la transparencia del recuento de votos, 
incluso mediante la introducción de un requisito de que cada papeleta 
de votación, así como los resultados de la elección en cada mesa de 
votación, se anuncien y muestren públicamente. 
 

5.5. permitir a los observadores nacionales e internacionales realizar su 
trabajo de manera eficaz y sin impedimentos, incluso autorizándolos 
claramente a: 
 

5.5.1. acercarse a los miembros de la mesa de votación para verificar los 
padrones electorales y las firmas, y observar el conteo de los votos 
de manera directa y efectiva, incluso mediante el acceso directo y 
visual a las papeletas de votación. 
 

5.5.2. estar presente durante la verificación de las firmas enviadas para 
la nominación de candidatos. 
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5.5.3. tener acceso al almacenamiento de boletas y urnas durante la 

votación anticipada, incluso fuera del horario laboral. 
 

5.6. someter el registro de candidatos a criterios claros, integrales y 
transparentes y a condiciones menos restrictivas. 
 

5.7. someter cualquier decisión de las comisiones electorales, incluidos los 
resultados de las elecciones, a revisión, incluida la posibilidad de una 
revisión judicial de todas las decisiones administrativas. 
 

6. Pidiendo cautela con respecto a la celebración de elecciones anticipadas 
sobre la base del sistema electoral actual, la Asamblea destaca que tales 
elecciones podrían considerarse razonablemente libres y justas, solo si la 
Comisión Electoral Central (CEC, por sus siglas en inglés) es genuinamente 
independiente e imparcial con lo que podría garantizar, mediante el uso de 
reglamentos, ordenanzas, circulares o instrucciones, que los requisitos 
enumerados anteriormente se cumplan en la mayor medida posible, y que 
los observadores nacionales e internacionales puedan monitorear 
adecuadamente todo el proceso electoral. 
 

7. La Asamblea destaca que no es posible la celebración de elecciones 
democráticas sin el respeto de los derechos humanos, en particular la libertad 
de expresión, la libertad de reunión y la de asociación. Condena en los 
términos más enérgicos la ola sin precedentes de violencia, detenciones 
masivas, intimidación y enjuiciamiento de opositores políticos, defensores de 
los derechos humanos, periodistas, trabajadores de los medios de 
comunicación, observadores electorales independientes y ciudadanos de 
Belarús tras las elecciones presidenciales de 2020. 
 

8. Esta violenta represión no es solo un absoluto desprecio por los valores 
fundamentales defendidos por el Consejo de Europa, sino también un 
obstáculo importante para cualquier reforma significativa en el país, incluida 
una reforma electoral. Refiriéndose a su Resolución ... (2021) “Las 
violaciones de derechos humanos en Belarús requieren una investigación 
internacional”, la Asamblea insta a las autoridades bielorrusas a que pongan 
fin de inmediato a todo tipo de violencia. 
 

9. Recordando que la integración de Belarús en el Consejo de Europa sobre la 
base de los valores y principios de la Organización sigue siendo un objetivo 
estratégico, la Asamblea pide a las autoridades bielorrusas y a todos los 
interesados pertinentes que inicien urgentemente un diálogo nacional 
inclusivo y de base amplia para garantizar una salida pacífica de la crisis 
actual y abriendo la puerta a las reformas necesarias que beneficien a todos 
los ciudadanos bielorrusos. La Asamblea, junto con la Comisión de Venecia, 
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reitera su disposición a ofrecer orientación práctica y técnica a las 
autoridades de Belarús con miras a una reforma electoral. Cree firmemente 
que esta y otras reformas necesarias allanarán el camino para un nuevo 
Belarús basado en los derechos humanos, la democracia y el estado de 
derecho. 

 
Proyecto de recomendación55 
 

1. La Asamblea Parlamentaria hace referencia a su Resolución … (2021) 
“Necesidad urgente de reforma electoral en Belarús”. Invita al Comité de 
Ministros a: 
 
1.1. seguir de cerca la situación en Belarús. 

 
1.2. adoptar medidas para complementar el Plan de Acción del Consejo de 

Europa para Belarús 2019-2021 con acciones específicas de 
importancia primordial para la construcción de instituciones 
transparentes y democráticas en Belarús, incluida una reforma 
electoral con miras a adaptar la legislación electoral a las normas 
electorales europeas e internacionales, con la participación de la 
Comisión de Venecia y de la Asamblea. 
 

1.3. instrumentar las medidas antes mencionadas tan pronto como sea 
posible tras un claro compromiso de las autoridades bielorrusas de 
participar en un proceso de transición democrática. 

 
  

 
55 Proyecto de resolución adoptado por la Comisión el 30 de marzo de 2021. 
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Doc. 15256 
1 de abril de 2021 
 
LAS VIOLACIONES DE DERECHOS HUMANOS EN BELARÚS REQUIEREN DE 
UNA INVESTIGACIÓN INTERNACIONAL 
 
Informe56 
Comisión sobre Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos 
Relatora: Sra. Alexandra LOUIS, Francia, Alianza de Liberales y Demócratas por 
Europa 
 
Resumen 
 
Las protestas pacíficas en contra del fraude de la elección presidencial en Belarús 
el 9 de agosto de 2020 fueron brutalmente reprimidas. Muchos manifestantes fueron 
detenidos y torturados mientras estaban en arresto. Diversos líderes del movimiento 
de los ciudadanos están siendo enjuiciados por definiciones vagas de crímenes que 
incluyen sentencias largas. La comisión insiste que todos los prisioneros políticos 
deben de ser liberados sin demora y llama a las autoridades para que entren en 
diálogo con la oposición como la única forma para terminar con la violencia y las 
violaciones a los derechos humanos, y para organizar elecciones nuevas y 
democráticas. 
 
La Comisión destaca la gran importancia de combatir la impunidad de los 
perpetradores de las violaciones graves a los derechos humanos, por razones de 
justicia universal al igual que disuadir a posibles futuros perpetradores de cometer 
nuevas violaciones. 
 
Se llama a los Estados miembros del Consejo de Europa a usar la “jurisdicción 
universal” de sus cortes por los actos de tortura y sus “leyes Magnitsky” para 
imponer sanciones específicas a los perpetradores de las violaciones graves a los 
derechos humanos. 
 
La comisión da la bienvenida a la iniciativa del Parlamento Europeo, en cooperación 
con otros actores internacionales, para establecer una plataforma consultiva 
internacional para recaudar y evaluar la evidencia como una base para el 
enjuiciamiento y sanciones dirigidas. 
  

 
56 Referencia a la Comisión: Doc 15135, Referencia 4529 del 15 de septiembre de 2020.  
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A. Proyecto de Resolución57 

 
1. La Asamblea Parlamentaria recuerda que las protestas pacíficas en contra del 

fraude en la elección presidencial en Belarús el 9 de agosto de 2020 fueron 
brutalmente reprimidas por el régimen de Alexander Lukashenko, con muchos 
protestantes arrestados y torturados mientras estaban detenidos. Muchos de los 
líderes de los movimientos ciudadanos están siendo enjuiciados por crímenes 
con definiciones vagas que terminan en sentencias largas en prisión, mientras 
que otros fueron obligados a exiliarse. 

 
2. En febrero de 2021, una nueva ola de arrestos y enjuiciamientos fueron lanzados 

en contra de los activistas de oposición que todavía no habían sido detenidos. 
Dentro de los enjuiciados se encuentran defensores de derechos humanos, 
periodistas, abogados, sindicalistas y representantes del “Consejo Coordinador”, 
el organismo principal de la oposición.  

 
3. De acuerdo con Freedom House, el número de prisioneros políticos, incluidos 

los defensores de derechos humanos, periodistas, activistas, representantes de 
organizaciones juveniles y partidos políticos, han llegado a los 300, con casos 
fabricados en contra suya; en marzo de 2021 existieron intentos de suicidios de 
dos prisioneros políticos y tres huelgas de hambre por Igor Losik, Igor Bantser y 
Dimitriy Furmanov. 

 
4. La Asamblea considera como presos políticos a las personas antes 

mencionadas, siguiendo la definición de este término en la Resolución 1900 
(2012). Estas personas están en arresto administrativo o preventivo por 
simplemente participar en protestas pacíficas o publicar información sobre estas 
protestas y su represión injustificada por parte de las fuerzas del orden. 

 
5. La Asamblea toma nota de que los autores de estas violaciones graves a los 

derechos humanos cometidos a gran escala cuando se reprimieron las protestas 
contra los resultados de la elección presidencial fraudulenta no han sido 
acusados por procedimientos penales a nivel nacional, a pesar del hecho de que 
la tortura y el trato inhumano también son crímenes en las leyes bielorrusas. 
Respecto a los instrumentos internacionales anti-tortura, Belarús no es parte del 
Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos 
Inhumanos o Degradantes (ETS No.126) o del Protocolo Facultativo de la 
Convención de las Naciones Unidas en contra de la tortura (OP-CAT) o del 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. 

 

 
57 Proyecto de resolución adoptado por la Comisión el 22 de marzo de 2021. 
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6. La Asamblea destaca la gran importancia de combatir la impunidad para los 
perpetradores de violaciones graves de derechos humanos, por principio y 
también para disuadir a otros de cometer violaciones de derechos humanos 
reiterando las Resoluciones 2252 (2019), 2157 (2017), 2134 (2016) y la 1966 
(2014). Apunta que la legislación penal de varios Estados miembros del Consejo 
de Europa proporciona la “jurisdicción universal” dentro de sus cortes en 
determinados crímenes de naturaleza seria, incluyendo actos de tortura, incluso 
los cometidos en el exterior, por y en contra de extranjeros. También observa 
que un número de Estados han aprobado “leyes Magnitsky” dentro de las cuales 
se pueden imponer sanciones a los autores de violaciones graves a los derechos 
humanos. 

 
7. La Asamblea da la bienvenida a la iniciativa tomada por los activistas de 

derechos humanos en Belarús que han logrado recopilar evidencia sustancial de 
pruebas de tortura y tratos inhumanos o degradantes y la identificación de los 
posibles autores. 

 
8. Recibe con beneplácito la iniciativa lanzada por el Parlamento Europeo en 

colaboración con otros participantes internacionales, en el espíritu de 
seguimiento de las recomendaciones del Mecanismo de Moscú de la 
Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE), 
preparando una plataforma internacional consultiva, la Plataforma para la 
Rendición de Cuentas en Belarús, encargada de la recopilación de evidencia de 
violaciones graves a los derechos humanos en Belarús y evaluar con miras a 
ponerlo a disposición de las autoridades competentes de los Estados miembros, 
para que se puedan enjuiciar a los bielorrusos que hayan cometido estos 
crímenes, en Belarús contra víctimas bielorrusas. 

 
9. La Asamblea considera que la información recopilada por los activistas en 

Belarús y la evidencia evaluada por la plataforma lanzada dentro del Parlamento 
Europeo podrá servir como base para procedimientos penales basados en la 
jurisdicción universal y para la imposición de sanciones bajo las “leyes 
Magnitsky”. 

 
10. Recibe con beneplácito los enjuiciamientos ya iniciados por las cortes lituanas 

con la base de jurisdicción universal y el compromiso de algunos de los Estados 
miembros, en particular de los países Bálticos, Polonia y Ucrania, que han 
recibido a las víctimas de la represión forzada al exilio y apoyo a la sociedad civil 
en Belarús. 

 
11. La Asamblea pide a:  
 

11.1  Las autoridades bielorrusas que: 
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11.1.1. Comiencen el diálogo con la oposición como la única manera 
de finalizar la violencia, las violaciones a los derechos humanos y para 
tener nuevas elecciones democráticas para resolver la crisis política; 
 
11.1.2. Dejar en libertad a los prisioneros políticos sin retraso; 

 
11.1.3. Parar inmediatamente todos los actos de tortura o tratos 
inhumanos y degradantes cometidos contra oponentes del régimen, ya 
sea en público, en las casas de los ciudadanos o el cualquier lugar de 
detención; 

 
11.1.4. Enjuiciar a todos los perpetradores de estos actos en 
concordancia con el Código Penal Bielorruso; 

 
11.1.5. Cooperar con la Comisión Europea para la Democracia a través 
de la Ley (Comisión de Venecia) con miras a reformar el Código Penal 
para descriminalizar los ejercicios de libertad de expresión y de 
asociación; 

 
11.1.6. Firmar y ratificar el Protocolo Facultativo de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes (OP-CAT) y el Estatuto de Roma 
estableciendo la Corte Penal Internacional y solicitar al Comité de 
Ministros del Consejo de Europa a invitar a su país para adherirse al 
Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o 
Tratos Inhumanos o Degradantes;  

 
11.1.7. Tomar todas las medidas necesarias para asegurar el derecho 
a un juicio justo, incluyendo el acceso a un abogado; 

 
11.1.8. Terminar todas las restricciones para la libertad de los medios 
y de reunión; 

 
11.1.9. Implementar todas las recomendaciones de la Comisión 
Europea para la Democracia a través de la Ley (Comisión de Venecia) 
en su opinión del 20 de marzo de 2021 en la Compatibilidad con los 
Estándares Europeos de ciertas disposiciones del Derecho Penal 
usados para enjuiciar a manifestantes pacíficos y miembros del 
“Consejo de Coordinación”; 
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11.1.10. Abolir la pena de muerte lo más pronto posible, 
empezando con una moratoria; 
 

11.2. Los Estados miembros del Consejo de Europa a: 
 

11.2.1. Explorar mecanismos para facilitar el diálogo entre las 
autoridades y la oposición para resolver la crisis política;  
11.2.2. Demandar, en sus conversaciones con las autoridades 
bielorrusas de todos los niveles, la liberación inmediata de todos los 
prisioneros políticos y el término de la campaña de represión contra los 
manifestantes y sus familias. 
 
11.2.3. Apoyar los esfuerzos a nivel internacional para llevar a la justicia 
a los perpetradores de las violaciones graves a los derechos humanos 
cometidos en Belarús por los oficiales del Estado quienes gozan de 
impunidad, tomando en cuenta la jurisdicción universal prevista dentro 
de la legislación penal, o donde sea aplicable, introduciendo esta 
posibilidad en su legislación. 
 
11.2.4. Continuar recibiendo a las víctimas de la represión que han sido 
obligadas a exiliarse y apoyar a la sociedad civil bielorrusa, incluyendo 
a las familias de los prisioneros políticos, al igual que proveer becas para 
los estudiantes bielorrusos que han sido expulsados de sus 
universidades; 
 
11.2.5. Utilizar las “Leyes Magnitsky” que hacen posible imponer 
sanciones a personas que cometen violaciones a derechos humanos y 
a los posibles perpetradores de estas violaciones en Belarús, y aprobar 
estas leyes en caso de ser necesario. 
 

11.3. Las instituciones competentes de la Unión Europea a: 
 

11.3.1. Demandar, en sus conversaciones con Belarús, en todos los 
niveles, la liberación inmediata de los prisioneros políticos y el fin de la 
campaña de represión en contra de los protestantes y sus familias, y 
sobre esto, condicionar cualquier cooperación económica o financiera; 
 
11.3.2. Fortalecer la cooperación con la sociedad civil bielorrusa, 
brindar apoyo a las familias de los prisioneros políticos y proveer becas 
a los estudiantes que han sido expulsados de sus universidades; 
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11.3.3. Apoyar la iniciativa desarrollada dentro del Parlamento Europeo 
que busca crear una plataforma de coordinación combinando los 
esfuerzos a nivel internacional para combatir la impunidad para los 
perpetradores de los derechos humanos en Belarús, al recopilar, 
analizar y evaluar información relevante y pistas, con el objetivo de que 
éstas sean usadas para ayudar a las autoridades a ejercer la jurisdicción 
universal y para imponer sanciones a individuos a través de los 
“Mecanismos Magnitsky” que existen o que están por crearse; haciendo 
más fuerte las sanciones personalizadas en contra de los que estén 
perpetrando las violaciones a derechos humanos, incluidos policías, 
fiscales y jueces. 
 

B. Proyecto de recomendación58 
 
1. Refiriéndose a su Resolución … (2021) “Violaciones de derechos humanos en 

Belarús requieren de una investigación internacional”, la Asamblea invita al 
Comité de Ministros a: 
 
1.1. Examinar el enfoque de la jurisdicción universal con vistas a ser usado por 

algún Estado miembro del Consejo de Europa para combatir la impunidad 
de los perpetradores de crímenes graves a los derechos humanos; 
 

1.2. Invitar a Belarús para que entre al Convenio Europeo para la Prevención de 
la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (ETS No.126); 
 

1.3. Hacer que la experiencia del Consejo de Europa esté a disposición de la 
plataforma de coordinación lanzada por el Parlamento Europeo, 
particularmente en el mandato de combatir la tortura y la protección de la 
libertad de expresión, asociación y de prensa; 
 

1.4. Demandar, dentro de las conversaciones con Belarús, la liberación 
inmediata de los prisioneros políticos y el fin de la campaña de represión en 
contra de los protestantes y sus familias y hacer cualquier cooperación 
técnica y movimiento hacia la posible adhesión de Belarús al Consejo de 
Europa dependiente de este requerimiento; 
 

1.5. Explorar las maneras en las cuales el Consejo de Europa pueda servir de 
mediador entre las autoridades y la oposición. 

  

 
58 Proyecto de recomendación adoptado por la comisión el 22 de marzo de 2021. 
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Doc. 15208 
6 de enero de 2021 
 
DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS PERSONAS QUE PADECEN 
ENFERMEDADES CRÓNICAS Y DE LARGA DURACIÓN 
 
Informe59 
Comisión de Asuntos Sociales, Salud y Desarrollo Sostenible  
Relatora: Sra. Martine WONNER, Francia, Alianza de los Demócratas y Liberales 
por Europa  

 
 
Resumen 
 
Las enfermedades crónicas y de larga duración son las principales causas de 
mortalidad general y prematura. Éstas alteran la vida de al menos un tercio de la 
población europea. Son más comunes en mujeres que en hombres y son 
particularmente atemorizantes cuando afectan a los niños. Éstas se suman y causan 
una morbilidad creciente debido al envejecimiento de la población, pero también 
debido a los efectos combinados de la pobreza, la contaminación y el calentamiento 
global. 
 
Debido a sus efectos directos e indirectos, estas enfermedades interfieren con “el 
disfrute pleno e igual de todos los derechos humanos y libertades fundamentales”. 
Éstas entran en el ámbito de la Convención de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad y conllevan obligaciones para los 
Estados partes de la Convención. 
 
Estas enfermedades son obstáculos para el bienestar y la realización individual de 
los que nadie debería verse privado. No les corresponde a estas personas 
adaptarse a la sociedad, sino a la sociedad adaptarse a ellas. La actual crisis 
sanitaria nos ha enseñado que las administraciones sanitarias deben estar 
preparadas para responder a los imprevistos al mismo tiempo que estar atentas a 
los cambios en la sociedad. 
 

A. Proyecto de Resolución60 
 

1. Las enfermedades crónicas y de largo plazo son enfermedades no transmisibles 
que a menudo requieren de un tratamiento largo y costoso para la comunidad. 

 
59 Referencia a la Comisión: Doc. 15011, Referencia 4487 del 27 de enero de 2020.   
60 Proyecto de Resolución aprobado por unanimidad por la Comisión el 1 de diciembre de 2020.  
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Son las principales causas de mortalidad general y prematura. Alteran la vida de 
al menos un tercio de la población europea. Este porcentaje aumenta con la 
edad, ya que estas enfermedades afectan con mayor frecuencia a los más 
vulnerables. Éstas son más comunes en mujeres que en hombres y son 
particularmente atemorizantes cuando afectan a los niños. La prevalencia de la 
multimorbilidad se está incrementando debido al envejecimiento de la población, 
pero también por los efectos combinados de la pobreza, la contaminación y el 
calentamiento global. 
 

2. Las enfermedades crónicas y de larga duración son obstáculos para la dignidad, 
el bienestar y la realización personal. A menudo difíciles de diagnosticar, éstas 
pueden ser particularmente discapacitantes en sus expresiones más críticas, 
cuando no son fatales. Son una fuente de discriminación y ponen en dificultades 
a los enfermos que pueden ser  privados de su autonomía, de su participación y 
de su plena integración en la sociedad. Por sus efectos directos e indirectos, 
éstas perjudican el “disfrute pleno e igual de todos los derechos humanos y todas 
las libertades fundamentales”, que entran en el ámbito de la Convención de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD) 
y conllevan obligaciones para los Estados partes de la Convención. 
 

3. A través de sus diversas políticas públicas (sanitarias, sociales, de investigación, 
empleo, educación, etc.), las autoridades consiguen limitar el número y las 
consecuencias de las enfermedades crónicas y de larga duración. La CDPD 
ofrece una visión innovadora de la discapacidad y de las discapacidades. De 
hecho, algunos países han asumido este desafío al aplicar diferentes 
estrategias. Otros han optado por negar la existencia de estas enfermedades, 
con el riesgo de dejar que los pacientes se enfrenten solos a sus 
vulnerabilidades y de mantener las desigualdades. 
 

4. Las enfermedades crónicas y de larga duración tampoco son el resultado de una 
elección razonada. Por lo tanto, no es aceptable que determinados actores de la 
sociedad las consideren factores de riesgo. Con el fin de luchar contra la 
arbitrariedad que sufren los pacientes, es necesario no solo adoptar el cambio 
de paradigma propuesto por la CDPD, sino también abordar de forma 
sistemática los obstáculos causados por estas enfermedades, que impiden que 
los pacientes vivan su vida, y movilizarse en torno a un objetivo común: la 
preservación de su dignidad y bienestar. La voz de los pacientes debe ser 
escuchada durante la elaboración, implementación y evaluación de las políticas 
públicas relacionadas con las enfermedades crónicas y de largo plazo. Los 
pacientes no pueden estar satisfechos con la igualdad cuando su deseo es 
principalmente preservar su derecho al bienestar y a la realización personal. No 
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les corresponde adaptarse a la sociedad, sino a la sociedad adaptarse a ellos, 
teniendo debidamente en cuenta los ajustes razonables. 
 

5. Cada individuo está llamado a contribuir al bienestar general, sin obstáculos. 
Para remediar la profunda desventaja social que sufren las personas con 
enfermedades crónicas y de larga duración, la Asamblea Parlamentaria 
recuerda a los Estados miembros del Consejo de Europa sus compromisos 
asumidos con motivo de la ratificación de la CDPD. Los invita a continuar sus 
esfuerzos en la lucha contra la exclusión, mediante la adopción de estrategias 
que revivan el espíritu que marcó el nacimiento de nuestros sistemas públicos 
de salud, a fortalecer el papel del Estado de bienestar para mejorar la eficacia y 
la resiliencia de los sistemas de salud y a garantizar el acceso universal a la 
salud. La actual crisis sanitaria nos ha recordado que las administraciones deben 
estar preparadas para responder a los imprevistos al mismo tiempo que deben 
estar atentas a los cambios de la sociedad y para eliminar las regulaciones 
obsoletas. La Asamblea invita a Liechtenstein a adherirse a la CDPD para que 
ningún país europeo quede fuera de este marco que es innovador y que está 
adaptado a las necesidades expresadas por las personas que encuentran 
obstáculos en su entorno social y físico inmediato. 
 

6. La Asamblea urge a los Estados miembros, sobre la base de las disposiciones 
contenidas en la CDPD y los ejemplos de buenas prácticas que han resultado 
de la cooperación entre pares, a: 
 
6.1. fortalecer las capacidades de detección y prevención de enfermedades 

crónicas y de larga duración, y adoptar un enfoque integral, que sea 
periódicamente revisado y ajustado, y que involucre a todos los sectores de 
la administración para el bienestar de las personas y en la lucha contra las 
desigualdades y vulnerabilidades. Las autoridades deben luchar contra los 
retrasos en el diagnóstico para que, después de un período determinado que 
no debe exceder de un año, cada paciente pueda volver a ejercer sus 
derechos sin impedimentos; 
 

6.2. apoyar y desarrollar la oferta de cuidados y servicios que permitan la 
preservación del bienestar y la autorrealización, al tiempo que se destinen 
los recursos y fondos suficientes para lograr este objetivo, que es legítimo 
para todas las personas dentro de la jurisdicción del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, en particular en el ámbito profesional, al reforzar los 
recursos de la medicina del trabajo que suele ser el primer interlocutor del 
paciente en el momento del diagnóstico o de la reincorporación laboral. La 
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Asamblea pide una vez más a las autoridades nacionales que establezcan 
el acceso a la atención a la salud universal; 

 
6.3. garantizar que los obstáculos, que impiden a los pacientes crónicos y de 

larga duración ejercer su derecho legítimo a la dignidad, al bienestar y a  la 
autorrealización, sean objeto de sanciones suficientemente disuasorias a fin 
de permitir que los pacientes puedan ejercer sus derechos al bienestar y a 
la realización en su vida profesional o privada; 
 

6.4. llevar a cabo, en asociación con la sociedad civil, campañas de 
sensibilización sobre las enfermedades crónicas y de larga duración 
basadas en evidencia y eficaces entre el público general, asegurando el 
derecho a una vida normal a través del disfrute pleno de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales; 
 

6.5. involucrar a todos los actores interesados en la elaboración, evaluación e 
implementación de las políticas, especialmente a las personas con 
enfermedades crónicas y de largo plazo y a sus familias, incluso al compartir 
los resultados de las evaluaciones de impacto. Las consecuencias reales de 
ciertas enfermedades todavía parecen poco conocidas (enfermedad de 
Lyme, etc.). 
 

7. La Asamblea sugiere que los Estados miembros hagan más para controlar la 
eliminación de los obstáculos a los derechos de los pacientes que viven con 
enfermedades crónicas y de largo plazo, a efectos de alentar a los actores del 
sector privado a compartir el mismo enfoque con miras a luchar contra la 
discriminación que sufren los pacientes debido a su estado. Recomienda evaluar 
los sistemas de protección de los pacientes como el “derecho al olvido”.  
 

8. La Asamblea destaca el papel importante de los parlamentos. Los invita a 
promover los principios contenidos en la CDPD, a adoptar legislación acorde con 
la Convención, a asegurar la asignación de recursos presupuestarios 
suficientes, a alentar a las autoridades públicas a adoptar estrategias y planes 
de acción nacionales apropiados, y a exigir la rendición de cuentas sobre su 
implementación efectiva. También alienta a los parlamentarios a contribuir en las 
acciones de sensibilización de forma individual. 
 

9. La Asamblea reconoce que las personas con enfermedades crónicas y de larga 
duración y sus familias se ven afectada de manera grave y desproporcionada 
por las medidas adoptadas para combatir el nuevo coronavirus durante la 
pandemia actual. Por lo tanto, llama a los Estados miembros a que presten 
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atención especial a sus necesidades, en vista de estas circunstancias, incluso 
después de su recuperación, en la medida en que el COVID-19 pueda ser el 
origen de enfermedades crónicas. 
 

10. Finalmente, en el contexto de la pandemia de COVID-19 y en previsión de la 
revisión de la Directiva 2000/78/EC, la Asamblea alienta a la Unión Europea a 
adherirse a la Carta Social Europea (revisada) (ETS No. 163) antes de extender 
sus competencias en el ámbito de la salud, con el fin de monitorear y mejorar el 
estado de salud en la Unión Europea. También reitera su aliento a los demás 
Estados miembros del Consejo de Europa para que firmen y ratifiquen, lo antes 
posible, la Carta Social Europea revisada. 
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Doc. 15250 
29 de marzo de 2021 
 
POR UNA POLÍTICA EUROPEA SOBRE LAS DIÁSPORAS 
 
Informe61 
Comisión sobre Migración, Refugiados y Personas Desplazadas 
Relator: Sr. Paulo PISCO, Portugal, Socialistas, Demócratas y Grupo de los Verdes 
 
Resumen 
 
Las diásporas y sus asociaciones contribuyen de buena manera al desarrollo de los 
países en los que residen y los de origen, enriqueciendo la diversidad cultural y 
construyendo relaciones dinámicas y constructivas con fines de intercambio 
económico y cultural y codesarrollo. 
 
Este informe señala cómo el fortalecimiento de las políticas de diáspora representa 
una oportunidad decisiva para el desarrollo económico, social y cultural de los 
países de residencia y de origen, y una mayor cohesión e inclusión en la sociedad. 
Los países se pueden beneficiar de gran manera de lo que las diásporas pueden 
ofrecer si se tiene un acercamiento con ellas, examinar y responder a sus 
necesidades, incluyéndolos en la toma de decisiones y cooperando con ellos en la 
formulación de políticas orientadas hacia éstos. 
 
Las recomendaciones dentro de este reporte pueden facilitar el desarrollo de estas 
políticas y estrategias por parte de los Estados miembro, y estas políticas pueden 
ser promovidas profundamente por la cooperación internacional en asuntos 
relacionados a las diásporas. 
 
El Consejo de Europa puede jugar un rol esencial en el proceso, trayendo a la 
conversación a múltiples actores que definen las políticas nacionales sobre las 
diásporas, incluyendo a los parlamentos, gobiernos, asociaciones de migrantes, 
organizaciones no gubernamentales, medios de comunicación y organizaciones de 
investigación, y establecer o promover un Foro Europeo de Diásporas como una 
plataforma para intercambios internacionales entre estas comunidades. 
  

 
61 Referencia a la comisión: Doc. 14815, Referencia 4436 del 12 de abril de 2019. 
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A. Proyecto de resolución62 
 
1. Un número creciente de Estados europeos reconocen el impacto de las 

diásporas dentro de las sociedades europeas, y por eso promueven su 
involucramiento en las políticas internas al desarrollar políticas nacionales para 
tener un acercamiento con las diásporas y adoptando estrategias 
gubernamentales para implementar estas políticas. 

 
2. Los miembros de las diásporas hacen contribuciones al desarrollo de los países 

europeos y en sus países de origen, enriqueciendo la diversidad cultural de los 
países receptores y estableciendo relaciones dinámicas y constructivas con sus 
países de origen con intercambios económico, cultural y de codesarrollo. 
También facilitan la integración y brindan apoyo económico, legal, cultural y 
político a los migrantes recién llegados. Los miembros de la diáspora también 
ayudan a los recién llegados a hacer frente a los factores psicológicos 
relacionados como las barreras del idioma, la pérdida de las relaciones sociales 
habituales, la incertidumbre jurídica y la desigualdad de acceso al bienestar 
social. 

 
3. A pesar de este impacto positivo, en ocasiones las comunidades de la diáspora 

son manipuladas por los países de origen o actores no estatales con fines 
políticos o de otro tipo. También pueden verse etiquetados como "peligrosos". 
La intolerancia, el racismo, la xenofobia y el antisemitismo son desafíos 
constantes que les impiden hacer contribuciones positivas a las sociedades en 
las que viven. Estos desafíos suponen un obstáculo para su integración e 
inclusión en los países receptores. Es importante abordar las percepciones 
erróneas y valorar las ventajas que las diferentes diásporas aportan a nuestras 
sociedades. 

 
4. La Asamblea Parlamentaria reafirmó su determinación de abordar las cuestiones 

relacionadas con las diásporas en una serie de resoluciones y 
recomendaciones, en su Resolución 1696 (2009) y Recomendación 1890 (2009) 
“Involucrar a las diásporas europeas: la necesidad de respuestas 
gubernamentales e intergubernamentales” y en la Resolución 2043 (2015) 
“Participación democrática de las diásporas migrantes”, así como mediante la 
creación de un Subcomité de diásporas e integración, y la Red Parlamentaria de 
Políticas de Diáspora que se encargó de formular recomendaciones específicas 
sobre la materia. Las conclusiones extraídas de las actividades de la Red 
Parlamentaria subrayan la urgente necesidad de desarrollar una estrategia 
europea sobre las diásporas. 

 
62 Proyecto de resolución adoptado por la comisión el 12 de marzo de 2021. 
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5. Por lo tanto, la Asamblea alienta a los Estados miembros a tomar medidas 

concretas a nivel nacional, regional e internacional para promover políticas de 
participación de las diásporas y crear un entorno positivo para el 
aprovechamiento del potencial de ellas. Esto debe hacerse a través de: 
 
5.1. Recopilar y procesar información y datos sobre los connacionales viviendo 

en el extranjero para facilitar el desarrollo de políticas encaminadas a las 
diásporas, a la vez que se protege la información; 
 

5.2. Crear mecanismos nacionales e instituciones que tengan el mandato de 
hacerse cargo de las diásporas para asegurar una mejor cooperación e 
involucramiento de las diásporas en la sociedad. Estos mecanismos 
deberían de involucrar la representación de los países en el extranjero; 
 

5.3. Establecer hojas de ruta para apoyar la participación de las redes y 
asociaciones de las diásporas y organizar reuniones formales e informales 
periódicas con sus representantes, aprovechando las oportunidades que 
brindan las nuevas tecnologías de la información; 
 

5.4. La firma de acuerdos bilaterales de apoyo al proceso de integración de los 
migrantes, que faciliten el estudio del idioma, la cultura y los procedimientos 
legales existentes en los países de llegada; 
 

5.5. Colaborar con los líderes y representantes de la comunidad de la diáspora 
para detectar y prevenir incidentes de intolerancia, racismo, xenofobia y 
otras formas de discriminación contra los inmigrantes y apoyar actividades 
conjuntas que promuevan el respeto mutuo y la cohesión social; 
 

5.6. Involucrar a los miembros de la diáspora en la formulación de políticas, en 
particular en lo que respecta a las cuestiones de ciudadanía, así como las 
relativas a sus derechos económicos, sociales y culturales; 
 

5.7. Organizar audiencias parlamentarias sobre temas relacionados con la 
diáspora para promover el intercambio de experiencias y buenas prácticas; 
 

5.8. Nombrar un consejero diplomático especial de la diáspora y ciudadanos en 
el extranjero en las representaciones diplomáticas, cuando corresponda, 
capacitado para generar confianza y participar con las diásporas 
proporcionando servicios específicos e información útil, así como 
cooperación específica. 
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6. La Asamblea subraya la importancia de garantizar el respeto de los derechos 

políticos, sociales, económicos y culturales de los miembros de la diáspora y 
apoyarlos para que sean miembros activos y productivos de sus comunidades. 
 

7. La Asamblea está convencida de que las políticas relacionadas con las 
diásporas en los Estados miembros deben centrarse en promover la integración 
política de las comunidades de la diáspora en sus países de recepción, al mismo 
tiempo que animan y facilitan el compromiso continuo con sus países de origen. 
Cuando las comunidades de la diáspora participan en procesos políticos, se 
convierten en miembros activos de la sociedad, lo que dificulta que los grupos 
extremistas y populistas los conviertan en chivos expiatorios, aprovechando su 
exclusión política. Los Estados miembros deben adaptar la legislación, las 
normas y los procedimientos, en la medida de lo posible, para permitir que las 
comunidades de la diáspora ejerzan su derecho a una participación democrática. 
Los Estados miembros deberían hacer esto de la siguiente manera: 
 
7.1. Ratificar, si aún no se ha hecho, el Convenio del Consejo de Europa sobre 

la Participación de los Extranjeros en la Vida Pública a Nivel Local (ETS No. 
144) y alinear las leyes electorales nacionales sobre la participación de las 
comunidades de la diáspora con las normas establecidas en el Convenio; 
 

7.2. Esforzarse por promover la participación política y la doble ciudadanía en la 
medida de lo posible. En este sentido, se debe promover la organización de 
consultas de múltiples partes interesadas a nivel nacional entre asociaciones 
de la diáspora, grupos minoritarios, actores empresariales, funcionarios 
gubernamentales y otros actores relevantes para informar las políticas 
estatales sobre participación política y ciudadanía y difundir buenas 
prácticas; 
 

7.3. Simplificar los requisitos administrativos para que los miembros de la 
diáspora puedan ejercer su derecho a la participación política, en particular 
mediante la creación de puntos focales de la diáspora en las comisiones 
electorales nacionales; 
 

7.4. Promover el voto electrónico y postal en los Estados miembros para facilitar 
la participación democrática de los miembros de la diáspora, que de otro 
modo tendrían que viajar a sus países de origen para votar; 
 

7.5. Otorgar a los miembros de la diáspora el derecho a elegir a sus 
representantes en el parlamento de sus países de origen; 
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7.6. Apoyar a las asociaciones de la diáspora en la promoción de la participación 

política de los miembros de su comunidad en los países de recepción y 
empoderar a los miembros elegibles de sus comunidades para que se 
propongan como candidatos en las elecciones. 
 

8. La Asamblea cree que la participación de las diásporas en las economías de los 
países de origen puede ayudar a construir sociedades sólidas, exitosas y 
cohesionadas. Los Estados miembros deben fomentar acciones que maximicen 
las contribuciones positivas de las comunidades de las diásporas en el desarrollo 
nacional y local y las estrategias de reducción de la pobreza en los países de 
origen, con un enfoque en el apoyo a la inversión, la transferencia de 
conocimientos, la innovación y la filantropía. Esto debe hacerse mediante: 
 
8.1. Involucrar a representantes de las diásporas en la preparación de 

estrategias de desarrollo anuales y mecanismos de implementación; 
 

8.2. Crear incentivos para los miembros de la diáspora que regresan, 
asegurando que puedan beneficiarse de los impuestos, la jubilación y otras 
ventajas económicas; 
 

8.3. Promover y fomentar el espíritu empresarial de las diásporas mediante el 
acceso a información sobre inversiones, junto con aduanas claras e 
incentivos a la importación; 
 

8.4. Facilitar el reconocimiento de los diplomas, certificados de educación y 
calificaciones profesionales de los miembros de la diáspora obtenidos en el 
extranjero; 
 

8.5. Adoptar legislación y políticas que faciliten y regulen las transferencias de 
remesas, utilizando tecnologías modernas y evitando impuestos dobles; 
 

8.6. Apoyar la formación de redes empresariales de la diáspora a través de ferias 
comerciales y cumbres empresariales, programas de formación sobre 
normas y procedimientos comerciales internacionales para empresas 
propiedad del grupo; 
 

8.7. Crear ventanillas únicas dirigidas a los inversores de la diáspora para 
ayudarles a identificar oportunidades que coincidan con las políticas de 
desarrollo del sector privado del gobierno, acompañar a los inversores de la 
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diáspora a través de procedimientos administrativos necesarios y ayudar a 
abordar cualquier queja y mediar conflictos. 

 
9. Recordando la Recomendación CM/Rec (2015)1 del Comité de Ministros a los 

Estados miembros sobre la integración intercultural que señala el valor de la 
diversidad como un recurso para las sociedades, la Asamblea subraya que las 
diásporas, que representan a diversas culturas y religiones, tienen un papel 
fundamental para ayudar a que los migrantes se integren, actuando como un 
puente para ayudar a los recién llegados a comprender las costumbres, los 
códigos y los valores de los países de recepción. Las autoridades locales, tanto 
de los países de origen como de los países de recepción, tienen un papel clave 
en la participación y la cooperación con los miembros de la diáspora en la 
elaboración y aplicación de medidas destinadas a promover su inclusión, en 
particular de los nuevos migrantes, mediante: 
 
9.1. Involucrar a los miembros de la diáspora en los debates sobre políticas 

locales y la toma de decisiones; 
 

9.2. Involucrar a los miembros de la diáspora en los procesos de desarrollo local, 
entre otros, en el campo de los negocios, el turismo, la educación, la cultura; 

 
9.3. Apoyar las iniciativas de la diáspora en la organización de eventos culturales 

y sociales en el espíritu del intercambio intercultural y la creación 
cooperativa; 
 

9.4. Establecer y garantizar el buen funcionamiento de acuerdos de cooperación 
y codesarrollo transfronterizos, interterritoriales y de ciudad a ciudad; 
 

9.5. Realizar sesiones periódicas de formación e información sobre los sistemas 
políticos de su país anfitrión y su derecho a la participación democrática, 
como electores y posibles candidatos políticos; 
 

9.6. Apoyar con información y educación la inclusión de la diáspora en puestos 
de trabajo del sector público, incluso en puestos de expertos y de gestión; 
 

9.7. Simplificar las obligaciones administrativas de las asociaciones de la 
diáspora, incluido su proceso de registro, y asignar el espacio público y el 
acceso a la financiación pública; 
 

9.8. Desarrollar asociaciones efectivas con organizaciones de la diáspora para 
promover la inclusión social y la integración de los migrantes recién llegados 
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en sus comunidades, así como crear fuertes vínculos de respeto mutuo y 
confianza con las sociedades de acogida. 
 

10. La Asamblea considera que la creación de asociaciones estratégicas entre los 
Estados, la sociedad civil, el sector privado y las organizaciones internacionales 
para crear un marco para el empoderamiento de la diáspora debería ser una 
tarea primordial para el desarrollo de una política europea con enfoque en las 
diásporas. Por lo tanto, alienta a los Estados miembros a brindar el apoyo 
necesario a las asociaciones de la diáspora mediante: 
10.1. Promover el liderazgo entre los miembros de las diásporas mediante la 

organización de programas de formación y educación que también deberían 
permitir conexiones sólidas entre las diásporas y las comunidades de 
recepción; 
 

10.2. Apoyar a las plataformas de múltiples partes interesadas y las coaliciones 
de la sociedad civil, que son esenciales para: 
 

10.2.1. Facilitar un mayor diálogo y consulta entre la sociedad de acogida y 
las asociaciones de la diáspora; 
 

10.2.2. Coordinar la asistencia técnica y desarrollo de capacidades; 
 

10.2.3. Asignar programas de subvenciones especiales para proyectos que 
promuevan los vínculos entre las organizaciones de la sociedad de 
recepción y las asociaciones de la diáspora para fomentar su 
interacción; 
 

10.2.4. Promover plataformas de redes sociales para conectarse con las 
poblaciones de la diáspora, tanto en los países de origen como en los 
países de recepción, y organizar plataformas en línea abiertas para 
todos los proyectos e iniciativas relacionados con la diáspora; 
 

10.2.5. Fomentar la cobertura mediática de las actividades de la diáspora y 
promover una imagen positiva de la diáspora, así como el conocimiento 
y la comprensión de la sociedad de recepción hacia la diáspora; 
 

10.2.6. Facilitar una mejor comprensión y apreciación de la diversidad 
cultural que aportan las comunidades de la diáspora y los migrantes, 
mediante el apoyo a actividades interculturales en los campos de los 
deportes, la música, las artes, los festivales culinarios y otros eventos 
sociales. 
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11. La Asamblea invita a las organizaciones internacionales, en particular al Consejo 

de Europa, a la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), a la 
Unión Europea y a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), a colaborar estrechamente para desarrollar programas de 
cooperación en los que participen, entre otros, las asociaciones de la diáspora. 
 

B. Proyecto de recomendación63 
1. Refiriéndose a su Resolución ... (2021) "Por una política europea sobre las 

diásporas", la Asamblea Parlamentaria subraya la importancia de proporcionar 
apoyo a los Estados europeos para desarrollar políticas eficaces de participación 
de la diáspora mediante la creación de un marco institucional y político europeo 
para la cooperación entre los gobiernos y las diásporas. 

 
2. La Asamblea considera que el Consejo de Europa podría desempeñar un papel 

importante en la formulación de una política europea sobre las diásporas, 
teniendo en cuenta el trabajo del Representante Especial para la Migración y los 
Refugiados, y el recién creado Comité Directivo de Lucha contra la 
Discriminación, la Diversidad y la Inclusión (CDADI), y reuniendo a los múltiples 
actores que conforman las políticas nacionales sobre la diáspora, a saber, los 
parlamentos, los gobiernos, las asociaciones de la diáspora, las ONG, los 
medios de comunicación y las instituciones de investigación. En este contexto, 
invita al Comité de Ministros a: 
 
2.1. Elaborar un Libro Blanco sobre buenas prácticas de participación de la 

diáspora en los Estados miembros; 
 

2.2. Diseñar una metodología para mapear la diáspora y llevar a cabo una 
evaluación de las estrategias de participación de la diáspora, a la luz de las 
normas del Consejo de Europa para la integración y la inclusión; 
 

2.3. Establecer un foro europeo de diásporas como plataforma para los 
intercambios internacionales entre las diferentes comunidades de la 
diáspora; 
 

2.4. Alentar al Congreso de Autoridades Regionales y Locales a considerar el 
papel de las autoridades locales y regionales en el compromiso y la 
cooperación con los miembros de la diáspora en la elaboración y aplicación 
de medidas destinadas a promover la integración y evitar la exclusión, la 
xenofobia, la radicalización y el extremismo. 

 
63 Proyecto de recomendación adoptado por la comisión el 12 de marzo de 2021. 
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VI. ANEXO 
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DESCLASIFICADO64 
AS/Pol (2019) 04  
23 de enero de 2019  
Apdoc04_19 
 
Comisión de Asuntos Políticos y Democracia 
 
Relaciones entre la Asamblea y la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) 
  
Memorando preparado por el Secretariado 

 
 

1. Las relaciones entre el Consejo de Europa y la Organización para la Cooperación 
y Desarrollo Económicos (OCDE) se formalizaron en 1962 y el primer debate de 
la Asamblea sobre las actividades de la OCDE tuvo lugar en 1963 sobre la base 
de un informe transmitido por la OCDE al Consejo de Europa. 
 

2. Los debates de la Asamblea Ampliada se introdujeron en 1993 para permitir la 
participación de las delegaciones de los parlamentos nacionales de los Estados 
miembros de la OCDE que no son miembros del Consejo de Europa, ni del 
Parlamento Europeo. Estos debates se desarrollan de acuerdo con reglas 
especiales, adoptadas por la Asamblea Ampliada (véase, Anexo 1). 

 
3. Tras una reforma de la Asamblea en 2011, la Comisión de Asuntos Políticos y 

Democracia es la que, a partir de 2012, prepara los informes de la Asamblea 
sobre las actividades de la OCDE. 

 
4. En 2014, se decidió además que los debates de la Asamblea Ampliada sobre las 

actividades de la OCDE continuarían celebrándose cada año; que cada dos años, 
esos debates se basarían en un informe presentado por la Comisión de Asuntos 
Políticos y Democracia; que cada otro año, el debate se basaría en un informe 
del secretario General de la OCDE; y que, en principio, la Subcomisión de 
Relaciones con la OCDE y el BERD celebraría una reunión cada año en la Sede 
de la OCDE para intercambiar opiniones con la dirección de la Organización. 

 
5. En cuanto a la participación en las Jornadas Parlamentarias de la OCDE, los 

relatores de la Comisión de Asuntos Políticos participaron en las Primeras 

 
64 El 24 de enero de 2019, la Comisión de Asuntos Políticos y Democracia decidió desclasificar este 
memorando.  



 

108 
 

Jornadas Parlamentarias de la OCDE, en febrero de 2013, y posteriormente en 
2016 y 2017. 

 
6. La Subcomisión de Relaciones con la OCDE y el BERD celebró una reunión en 

la OCDE en París del 25 al 26 de febrero de 2015, con motivo de las Terceras 
Jornadas Parlamentarias de la OCDE. La Comisión de Asuntos Políticos, en 
pleno, se reunió en la OCDE en París el 1 de septiembre de 2015 y mantuvo, en 
esa ocasión, un intercambio de opiniones con expertos de la OCDE. 

 
7. El expresidente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, Sr. 

Michele Nicoletti, fue el primer presidente de la Asamblea que participó en las 
Jornadas Parlamentarias de la OCDE en febrero de 2018. Varios miembros de la 
APCE participan en las Jornadas Parlamentarias de la OCDE, pero a título 
nacional. La Asamblea nunca ha participado como socio institucional ni en las 
Jornadas Parlamentarias de la OCDE, ni en las reuniones de la Red 
Parlamentaria Global de la OCDE. 

 
8. Tras una reunión entre el presidente de la Asamblea y el secretario general de la 

OCDE en febrero de 2018, y luego de los contactos entre los respectivos 
Secretariados, se propuso un enfoque renovado para las relaciones entre la 
Asamblea y la OCDE, con el objetivo de tener una relación institucional más 
fuerte y eficiente, al simplificar los procedimientos y al hacer un mejor uso de las 
fortalezas de ambas Organizaciones. 

 
9. Un reciente intercambio de cartas entre los secretarios generales de la OCDE y 

de la Asamblea (véase, el Anexo 2) confirma el acuerdo sobre las siguientes 
propuestas, que no requieren de un cambio en el Reglamento para los debates 
ampliados de la Asamblea Parlamentaria sobre las actividades de la OCDE: 
 
- Los debates de la Asamblea Ampliada sobre las actividades de la OCDE se 

llevarán a cabo cada dos años (en lugar de cada año), a partir de octubre de 
2020, sobre la base de un informe presentado por la Comisión de Asuntos 
Políticos y Democracia, con la participación de las delegaciones de los 
parlamentos nacionales de los Estados miembros de la OCDE que no son 
miembros del Consejo de Europa, ni del Parlamento Europeo, y del secretario 
general de la OCDE. Los informes se centrarán en temas específicos que 
son definidos por el relator tras los contactos con la OCDE, más que en las 
actividades de la OCDE, en general. Durante el mismo año, se organizará un 
intercambio de opiniones con expertos de la OCDE como parte de la agenda 
de la Comisión, en el contexto de la preparación del informe de la Comisión 
sobre las actividades de la OCDE. 



 

109 
 

 
- Durante el año en que no haya un debate en la Asamblea Ampliada sobre 

las actividades de la OCDE, una delegación de la Asamblea, posiblemente 
encabezada por el presidente de la Asamblea o el presidente de la Comisión 
de Asuntos Políticos y Democracia, participaría como un socio institucional 
ante la Red Parlamentaria Global de la OCDE, a partir de octubre de 2019. 
Durante el mismo año, la Comisión de Asuntos Políticos y Democracia, en 
pleno, celebraría en principio una reunión en la Sede de la OCDE, con miras 
a mantener un intercambio de opiniones con expertos de la OCDE. 
 

Apéndice 1 - Extracto de los textos complementarios del Reglamento de la 
Asamblea: 
 
APÉNDICE XII - Reglamento de los debates ampliados de la Asamblea 
Parlamentaria sobre las actividades de la OCDE 
 
adoptada por la Asamblea Parlamentaria ampliada en su sesión del 2 de 
octubre de 1992 en Estrasburgo y modificada por ella en su sesión del 6 de 
octubre de 1994 y por la Resolución 1467 (2005), apéndice, Resolución 1629 
(2008), apéndice, Resolución 1758 (2010) y Resolución 1899 (2012) 
 

I. Principios generales 
 
1. Los debates parlamentarios sobre las actividades de la OCDE se llevarán a cabo 
sobre la base de un acuerdo entre la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa y los parlamentos nacionales de los Estados miembros de la OCDE que no 
son miembros del Consejo de Europa y con la aprobación del Consejo de la OCDE.  
 
2. Estos debates serán públicos y, por lo general, tendrán lugar una vez al año con 
motivo de una sesión parcial de la Asamblea Parlamentaria. 
 

II. Participantes 
 
1. Podrán participar en los debates: 
 
1. las delegaciones de los Estados miembros de la Asamblea Parlamentaria del 
Consejo de Europa; 
 
2. delegaciones de los parlamentos nacionales de los Estados miembros de la 
OCDE que no son miembros del Consejo de Europa; 
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3. una delegación del Parlamento Europeo; 
 
4. el secretario general de la OCDE, quien presentará un informe sobre las 
actividades de su Organización y responderá a las preguntas. 
 
5. El número de escaños a los que tendrán derecho las distintas delegaciones se 
determinará de conformidad con el apéndice 1. Las delegaciones reflejarán las 
diferentes corrientes de opinión representadas en sus parlamentos y tendrán en 
cuenta, en la medida de los posible, la necesidad de equilibrio de género. 
 

III. Presidencia 
 
1. El presidente o un vicepresidente de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa abrirá los debates. 
 
2. El ocupante de la presidencia será responsable de velar por el desarrollo 
ordenado de los procedimientos, así como de mantener el orden público en la 
cámara y las galerías. También, decidirá si los oradores están en orden.  
 

IV. Uso de idiomas y documentos 
 
1. El Consejo de Europa proporcionará interpretación simultánea de los discursos 
pronunciados en la Asamblea en inglés, francés, alemán, italiano y ruso. Para 
cualquier otro idioma, los gastos de la interpretación simultánea correrán a cargo de 
la delegación interesada. Dicha delegación facilitará también una traducción de las 
declaraciones realizadas en ese idioma a una de las lenguas oficiales del Consejo 
de Europa para que puedan publicarse por extenso (in extenso) en el informe final.  
 
2. La Secretaría del Consejo de Europa distribuirá los documentos de debate y otros 
documentos de trabajo en inglés y francés. 
 
3. La Secretaría del Consejo de Europa elaborará un informe de los debates en 
inglés y francés para distribuirlo lo antes posible. 
 
4. Las versiones en inglés y francés de estos informes contendrán el texto completo 
de los discursos pronunciados en esos idiomas y un resumen de los discursos 
pronunciados en otros idiomas.  
 
5. También se distribuirán los textos completos de los discursos en alemán e 
italiano.  
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V. Derecho a tomar la palabra 

1. Ningún miembro podrá hacer uso de la palabra a menos que sea invitado por 
quien ocupe la presidencia.  

2. Los miembros que deseen hablar deberán inscribir sus nombres en un registro lo 
antes posible y a más tardar a las 7 p.m. del día antes del debate.  

3. La lista de oradores se establecerá tomando en cuenta la necesidad de asegurar 
una representación equilibrada de las delegaciones nacionales y de las comisiones 
de la Asamblea Parlamentaria directamente interesadas en el debate.  
 
4. Cada comisión directamente interesada podrá nombrar a un miembro, quien 
hablará a nombre de ella en algún momento del debate. Dichas comisiones pueden 
presentar contribuciones de forma escrita.  
 
5. Los oradores del debate podrán hacer uso de la palabra por no más de 4 minutos. 
El relator dispondrá de 13 minutos para presentar el informe y responder al debate. 
Las personas que hablen en nombre de las comisiones tendrán 3 minutos. Sin 
embargo, si las circunstancias así lo requieren, el ocupante de la presidencia podrá 
reducir dichos tiempos.65  
 
6. El ocupante de la presidencia  
 

-puede, con la finalidad de garantizar un equilibrio político y geográfico entre 
los oradores, apartarse del orden en el que los miembros están enlistados 
para hablar;  
-podrá interrumpir un debate y pasar a la votación para respetar el calendario 
acordado. 
 

VI. Enmiendas y sub-enmiendas 
 
1. Los miembros pueden proponer por escrito enmiendas y sub-enmiendas a los 

textos presentados para adopción. Las enmiendas deberán relacionarse 
directamente con el texto que pretenden modificar y sólo podrán presentarse 
únicamente con respecto a los textos para adopción.  
 

2. Las sub-enmiendas deberán referirse a una enmienda presentada previamente 
y serán admitidas en la medida que no contradigan el sentido de la enmienda. 
Éstas no pueden ser enmendadas. 

 

 
65 Se aplican las disposiciones relativas al tiempo del uso de la palabra.  
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3. El presidente de la Asamblea Parlamentaria decidirá sobre la admisión de 
enmiendas y sub-enmiendas, las cuales deberán estar firmadas por al menos 
cinco miembros y presentadas de acuerdo con los plazos establecidos en el 
artículo 34.6. del Reglamento de la Asamblea.  

 
4. El ocupante de la presidencia podrá decidir, a modo de excepción, aceptar una 

enmienda de forma oral o una sub-enmienda de carácter estilístico. 
 

5. Cuando se convoque una enmienda o sub-enmienda, uno de sus autores u otro 
miembro que hable a su favor se le permitirá un máximo de treinta segundos 
para el propósito de moverla.  

 
6. Cuando se considere una enmienda, sólo se escuchará a uno de sus autores u 

otro miembro que hable a su favor, un orador en contra, y el relator o el 
presidente de la comisión correspondiente.     

 

VII. Moción de orden 

Un miembro tendrá derecho previo a la palabra si solicita permiso para plantear una 
moción de orden, la cual puede estar relacionada únicamente con el procedimiento 
y a la que sólo responderá quien ocupe la presidencia. El planteamiento de una 
moción de orden no puede tardar más de treinta segundos. 

 VIII Votación  

1. La votación se realizará a mano alzada y, en caso de duda, de pie o sentado. Los 
miembros de la delegación del Parlamento Europeo no tienen derecho a voto. 
 
2. Si una delegación de un país miembro de la OCDE no europeo estuviera 
subrepresentada, cada uno de sus miembros presentes puede emitir hasta cinco 
votos. 
 
3. Se requerirá una mayoría relativa de los votos emitidos para la adopción de una 
resolución. Las enmiendas y cuestiones de procedimiento también se decidirán por 
mayoría relativa. 
 

IX. Procedimiento en Comisión y examen del informe en respuesta al informe 
de actividades de la OCDE 
 

1. La Comisión de la Asamblea Parlamentaria responsable de preparar un informe 
sobre las actividades de la OCDE podrá reunirse con los representantes de las 
delegaciones de los países miembros de la OCDE no europeos para examinar el 
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informe de actividades de la OCDE y los textos en respuesta al mismo. Durante 
dichos debates, estos representantes y los delegados del Parlamento Europeo 
tendrán los mismos derechos que los miembros de la Asamblea Parlamentaria. Sin 
embargo, los miembros del Parlamento Europeo no votarán. 
 
2. En las reuniones de la Comisión de la Asamblea Parlamentaria en cuestión, a las 
delegaciones de los parlamentos nacionales de los Estados miembros de la OCDE 
que no sean miembros del Consejo de Europa se les asignará el siguiente número 
de votos: 
 

- Estados Unidos de América, Japón y México: 4 votos 
- Canadá y República de Corea: 3 votos 
- Australia y Chile: 2 votos 
- Nueva Zelandia e Israel: 1 voto. 

 
5. El informe de respuesta al informe de actividades de la OCDE deberá contener 
una exposición de motivos y uno o más textos que normalmente adoptarán la forma 
de proyectos de resolución. Sólo estos textos se someterán a votación en la 
Comisión y luego se someterán a votación en sesión plenaria. 
 
6. La votación en la Comisión será a mano alzada. 
 
7. El examen de los textos en sesión plenaria se basará en el proyecto adoptado en 
la Comisión. 
 
8. Cuando finalice el examen y la votación de la totalidad de un texto y se anuncien 
los resultados, los miembros que no intervinieron en el debate podrán hacerlo 
durante un minuto como máximo para explicar sus votos. 
 

X. Invitados especiales, observadores parlamentarios y socios para la 
democracia 

 
1. Las delegaciones de los parlamentos de Estados no miembros del Consejo de 
Europa que tienen invitados especiales, los observadores parlamentarios o los del 
estatus de socios para la democracia en la Asamblea Parlamentaria pueden hablar 
en el debate.   
 
2. Los invitados especiales, los observadores parlamentarios y los socios para la 
democracia no podrán presentar enmiendas ni participar en las votaciones. 
 

XI. Aplicación del Reglamento de la Asamblea Parlamentaria 
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1. En todos los casos en que no se hayan establecido disposiciones específicas, y 
en la medida en que no sean incompatibles con este Reglamento, se aplicarán las 
disposiciones vigentes en la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa. 
 
2. Cualquier impugnación relacionada con la aplicación de estas Reglas será 
decidida por el ocupante de la Presidencia. 
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